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INTRODUCCIÓN

MCID RUBÉN DAVID CASTAÑEDA TORRES
FUNDACIÓN CEDAT

CENTRO DE DESARROLLO Y ATENCIÓN TERAPÉUTICA 

LA COLABORACIÓN ES UNA NECESIDAD 
La colaboración de academia, sociedad civil, gobierno y organismos 
de cooperación internacional como estrategia para la resolución de 
problemas sociales es una aspiración común; y por muy buenas razo-
nes. Al observar con detenimiento y congruencia un fenómeno social, 
el problema demanda ser visto desde varios ángulos, marcos teóricos, 
voces, indicadores, etc. En consecuencia, es natural que aquel a quien 
le preocupe la tarea de entender los problemas sociales (y el mundo 
en el que vive) necesite, casi con ansiedad permanente, nuevos puntos 
de vista y herramientas. Aun más, esta necesidad se acentúa si el fenó-
meno social, por alguna razón, ha vencido la indolencia funcional que 
implica el momento histórico; esto es, en términos simples: si a uno le 
duele, le importa su solución. 

Con el riesgo de salirme de los límites apropiados de una introduc-
ción, me resulta inevitable subrayar que, en el principio de la colabora-
ción causante del presente libro, nos encontramos con la indignación 
sobre el fenómeno de la violencia ejercida por y hacia los adolescentes. 
La incómoda y fundamental indignación es un buen principio empa-
tía —y por tanto el altruismo— y en el mejor de los escenarios, para 
el desarrollo. Esta línea causal, como veremos en el apartado subse-
cuente, tiene también verificativo en la política pública y académica.
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Los problemas sociales, como en este caso la violencia ejercida por 
adolescentes y jóvenes, son de dimensiones colosales para la capacidad 
exclusiva de un individuo. Al final, son problemas cuyas causas se ge-
neraron en el colectivo, y es así que el colectivo resulta esencial para su 
solución. En consecuencia, para los que nos resulta deseable resolver 
—o al menos mitigar— los problemas sociales, la colaboración, más 
que una estrategia, es una necesidad. Desafortunadamente, en materia 
de prevención terciaria de jóvenes en conflicto con la ley, es inusual 
encontrar buenas prácticas de colaboración documentadas y basadas 
en evidencia; de ahí que el presente libro ofrezca valor en la materia. 

En este libro se presentan algunos de los hallazgos y reflexiones 
alrededor del programa “Mente libre”, un programa basado en aten-
ción plena y terapia cognitivo-conductual enfocada en la reducción de 
conductas impulsivas en jóvenes en conflicto con la ley. Con la fina-
lidad de presentar el contexto en el que sucedieron dichas reflexiones 
e investigaciones, resulta apropiado narrar brevemente el proceso en 
el que se dieron. 

¿EVALUAR O NO EVALUAR LA PREVENCIÓN DE VIOLENCIA 
DESDE LA SOCIEDAD CIVIL?
Alrededor de cinco años previos a la publicación del presente libro, 
en el equipo de Fundación CEDAT surgió la creciente necesidad de 
saber con certidumbre si realmente nuestra intención de beneficiar a 
los jóvenes se cumplía y contaba con evidencia. Para entonces, la Fun-
dación ya llevaba más de una década de trabajo, y si bien habíamos 
realizado en varios momentos evaluaciones, aplicado encuestas, prue-
bas psicológicas, publicado investigaciones, mesas de trabajo y foros; 
francamente, el rigor con que se realizaron las mismas era limitado. 
Las razones para no incrementar el rigor científico y metodológico 
eran tan válidas como comunes en el círculo de las organizaciones 
gubernamentales y no gubernamentales: “no tenemos presupuesto 
para evaluar”, “nuestros financiadores no autorizan presupuesto sig-
nificativo para evaluar impacto”, “preferimos invertir en beneficiar a 
la población en estado crítico que en evaluar”, “los marcos teóricos 
demasiado académicos carecen de experiencia empírica en el campo”, 
“el marco teórico desde donde abordamos es sólido”, “el resultado del 
impacto de este tipo de intervenciones es visible solo en el largo plazo”, 
“nuestro personal está altamente especializado”, “nuestros beneficia-
rios nos cuentan que nuestros programas les impactaron significativa-
mente”, “el programa ha sido una experiencia de éxito en otros países”, 
“documentamos la historia de vida de los beneficiarios”, “tenemos el 
testimonio de____”, entre otras. Como mencioné, todas estas explica-

ciones fueron válidas en diferentes momentos a lo largo de una década 
de trabajo de la organización; de la misma manera, creo que dichas 
razones son válidas para organizaciones civiles y gubernamentales en 
diferentes momentos de su desarrollo institucional. 

Sin embargo, a nuestro interés de conocer el impacto se le sumó 
una circunstancia ambiental. En México, como en Latinoamérica, la 
preocupación (indignación) creciente sobre el aumento exacerbado 
de la violencia fue un aliciente para buscar soluciones. En aquel mo-
mento histórico, notamos cómo organismos de cooperación inter-
nacional, gobiernos federales y locales tomaron cartas en el asunto 
destinando más recursos humanos y económicos a proyectos de pre-
vención. Por otro lado, entre el 2007 y el 2010, el incremento de la 
violencia nos mantenía en constante alarma, alteraba nuestras rutinas 
personales y también a nosotros mismos. Fue entonces cuando, como 
organización civil, nos replanteamos cuál debería ser nuestra posición 
desde la intervención psicosocial. 

En aquella década, la prevención como especialidad de interven-
ción en México era una novedad; por tanto, se carecía de evidencia 
sobre programas eficientes de impacto y, en términos generales, so-
bre experiencias de éxito fundamentadas en evidencia. Pronto no-
tamos que dicho vacío provocaba que algunos tomadores de deci-
sión se decantaran por financiar políticas públicas e intervenciones 
sociales con base en variables no relacionadas con datos. Entonces, 
en el mejor de los casos, las decisiones se tomaban con base en rela-
ciones de confianza y loables intenciones. En los peores escenarios, 
la agenda para prevenir la violencia del país se diseñaba con base en 
las ganancias secundarias que dicho programa prometía a organiza-
ciones civiles e instancias de gobierno; por ejemplo, visibilidad, im-
pacto mediático, distrito electoral, confianza en tal o cual programa; 
era una puerta abierta para la corrupción.

Desde nuestra lectura, uno de los mayores riesgos de dichas prác-
ticas, más allá del derroche millonario; es pasar de largo el hecho de 
que las políticas públicas y estrategias de prevención de violencia 
cuentan con un cuerpo sólido y dinámico de investigación perma-
nente. Obviar que todos los días se construyen mejores estrategias 
de prevención es condenarla a que las instituciones repitan y des-
gasten las mismas intervenciones durante décadas, empujándolas 
discretamente hacia la ineficiencia y al eventual abandono. Dicho 
de otro modo, sin evaluación rigurosa existe el riesgo de creer que 
todo es útil para prevenir; y si creemos que la prevención es algo ab-
solutamente transversal, ¿cuál sería la necesidad de asignar recursos 
económicos y humanos focalizados?
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Para dar un símil, la construcción de ciclovías es una estrategia de 
movilidad que contribuye a la salud, pero es claro que su presupues-
to, diseño y articulación requiere de especialistas en urbanismo; sería 
inapropiado encargar su construcción a médicos y epidemiólogos. 
De la misma manera, confiar la prevención de violencia únicamente 
a especialistas en deporte, desarrollo o persecución del delito sin la 
especialización adecuada es un despropósito. Si bien es posible que el 
deporte, el alivio a la pobreza y la persecución de los delitos contribu-
yan a la prevención de la violencia, no son por sí mismas estrategias 
de prevención; de la misma manera que las ciclovías no son por sí 
mismas estrategias de prevención de la diabetes, aunque es claro, en 
ambos casos, que contribuyen.

Una vez establecida la motivación de la organización por ge-
nerar conocimiento en materia de prevención de la violencia, el 
segundo reto estaba en encontrar la mejor estrategia y los recursos 
para hacerlo.

¿ES POSIBLE QUE LAS ORGANIZACIONES CIVILES GENEREN 
EVIDENCIA?
Me gustaría dedicar dos párrafos a nombrar nuestros errores y tropie-
zos con la finalidad de ilustrar la ruta hasta los resultados que presenta 
este libro. Podría suceder que también ilustrara los obstáculos típicos 
a los que se enfrentan organizaciones civiles y académicos al momen-
to de decidir generar conocimiento práctico en materia de prevención 
de violencia. 

PRIMER ERROR: LA INVESTIGACIÓN NO ES UN ÁREA
Nuestra primera aproximación fue habilitar a una persona encargada 
de procesos de monitoreo y evaluación. Para la mayoría de las organi-
zaciones esto representa un gasto importante, pues implica un sueldo 
que rara vez es financiado por las fuentes tradicionales, en consecuen-
cia, el estipendio que recibe provendrá de los posibles ahorros que 
la organización genere, que rara vez son suficientes. En nuestro caso, 
este proceso de casi dos años nos llevó a hacernos cada vez mejores 
preguntas, buscar mejores instrumentos disponibles y conocer el “es-
tado del arte” de la discusión en la materia. Sin embargo, aún estába-
mos lejos de investigaciones rigurosas, por un lado, porque una sola 
persona difícilmente puede tener la especialización que requiere un 
problema multidimensional como la violencia. Es decir, que difícil-
mente una sola persona puede incorporar diferentes campos como 
la política pública, la intervención psicosocial, los instrumentos, la 
sociología, etc. El riesgo es limitar el desarrollo de la evidencia a un 

solo punto de vista. En consecuencia, nuestra primera lección es que 
la generación de conocimiento es una labor institucional; es decir, de 
todos los miembros de la organización.

SEGUNDO ERROR: LA INVESTIGACIÓN NO ES UN CONTRATO
Pensando en la labor institucional, realizamos colaboraciones e inter-
venciones económicas fuertes con otras instituciones. El modelo de 
contratar consultores que nos ayudaran a identificar instrumentos de 
evaluación y áreas estratégicas de intervención generó algunos resul-
tados, pero nos resultó económicamente insostenible por dos razones 
principales. La primera es que la investigación es un proceso que se 
construye a través de los años sobre los hallazgos anteriores. Nues-
tra experiencia como organizaciones de la sociedad civil contratando 
consultores, incluso de universidades de clase mundial, nos demuestra 
que, si bien los resultados quedan en las organizaciones, el desarrollo 
de metodología es también fundamental para elaborar nuevas y mejo-
res investigaciones. Mediante la contratación de investigación outsou-
rcing, ese valioso recurso queda fuera de la organización y, por tanto, 
pierde continuidad. La segunda razón es netamente económica, la in-
vestigación desarrollada por instancias académicas y especializadas es 
cotizada con gastos que conciernen al investigador, al sostenimiento 
de la propia institución a la que pertenecen contempla alguna utilidad. 
Para los investigadores y consultores, el desarrollo de conocimiento 
genera una retribución económica o al menos ciertos incentivos. Para 
las organizaciones civiles, son inversiones o gastos que, aunque úti-
les, en el escenario actual de cooperación internacional y tercer sector 
no parecen sustentables. Segunda lección aprendida: la generación de 
evidencia es una labor de colaboración interinstitucional.

CÓMO HACER POSIBLE LA GENERACIÓN DE CONOCIMIENTO 
El presente libro es resultado de una lección aprendida, una buena 
práctica que, como organización, creemos que sería beneficiosa para 
otros abordajes sociales. En 2016 iniciamos un programa de interven-
ción con jóvenes en detención por delitos graves; prácticamente todos 
sentenciados por homicidio o robo a mano armada, con edades de en-
tre 17 y 25 años. En Fundación CEDAT desarrollamos una metodolo-
gía de intervención basada en mindfulness y terapia cognitivo-conduc-
tual, y planeamos hacer pilotajes. Simultáneamente, para el diseño de 
la intervención, implementación y evaluación, se reunió a un equipo 
de investigadores de psicología, sociología, criminología y neurocien-
cia bajo la modalidad de un laboratorio (start-up) social. Mediante 
esta metodología se presentó un problema: se propuso una interven-
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ción en el corto plazo, se implementó y revisó en un periodo de meses. 
El ejercicio de colaboración para la implementación en el corto plazo 
representa el corazón de la intervención e implicó ejercicios de diálo-
go, interdisciplinariedad y aplicabilidad a la política pública. 

Uno de los resultados encontrados es la reducción de las conductas 
impulsivas de los jóvenes en conflicto con la ley sentenciados mayor-
mente por homicidio y robo a mano armada. De acuerdo con la inves-
tigación realizada por el instituto de Neurociencias de la Universidad 
de Guadalajara (UdG), se observa una reducción de la impulsividad 
en 44% durante los primeros tres meses de intervención. Estas últimas 
estadísticas son la punta de un iceberg de sistematización, interven-
ción, manuales, validación de pruebas, formación, etc. Pero también 
le han dado solidez a este programa que, a la par de la publicación del 
presente libro, se replica en tres ciudades del país como estrategia de 
política pública en materia de atención psicosocial a jóvenes vulne-
rables a la violencia. Desde la perspectiva de nuestra organización, 
creemos que hay tres pilares que hicieron posible este trabajo: 

1) GENERAR EVIDENCIA ÚTIL PARA IMPLEMENTAR POLÍTICA 
PÚBLICA
Una vez que el programa fue evaluado y dio las primeras señales de 
ser una práctica prometedora, el reto era hacerla útil para la pobla-
ción a través de un proceso de consolidación como política pública. El 
ejercicio de acortar la distancia entre la academia, “lo terapéutico” y la 
política pública implica hacer que una intervención cumpla con tres 
características: 1) que sea eficaz: probando que el impacto es valioso 
para el beneficiario y los intereses de la estrategia de desarrollo; 2) 
que sea eficiente: mostrando que el costo de implementación repre-
senta, al menos, un ahorro sustantivo respecto al presente; y 3) que 
sea  relevante: resuelve un problema que es prioritario para una gama 
importante de tomadores de decisiones gubernamentales y sociedad 
en general. A lo largo de los siguientes capítulos es de un enorme valor 
leer a académicos de primer nivel dialogando con la política pública y 
ofreciendo soluciones. 

2) DETONAR PROCESOS TRANSDISCIPLINARIOS
De primera instancia puede parecer que colaborar es tan sencillo 
como sentar a la mesa a un conjunto de actores con una meta en co-
mún; pero definitivamente no es (ni cercanamente) así de simple. Exis-
te bastante literatura sobre metodologías para articular y detonar estos 
procesos (hubs, social labs, social start-ups) que vale la pena revisar. 
No es el momento de hablar de los detalles de estas metodologías; sin 

embargo, un elemento crucial que es posible observar en los siguientes 
capítulos es la gestión de la transdisciplinariedad. En nuestro caso se 
materializó inicialmente como diálogos. Nos llevó aproximadamente 
un año de diálogo entre diferentes investigadores y disciplinas para 
llegar a acuerdos sobre el objetivo y la metodología de evaluación. 

Con los años de colaboración, creo que es válido decir que el equi-
po de investigación de la organización y de los socios académicos 
comprende cabalmente cada ángulo propuesto, reconoce el valor de 
cada perspectiva y es capaz de encontrar territorios en común donde 
colaborar. Para dar un ejemplo, de forma natural los investigadores 
más sociales han nutrido su perspectiva con neurociencia, los aca-
démicos con la visión práctica de la política pública y los politólogos 
con aspectos biológicos. Este elemento (la transdisciplinariedad) es 
uno de los más enriquecedores de la investigación y difícilmente sería 
posible bajo modelos de contratación externa o de áreas de investiga-
ción propias. En este sentido, creemos que el lector puede encontrar 
esperanza en el hecho de tener en sus manos un libro que aborda la 
problemática social desde la sociología, la criminología, el derecho, las 
neurociencias y la psicología. 

3) IDENTIFICAR ACADÉMICOS CLAVE
Desde nuestra experiencia como organización civil en el último lus-
tro, creemos que es fundamental plasmar un asunto indispensable 
para la generación de conocimiento, esto es: la cantidad de académi-
cos interesados en generar impacto en la esfera del desarrollo social 
nos parece cada vez más limitada. Parece que existen poquísimos in-
centivos para el desarrollo de investigaciones que tengan un impacto 
social; de hecho, tenemos el honor de colaborar con académicos cuyo 
trabajo se ha transformado en política pública que benefician a miles. 
Lamentablemente, dicho trabajo en la mayoría de los casos es un es-
fuerzo adicional a su labor cotidiana (los académicos que escriben a 
continuación están, en gran parte de los casos, en esta circunstancia). 
La lección aprendida aquí es que, en las condiciones actuales, para 
generar evidencia práctica y capitalizable en política pública se nece-
sita contar con la fortuna de encontrar académicos cuyo perfil ético se 
encuentre por encima de sus deberes cotidianos.

En conclusión, la colaboración entre academia, sociedad civil y go-
bierno no solo es posible sino urgente para la solución de problemáti-
cas sociales complejas, como la violencia de los jóvenes. La generación 
de evidencia científica es un territorio emergente en México, en el que 
distintas disciplinas e instituciones disímiles pueden encontrar un es-
pacio de diálogo y toma de acuerdos. Sin embargo, no basta con la ge-
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neración de consensos, el desarrollo de estrategias de implementación 
ha sido, en términos de política pública, uno de los más grandes retos 
en lo que respecta a los programas sociales y de desarrollo económico; 
por lo tanto, en sí mismas, son un modelo de intervención que requie-
re cierta especialización, estrategia y recursos. 

CAPITULADO
El libro inicia con la propia palabra de los adolescentes en el artículo 
La vida dura. Narrativas juveniles desde el confinamiento en Jalisco, 
donde el doctor Igor González nos invita a un recorrido por pre-
guntas centrales en la comprensión del fenómeno de los jóvenes en 
conflicto con la ley. Este es un capítulo indispensable para conocer 
el perfil de los jóvenes, el marco jurídico predominante, definiciones 
académicas centrales y, en el punto más álgido, transitar por algunos 
testimonios de los propios jóvenes que otorgan significado a la esta-
dística y los conceptos. 

En el segundo articulo, Relación entre el comportamiento norma-
tivo y el trato recibido durante el proceso penal y el internamiento. Un 
estudio con jóvenes privados de la libertad en Jalisco, la doctora Áurea

 Grijalba abre la discusión sobre un tema fundamental y poco ex-
plorado en la literatura académica mexicana. Esto es, que la interac-
ción y vínculo de los operadores del sistema de justicia influye deter-
minantemente en la comprensión de justicia del joven y en el éxito 
de las medidas de reinserción dictadas. El capitulo termina con una 
relación de recomendaciones fundamentales para el abordaje de los 
jóvenes en justicia procedimental y comportamiento normativo. 

En el artículo La violencia infantil y su relación con las conductas 
delictivas: una perspectiva neurobiológica, la doctora Araceli Sanz y 
su equipo del Laboratorio de Estrés y Neurodesarrollo del Instituto 
de Neurociencias desarrollan una descripción detallada del impac-
to neurobiológico de la violencia en edades tempranas y, al mismo 
tiempo, nos señalan los mecanismos biológicos que detonan los com-
portamientos violentos en los adolescentes y jóvenes. Su lectura da 
elementos sólidos para reconocer a la violencia como una práctica 
que tiene componentes biológicos que es posible mitigar. En tal caso, 
documenta la importancia de que la intervención en política pública 
en materia de prevención de violencia contenga un componente en el 
desarrollo de habilidades específicas y no se centre únicamente en el 
control de factores de riesgo ambientales. 

La maestra Gricelda Pérez Hernández nos presenta una aproxima-
ción a la realidad de las mujeres en detención a través del artículo “El 
día que atraje todas las miradas hacia a mí y empecé a ser olvidada”: 

una mirada a las sombras de mujeres jóvenes privadas de su libertad en 
Jalisco. Este artículo recoje la voces de mujeres en detención en Jalisco 
y señala con datos duros la discriminación que sufren por motivos de 
género. 

Finalmente, en el artículo Variables relevantes asociadas a la violen-
cia delictiva en adolescentes jóvenes que han cometido delitos graves en 
el estado de Jalisco, María Esparza (una de las creadoras y coordinado-
ras del programa “Mente Libre”) nos brinda información cualitativa y 
cuantativa sobre el estado de los jóvenes en detención. Es una aporta-
ción muy relevante que apunta a claves fundamentales para compren-
der este fenómeno en Jalisco desde la perspectiva de una académica 
cotidianamente en el contexto de la intervención. 

En suma, esperamos que este libro contribuya en el debate actual 
acerca de la violencia en México e incite a futuras colaboraciones 
transdisciplinarias en favor de las comunidades más vulnerables.
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RESUMEN
En el 2015 había más de 166 mil personas recluidas en los centros penitenciarios 
del país. De estos, cerca de 75 mil tenían entre 18 y 29 años. Ello equivale al 44% 
del total de esta población. Hay algunas variaciones, pero esta tendencia perma-
nece relativamente constante cuando se observan las entidades federativas en 
particular. Vale la pena destacar que en Jalisco el 52.3% de la población se sitúa 
dentro de este rango de edad. Sin duda, los datos anteriores remiten a una de las 
múltiples dimensiones de la violencia que atraviesa nuestro país (i. e. la que tiene 
que ver con la comisión de delitos). Más aun: permiten afirmar que esta tiene un 
fuerte componente anclado en lo juvenil, lo cual requiere ser comprendido en su 
especificidad. Todo ello se vuelve más espinoso si se incorporan tres ejes clave al 
análisis: 1. La implementación del llamado Nuevo Sistema de Justicia Penal en 
México (NSJP), el cual busca modificar el enfoque desde el que se atiende a la 
población en conflicto con la ley; 2. El caso particular de la población menor a 
los 18 años que se encuentra en diversas instituciones privada de su libertad, el 
cual ha sido poco documentado; y 3. Los desafíos que todo ello representa tanto 
para el Estado como para la sociedad civil en tanto que implica desde la imple-
mentación de nuevos modelos de atención hasta la hechura de políticas públicas 
más adecuadas. Por ende, en esta intervención se ofrece una reflexión en torno 
a tales ejes/dimensiones. En una primera parte se hace un breve análisis de las 
implicaciones que trae consigo la implementación del NSJP, sobre todo en lo que 
refiere a la población joven en conflicto con la ley. En una segunda sección se 
revisan algunos datos acerca de la población en centros penitenciarios y se hace 
un mayor énfasis en algunas experiencias derivadas de entrevistas y grupos de 
discusión llevados a cabo con internos del Centro de Atención Integral Juvenil 
del Estado de Jalisco (CAIJEJ). Finalmente, a partir de las reflexiones derivadas 
de la revisión de los dos primeros ejes, en la última sección se ponen de relieve 
algunos desafíos en torno a esta temática, los cuales pueden ser anclados tanto 
en la producción de mejores condiciones para el desarrollo de la población joven 
que egresa de estos centros; como en la postulación de políticas públicas ancla-
das en la gobernanza. 

Palabras clave: juventud, Sistema de Justicia 
Penal en México, centros penitenciarios, Centro 
de Atención Integral Juvenil del Estado de 
Jalisco, violencia. 
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INTRODUCCIÓN
Es innegable que la violencia está cada vez más presente en nuestras 
vidas. Esta ya no es vista como un asunto lejano y evanescente que, 
aunque funesto, resulta ajeno. Más bien, el campo que hoy abarca lo 
violento tiende a enraizarse con mayor firmeza en el plano de la vida 
cotidiana. De acuerdo con lo reportado en las diferentes ediciones de 
la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad 
Pública, realizada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI) se tiene que en el 2015 el 73.3% de los mexicanos considera-
ba inseguro su entorno inmediato. En buena medida, es probable que 
lo anterior se explique, por ejemplo, debido a la tasa de prevalencia 
delictiva observada por cada 100 mil habitantes: a nivel nacional ésta 
ascendía, para el año mencionado, a 28 mil 202 delitos (en 2010 era 
del orden de 23 mil 993 por cada 100 mil habitantes. Ello implica un 
incremento cercano al 18% en poco más o menos un lustro). Estas 
cifras, de suyo, constituyen un dato alarmante. No obstante, se tornan 
aun más espinosas cuando se toma en cuenta que el sector juvenil de 
la población mexicana —considerado el principal motor del desarro-
llo del país— es al mismo tiempo tanto quien más padece la violencia 
como quien más la ejerce. 

En este punto es pertinente recordar que en el 2015 había más de 
166 mil personas confinadas en dichos centros. Casi la mitad de ellas 
tenían entre 18 y 29 años. Ello equivale al 44% del total de esta pobla-
ción. Hay algunas variaciones, pero esta tendencia se observa también 
en las distintas entidades federativas. Con base en estas cifras es po-
sible afirmar que lo violento en México tiene un fuerte componente 
anclado en lo juvenil; lo cual requiere ser comprendido en su especi-
ficidad. ¿Cómo se vive al interior de los centros penitenciarios? ¿Qué 
modelos de atención se brindan y por quién? ¿Qué expectativas labo-
rales y/o educativas tienen los jóvenes al egresar de tales centros? Con 
esta intervención se pretende aportar elementos que abonen en las po-
sibles respuestas a estas interrogantes. Así, para efectuar el análisis, en 
este documento se recurre a tres ejes clave, los cuales están profunda-
mente relacionados entre sí: 1. La implementación del llamado Nuevo 
Sistema de Justicia Penal en México (NSJP), el cual busca modificar el 
enfoque desde el que se atiende a la población en conflicto con la ley; 
2. El caso particular de la población menor a los 18 años que se en-
cuentra privada de su libertad en diversas instituciones, lo cual ha sido 
poco documentado; y 3. Los desafíos que todo ello representa tanto 
para el Estado como para la sociedad civil. Entre otras cosas, lo ante-
rior implica la implementación tanto de nuevos modelos de atención 
al interior de los centros penitenciarios; como de políticas públicas 

más adecuadas, enfocadas en la creación de condiciones de posibili-
dad para el desarrollo de este sector poblacional. Estos elementos en 
conjunto permiten situar la reflexión en el plano de los desafíos que 
plantean en términos de la gobernanza a la que parecen apelar. 

Por ende, para estructurar esta intervención se retoman los ejes 
citados en el párrafo anterior. Así, en una primera parte se revisan 
algunos de los principales argumentos a los que se ha recurrido para 
comprender y explicar la violencia. Específicamente se ponen de relie-
ve aquellos que permiten explorar la relación entre violencia y juven-
tud. Ello tiene como objetivo servir de contexto para los argumentos 
que se emitirán posteriormente. Luego se hace un breve análisis de 
los cambios que trae consigo la implementación del Nuevo Sistema 
de Justicia Penal, sobre todo en lo que refiere a la población joven en 
conflicto con la ley. Más adelante se muestran algunos datos que es-
bozan el panorama del confinamiento a escala nacional, con un acen-
to particular en Jalisco. En una siguiente sección —la cual ocupa un 
lugar central en este documento— se presentan algunas experiencias 
derivadas de entrevistas y grupos de discusión llevados a cabo con 
internos del Centro de Atención Integral Juvenil del Estado de Jalisco 
(CAIJEJ). Finalmente, en la última sección se ponen de relieve algu-
nos desafíos en torno a esta temática, los cuales pueden ser colocados 
(vía la noción de gobernanza) tanto en la generación de mejores mo-
delos de atención al interior de los centros de detención; como en la 
producción de condiciones para el desarrollo de la población joven 
que egresa de estos centros. 

VIOLENCIA: ALGUNAS APROXIMACIONES TEÓRICAS
La violencia se ha explorado desde campos tan diversos como la psi-
cología, la criminología y la sociología, por mencionar algunos. Con 
distintos énfasis, las explicaciones que tales campos disciplinares han 
ofrecido en torno a las raíces de lo violento van desde aspectos indivi-
duales hasta factores políticos, ambientales o estructurales. De mane-
ra más o menos reciente se ha buscado desarrollar una especie de en-
foque integrador que dé cuenta cómo estos factores se conjugan para 
producir situaciones de violencia en contextos concretos. En las líneas 
que siguen se retomará parte del recuento que hace Seifert, Ray y Sch-
midt (2012) en torno a las teorías que se han ocupado en compren-
der cuáles son las causas de la violencia. Así, por ejemplo, a finales de 
la década de los sesenta, en el siglo XX, Bandura y otros postularon 
que la violencia se derivaba de un proceso de aprendizaje social, es 
decir, que esta estaba enraizada en un conjunto de comportamien-
tos transmitidos y aprendidos de manera colectiva, en sociedad. En 
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términos generales, la Teoría del Aprendizaje Social especulaba que 
una persona que padeciera o atestiguara la violencia (en su hogar, en 
su comunidad, en los medios, etc.), asimilaría que lo violento era una 
estrategia válida y aceptable para relacionarse con los otros. De este 
modo, las raíces de lo violento se situarían en la continua exposición 
de los sujetos a esta, sobre todo en edades tempranas. Desde luego, el 
peso que pone este enfoque en el entorno también corre el riesgo de 
asumir una reproducción mecanicista de la violencia y, por ende, deja 
de lado las especificidades individuales que influyen en los modos en 
que los sujetos procesan su exposición a lo violento (Seifert, Ray y 
Schmidt, 2012). 

Por otra parte, existen perspectivas como la conformada por la 
Teoría de los Actos Rutinarios (Routine Activity Theory). Esta ha sido 
propuesta por Felson y Boba (2013)  y sugiere que lo violento, y par-
ticularmente el crimen, se sitúa en la conjunción de algunos factores 
específicos en un contexto dado. Así, por ejemplo, se asume que la 
criminalidad es una ponderación que hacen los sujetos entre oportu-
nidades, castigos e incentivos. Así, esta emerge cuando ciertos factores 
convergen en una situación concreta. En otras palabras, lo violento se 
vincula con la coincidencia en un espacio y un tiempo específicos, de 
elementos tales como: a) un perpetrador con uno o más móviles; b) 
una víctima que se adecue a los motivos y móviles del perpetrador; 
y c) la ausencia de una entidad reguladora que represente a la auto-
ridad (ausencia de posibles consecuencias inmediatas). Desde luego, 
Seifert, Ray y Schmidt (2012) afirman que este enfoque tiene ciertas 
implicaciones prácticas (i. e. permite plantear que una mejora en el 
entorno tiene como consecuencia una disminución de cierto tipo de 
crímenes). No obstante, esta perspectiva tiene también limitaciones 
importantes. Esto es así puesto que tiende a minimizar los crímenes 
violentos y se desentiende del análisis de las causas sociales de la cri-
minalidad. No obstante, la lógica que se propone desde este enfoque 
ofrece elementos que bien valdría la pena considerar para el análisis. 
Esto es así porque la estructura de incentivos conformada por la im-
punidad puede ser un factor que explique el crecimiento de las tasas 
de violencia y criminalidad.  

Ahora bien, tal como lo señalan Seifert, Ray y Schmidt (2012), otra 
de las perspectivas que han intentado ofrecer explicaciones para la 
violencia se encuentra en lo que ellos identifican como la Teoría del 
Intercambio Social. Esta plantea que toda relación social tiene detrás 
un cálculo en el que se ponderan los costos que se generan (i. e. tiem-
po, dinero, energía) y los beneficios que podrían obtenerse (i. e. di-
nero, bienestar, estatus) en una relación social específica. Así, quien 

se involucra en una relación tiene y actúa siempre con la finalidad de 
determinar un posible resultado que le beneficie. El supuesto que hay 
detrás de esta perspectiva asume que la gente actúa con base en que 
un criterio de reciprocidad atraviesa al conjunto de relaciones sociales 
en las que se implica. En este contexto, autores como Strauss y Gelles 
(1990) planteaban, desde principios de la década de los ochenta, que 
la violencia surge cuando los costos de ejercerla son menores que los 
beneficios que esta trae consigo. Si a lo anterior se suma la existen-
cia de un conjunto de incentivos que estimulan lo violento dado que 
prevalece un alto grado de impunidad, el esquema adquiere cierta po-
tencia. Desde luego, ante esto, Seifert, Ray y Schmidt (2012) ponen de 
relieve una limitación evidente de este enfoque: supone que la gente 
aborda desde una perspectiva altamente racional decisiones que en 
última instancia son emocionales. 

Finalmente, entre los desarrollos teóricos más robustos para ex-
plicar las raíces de lo violento se encuentra el enfoque denominado 
Trayectorias de vida. Esta perspectiva intenta vincular algunos de los 
puntos fuertes que enfatizan la dimensión psicológica, la influencia 
del entorno, y el propio cambio social vía el agenciamiento de los 
actores. En términos generales, tal como lo señalan Seifert, Ray y Sch-
midt (2012), el enfoque de las Trayectorias pone el énfasis en aconte-
cimientos relevantes ocurridos a lo largo de las distintas etapas de la 
vida de sujetos individuales (i. e. infancia temprana, escuela, trabajo, 
matrimonio, familia, etc.). Se asume que el conjunto de influencias 
positivas y negativas que convergen durante estos acontecimientos 
pueden influir en la trayectoria de los individuos. La importancia de 
un enfoque como el descrito radica precisamente en que considera 
que las trayectorias de vida se despliegan en distintos dominios, tales 
como el biológico (i. e. el tránsito “físico” de la niñez a la juventud, y 
luego de la adultez a la vejez); el psicológico (i. e. la adquisición de 
cierta madurez emocional asociada con el crecimiento); y el social  
(i. e. la adquisición de habilidades para relacionarnos con aquellos que 
nos rodean). Cada uno de estos dominios lleva aparejado una serie de 
eventos significativos que se interrelacionan entre sí. En este contexto, 
una perspectiva como esta permite explorar cómo a lo largo de una 
trayectoria específica se incrementan o se disminuyen los riesgos de 
convertirse en perpetrador o víctima de la violencia. Lo anterior pro-
duce un modelo más o menos complejo en el que se pone de relieve 
la interacción y la influencia mutua del individuo con el entorno, a 
lo largo del tiempo. Así, por ejemplo, para comprender la actividad 
violenta habría que prestar atención a aspectos que rodean al primer 
involucramiento con actividades criminales y/o violentas; a la fre-
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cuencia y gravedad de estas; a la duración de las actividades violentas 
y/o criminales a lo largo de la vida, etc. De este modo es posible ob-
servar la secuencia de acciones que derivan en un resultado específico 
y, además, poner de relieve el papel que en ello juegan tanto el entorno 
como el agenciamiento del sujeto.

En fin, como se observa a partir de esta apretada revisión, es posible 
poner de relieve que el estudio de lo violento ha sido abordado desde 
por lo menos cuatro grandes miradas. Una de estas plantea el análi-
sis de grandes cantidades de datos para indagar la relación entre los 
factores estructurales (i. e. comunitarios y familiares), la exposición 
a la violencia, y la reproducción de patrones violentos por parte de 
jóvenes y adolescentes (Franzese et al., 2017; Baskin y Sommers, 2014; 
Spano, Rivera y Bolland, 2010). Otra de las tendencias se concentra en 
la identificación de los factores de riesgo asociados con la producción 
y la reproducción de la violencia. En algunos de los casos tiene un 
carácter preventivo y de intervención (Stockdale, Olver, y Wong, 2014; 
Herrenkohl et al., 2007). Por otro lado se encuentra la tendencia que 
postula el análisis de la construcción social de la delincuencia juvenil 
vía el abordaje de las políticas públicas (Peetz, 2011; Garland, 2005). 
Finalmente, una cuarta tendencia plantea que la dimensión violenta 
de la vida no solo se percibe como un encuentro/un acto singular o 
dramático; esta es más bien una parte central de la vida cotidiana y se 
explora a partir de las narrativas juveniles (García y Anderson, 2016; 
Henriksen y Torbenfeld Bengtsson, 2016). 

El trabajo que aquí se presenta se sitúa sobre todo en esta última 
tendencia. Así, lo que aquí se propone es explorar la dimensión insti-
tucional asociada con los procesos delictivos vinculados con activida-
des criminales, las cuales desembocan en la privación de la libertad. 
Particularmente, este trabajo busca poner de relieve lo que le acontece 
a las personas jóvenes recluidas en los centros penitenciarios (con un 
énfasis en el occidente del país), a sus experiencias, a sus expectativas 
de futuro y a sus posibilidades de desarrollo una vez egresados de estos 
centros. Para situar lo anterior en el plano institucional, en los párrafos 
que siguen se revisarán algunos aspectos básicos asociados tanto a la 
implementación del Nuevo Sistema de Justicia Penal como a la Ley Na-
cional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes. 

EL NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL Y LA LEY NACIONAL DEL 
SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL PARA ADOLESCENTES
En términos oficiales, el Nuevo Sistema de Justicia Penal (NSJP) en-
tró en vigor en México  en junio de 2016. No obstante, este proceso 
inició casi una década antes, es decir, el 18 de junio de 2008, tal como 

quedó asentado en la reforma constitucional publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación en la citada fecha. En lo básico, el NSJP 
busca colocar nuevos cimientos para transformar el modelo desde el 
que opera la impartición de justicia en el territorio nacional. Entre 
los cambios de amplia envergadura promovidos por dicho sistema 
se encuentran la naturaleza acusatoria-adversarial del mismo. Ello 
implica una apuesta importante por la agilización de la resolución 
de conflictos, incluso antes de llegar a la instancia conformada por 
los juicios orales. Para lograr lo anterior, el NSJP ofrece  vías como la 
justicia alternativa, la suspensión del proceso, o la existencia de pro-
cesos abreviados. Aun cuando es importante, el análisis específico 
de cada uno de estos aspectos queda por fuera de los límites de este 
documento. No obstante, sí se precisa destacar que, por lo menos en 
teoría, el NSJP plantea una transformación crucial del modo en que 
se imparte la justicia en el país. 

Entre los cambios significativos derivados de la implementación del 
NSJP se encuentra la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal 
para Adolescentes (LNSIJPA). Esta fue publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el día 16 de junio de 2016. En términos generales, esta le-
gislación tiene como objetivo fomentar la reinserción social de este sec-
tor poblacional; para ello presta atención a la garantía de los derechos 
humanos de las personas adolescentes a quienes se le impute la comi-
sión de algún delito (art. 2, f. II). Una de las innovaciones asociadas con 
la mencionada ley se encuentra en el desglose de grupos etarios a los 
que les corresponden sanciones diferenciadas en relación con los delitos 
cometidos. Según los artículos tercero y quinto de la LNSIJPA ahora 
es preciso distinguir entre tres grupos etarios. Estos son los siguientes: 

• Grupo etario I: personas de entre 12 años y menos de 14 años.
• Grupo etario II: personas de entre 14 años cumplidos y menos 

de 16 años.
• Grupo etario III: personas de 16 años a menos de 18 años.

A lo anterior se suma lo planteado en el artículo 32 de esta legisla-
ción, el cual plantea que para esta población las audiencias en los juz-
gados serán a puerta cerrada (a menos que el imputado esté de acuer-
do en que sean públicas). Por otra parte, vale la pena destacar que solo 
los del segundo y tercer grupos serán sujetos de internamiento (de 
14 años cumplidos y hasta aquellos que tengan menos de 18 años). 
Ello de acuerdo con lo postulado por el artículo 164 de la LNSIJPA. 
Ahora bien, esta legislación también establece límites precisos para la 
duración del internamiento. Ello en función del grupo etario al que 
pertenezca el adolescente. Así, de acuerdo con el artículo 145 de la 
LNSIJPA se tiene lo siguiente:
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Para los delitos graves la duración máxima del internamiento será 
de cinco años (i. e. homicidio calificado, violación tumultuaria, 
secuestros, trata de personas, delincuencia organizada, terroris-
mo, extorsión agravada, delitos contra la salud, homicidio doloso 
incluyendo el feminicidio, entre otros). Esto aplica para el grupo 
etario III. En cambio, para quienes tuvieran entre catorce años 
cumplidos, y menos de dieciséis, la duración máxima del interna-
miento será de tres años. 

En síntesis, es posible constatar algunas modificaciones importantes 
con respecto a legislaciones anteriores. Entre las más relevantes se en-
cuentran las siguientes: 

• Duración de la sanción según grupos de edad: cinco años para 
el grupo de 16 a menos de 18; tres años para el grupo de 14 a 
menores de 16. 

• Se establece un catálogo de delitos graves.
• El Ministerio Público contará con 36 horas para determinar la 

situación jurídica del adolescente detenido en flagrancia (inde-
pendientemente de la edad y el delito). 

• Se contempla el respeto irrestricto a los derechos humanos al cer-
tificar en esta materia —así como a lo que refiere a niños, niñas 
y adolescentes—  a los operadores e integrantes del sistema de 
justicia para adolescentes. 

• Los padres ya no serán quienes respondan solidaria y mancomuna-
damente para reparar los daños causados por sus hijos adolescen-
tes (esta responsabilidad recae en el adolescente y en el Estado). 

• Las sanciones quedan en privativas de la libertad y no privativas 
de la libertad (desaparecen las medidas de protección, orientación 
y tratamiento). 

Finalmente, en la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal 
para Adolescentes hay algunas innovaciones que vale la pena poner de 
relieve. A continuación se enlistan algunas de estas:

• Se pretende crear una autoridad administrativa especializada en la 
ejecución de medidas adecuadas para este sector poblacional (el 
Congreso de la Unión tiene 180 días para reformar la Ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Pública, de modo que se 
incluya la creación de dicha autoridad). 

• Se contempla la prevención social de la violencia y de la delin-
cuencia como parte de la legislación (políticas públicas, progra-

mas y estrategias orientadas tanto a reducir factores de riesgo 
como a combatir las causas que los originan). 

• Se contempla la implementación de procesos restaurativos jun-
to con otros mecanismos de justicia alternos, tales como la me-
diación. 

En fin, hasta aquí se esbozaron algunas de las características de la 
Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia para Adolescentes. Se 
precisa —con urgencia— efectuar una evaluación institucional de los 
alcances y limitaciones de la implementación, tanto del Nuevo Siste-
ma de Justicia Penal como de la Ley mencionada más arriba. Desa-
fortunadamente dicho análisis queda por fuera de los límites de esta 
intervención; no obstante, sí es posible señalar la necesidad de pon-
derar si la arquitectura institucional está en condiciones de establecer 
relaciones intergubernamentales e interinstitucionales para lograr los 
objetivos que el órgano legislador ha propuesto. También se requiere 
prestar atención a la capacitación del personal encargado de impartir 
justicia en todos los niveles. Según la legislación aprobada, dicho per-
sonal requiere de un alto grado de especialización. Finalmente está el 
tema de los recursos financieros: todo parece apuntar a que la adap-
tación de los centros penitenciarios requiere de fuertes inversiones en 
infraestructura y equipamiento. Todo ello constituye serios desafíos 
para la implementación adecuada del Nuevo Sistema de Justicia Penal. 

En la sección siguiente se revisarán algunos datos que evidencian 
la situación del confinamiento de los jóvenes en los centros peniten-
ciarios del país. Se pondrá un especial énfasis en lo que ocurre en la 
región occidente de México. 

UN BREVE PANORAMA DEL CONFINAMIENTO JUVENIL EN MÉXICO
En el 2015 había más de 166 mil personas recluidas en los centros 
penitenciarios del país. De estas, cerca de 75 mil tenían entre 18 y 29 
años, lo cual de entrada evidencia el peso que tiene el componente 
juvenil en el grueso de esta población. De manera específica, el 24.9% 
se situaba entre los 18 y los 24 años, mientras que el 18.9% estaba en-
tre los 25 y los 29 años. En conjunto, lo anterior representa el 43.8% 
del total (véase la tabla 1). En este sentido, vale la pena señalar que 
el caso jalisciense se sitúa muy por encima del promedio nacional. 
Esto es así debido a que en dicha entidad federativa la población en 
centros penitenciarios que tiene entre 18 y 29 años de edad asciende al 
52.32% (a modo de contraste resulta pertinente señalar que, tal como 
se muestra en la gráfica 1, en el estado de México este dato se eleva 
hasta el 68.42%). 
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GRÁFICA 1
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Fuente: elaboración propia con base en el Censo Nacional de Gobierno, Seguridad 
Pública y Sistemas Penitenciarios Estatales, 2016. Nota: Nayarit y Michoacán de 
Ocampo no cuentan con datos desagregados por edad.  

TABLA 1. POBLACIÓN EN LOS CENTROS PENITENCIARIOS A ESCALA NACIONAL, 2015 (%)

Estados 
Unidos 
Mexicanos

De 18 
a 24 
años

De 25 
a 29 
años

De 30 
a 34 
años

De 35 
a 39 
años

De 40 
a 44 
años

De 45 
a 49 
años

De 50 
a 54 
años

De 55 
a 59 
años

De 60 
años o 
más

No 
identi-
ficado

24.92 18.96 16.61 12.50 9.18 5.61 3.65 2.07 1.66 4.84

Fuente: elaboración propia con base en los datos del Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y 
Sistemas Penitenciarios Estatales, 2016.

Por otro lado, es preciso mencionar que el 88.9% de la población 
en centros penitenciarios en México se encontraba recluida debido a 
delitos del fuero común, mientras que el 9.52% había sido detenido 
por delitos del fuero federal. Solo el 2.39% de la población privada de 
su libertad tenía en su haber delitos tanto del fuero federal como del 
fuero común. Para el caso jalisciense se observa que la población en 
centros penitenciarios guardaba una proporción similar al promedio 
nacional: 89.07% estaba detenido por delitos del fuero común; 9.20% 
por delitos del fuero federal; y 1.73% por ambos tipos de delito (véase 
la tabla 2). 

TABLA 2. POBLACIÓN EN CENTROS PENITENCIARIOS POR ENTIDAD 
FEDERATIVA SEGÚN TIPO DE FUERO, 2015

Entidad 
federativa

Delitos del 
fuero común

Delitos del 
fuero federal

Delitos del fuero común 
y delitos del fuero 
federal

Estados Unidos 
Mexicanos 88.09 9.52 2.39

Aguascalientes 87.33 12.11 0.57

Baja California 79.94 16.45 3.61

Baja California Sur 88.14 11.86 0.00

Campeche 80.35 19.65 0.00

Coahuila de 
Zaragoza 97.98 1.37 0.65

Colima 92.68 4.29 3.03

Chiapas 90.38 9.51 0.11

Chihuahua 84.21 10.58 5.21

Distrito Federal 97.77 2.23 0.00
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TABLA 2. POBLACIÓN EN CENTROS PENITENCIARIOS POR ENTIDAD 
FEDERATIVA SEGÚN TIPO DE FUERO, 2015

Entidad 
federativa

Delitos del 
fuero común

Delitos del 
fuero federal

Delitos del fuero común 
y delitos del fuero 
federal

Durango 97.01 2.96 0.03

Guanajuato 87.94 11.17 0.89

Guerrero 79.16 20.82 0.02

Hidalgo 91.03 8.56 0.41

Jalisco 89.07 9.20 1.73

México 82.59 5.20 12.21

Michoacán de 
Ocampo 96.66 3.34 0.00

Morelos 84.47 15.53 0.00

Nayarit 96.39 3.09 0.52

Nuevo León 70.05 28.07 1.88

Oaxaca 80.51 16.38 3.11

Puebla 95.03 4.97 0.00

Querétaro 96.78 3.22 0.00

Quintana Roo 90.17 8.77 1.06

San Luis Potosí 92.53 7.47 0.00

Sinaloa 78.40 21.60 0.00

Sonora 95.11 4.87 0.02

Tabasco 90.46 9.54 0.00

Tamaulipas 91.65 8.29 0.06

Tlaxcala 89.58 10.21 0.21

Veracruz de 
Ignacio de la 
Llave 99.05 0.56 0.39

Yucatán 91.17 8.61 0.23

Zacatecas 88.97 10.95 0.07

Fuente: elaboración propia con base en el Censo Nacional de Gobierno, Seguridad 
Pública y Sistema Penitenciario Estatales, 2016.

Ahora bien, ¿cómo se encuentran distribuidos los delitos cometidos 
por la población recluida en los centros penitenciarios del país? De 
acuerdo con los datos del Censo Nacional de Gobierno, Seguridad 
Pública y Sistemas Penitenciarios Estatales ofrecidos por el INEGI, 
se tiene un registro de alrededor de 228 mil 053 presuntos delitos 
del fuero común2 cometidos durante el 2015 por la citada población, 
mientras que 12 mil 225 correspondieron al fuero federal (94.9% y 
5.1%, respectivamente). En este sentido se precisa señalar que más de 
la tercera parte de los delitos registrados como parte del fuero común 
no están especificados (35.41%). Esto sin duda influye de manera sig-
nificativa en el modo en que se contabilizan los datos al respecto y en 
los indicadores que pueden generarse en torno al tema. 

TABLA 3. DELITOS POR BIENES JURÍDICOS AFECTADOS, 2015
Bien jurídico afectado Delitos % Bien jurídico afectado Delitos %

La vida y la integridad corporal 32,337 14.18 La vida y la integridad corporal 32,337 21.95

La libertad personal 1,153 0.51 La libertad personal 1,153 0.78

La libertad y la seguridad sexual 2,495 1.09 La libertad y la seguridad sexual 2,495 1.69

El patrimonio 79,077 34.67 El patrimonio 79,077 53.68

La familia 4,619 2.03 La familia 4,619 3.14

La sociedad 178 0.08 La sociedad 178 0.12
Otros bienes jurídicos del fuero 
común 27,446 12.03

Otros bienes jurídicos del fuero 
común 27,446 18.63

No especificado 80,748 35.41

TOTAL 228,053 TOTAL 147,305

Fuente: elaboración propia con base en el Censo Nacional de Gobierno, 
Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales, 2016.

2 En el Diario Oficial de la Federación publicado el 21 de diciembre de 2011 se estipula la norma técnica para la 
clasificación nacional de delitos del fuero común para fines estadísticos. En dicha norma se establecen las 
disposiciones para que se estandarice la medición de los delitos en las distintas entidades federativas, de modo 
que se produzca información que sea comparable. De esta manera, de acuerdo con las disposiciones generales 
de la normatividad referida, por delito se entiende a aquella conducta que consiste en la realización de un acto, 
u omisión del mismo, en los términos en los que ello sea descrito tanto por códigos penales como tratados 
internacionales ratificados por nuestro país. En términos generales, con base en el artículo 8 de la norma técnica 
referida se tiene que la clasificación de los delitos del fuero común se realiza en función de los siete tipos de 
bienes jurídicos afectados: 11. la vida y la integridad corporal; 2. la libertad personal; 3. la libertad y la seguridad 
sexual; 4. el patrimonio; 5. la familia; 6. la sociedad, y 7. otros bienes jurídicos. Cada uno de estos tiene asociado 
un conjunto de acciones delictivas particulares. La información en extenso puede consultarse en la siguiente 
liga: http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5226002&fecha=21/12/2011 
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Así, si se considera la cifra de delitos no especificados, la suma 
es, como ya se mencionó, de 228 mil 053. En cambio, si se restan los 
casi 81 mil casos no especificados, el total desciende a 147 mil 305 
delitos. Bajo este marco, se tiene que aquellos delitos que afectan 
el patrimonio representan el 53.68% del total. Le siguen en orden 
de importancia aquellos que atentan contra la vida y la integridad 
corporal, los cuales constituyen el 21.95%, mientras que el 18.63% 
corresponde a aquellos delitos que afectan a otros bienes jurídicos 
del fuero común (véase tabla 3). 

Para Jalisco, estas cifras se despliegan como sigue: durante 2015 se 
cometieron 852 delitos del fuero común y 2 mil 553 delitos del fuero 
federal. Con respecto a los primeros se tiene que la mayoría, es de-
cir el 69.25% han afectado al patrimonio. Le siguen aquellos que han 
afectado otros bienes jurídicos del fuero común (i. e. narcomenudeo 
en modalidad de posesión simple; armas y objetos prohibidos, etc.), 
con un 15.02% del total. Cercana a esta cifra están aquellos delitos que 
impactan en la vida y la integridad corporal, los cuales ascienden al 
11.03% del total registrado en la entidad (véase la tabla 4). 

TABLA 4. DELITOS COMETIDOS POR LA POBLACIÓN EN CENTROS 
PENITENCIARIOS POR BIEN JURÍDICO AFECTADO, JALISCO 2015

Bien jurídico afectado Delitos %

La vida y la integridad corporal 94  11.03 

La libertad personal 5  0.59 

La libertad y la seguridad sexual 21  2.46 

El patrimonio 590  69.25 

La familia 13  1.53 

La sociedad 1  0.12 

Otros bienes jurídicos del fuero común 128  15.02 

   

TOTAL  852  

Fuente: elaboración propia con base en el Censo Nacional de Gobierno, Seguridad 
Pública y Sistema Penitenciario Estatales, 2016.

Por otra parte, cuando se contrasta el porcentaje de delitos del fue-
ro federal por los que está recluida la población en los centros peni-
tenciarios y se observa este dato para cada entidad federativa se tiene 

que Jalisco ocupa el primer lugar en este rubro, es decir, el 20.88% del 
total (véase la tabla 5). Ello equivale a señalar que 1 de cada 5 presos 
por delitos del fuero federal en el país se encuentra en esta entidad fe-
derativa. Desde luego, en este dato juega un papel crucial la presencia 
del Centro de Justicia Penal Federal en el estado, también conocido 
como “Puente Grande”. No obstante, el dato resulta significativo.  

TABLA 5. DELITOS COMETIDOS POR LA POBLACIÓN EN CENTROS PENITENCIARIOS POR 
ENTIDAD FEDERATIVA Y TIPO DE FUERO, 2015

Entidad Fuero común % Fuero común Fuero federal % Fuero federal

Aguascalientes 3,413 1.50 205 1.68

Baja California 641 0.28 1,932 15.80

Baja California Sur 320 0.14 23 0.19

Campeche 1,879 0.82 6 0.05

Coahuila de Zaragoza 2,287 1.00 74 0.61

Colima 821 0.36 36 0.29

Chiapas 2,336 1.02 27 0.22

Chihuahua 4,176 1.83 229 1.87

Distrito Federal 31,057 13.62 88 0.72

Durango 840 0.37 44 0.36

Guanajuato 287 0.13 46 0.38

Guerrero 2,008 0.88 1,087 8.89

Hidalgo 1,517 0.67 221 1.81

Jalisco 852 0.37 2,553 20.88

México 21,159 9.28 1,066 8.72

Michoacán de Ocampo 30,898 13.55 674 5.51

Morelos 6,300 2.76 414 3.39

Nayarit 66 0.03 326 2.67

Nuevo León 1,911 0.84 503 4.11

Oaxaca 2,385 1.05 675 5.52

Puebla 1,086 0.48 280 2.29

Querétaro 4,633 2.03 50 0.41

Quintana Roo 123 0.05 20 0.16
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TABLA 5. DELITOS COMETIDOS POR LA POBLACIÓN EN CENTROS PENITENCIARIOS POR 
ENTIDAD FEDERATIVA Y TIPO DE FUERO, 2015

Entidad Fuero común % Fuero común Fuero federal % Fuero federal

San Luis Potosí 3,381 1.48 231 1.89

Sinaloa 530 0.23 135 1.10

Sonora 376 0.16 143 1.17

Tabasco 5,329 2.34 16 0.13

Tamaulipas 4,854 2.13 497 4.07

Tlaxcala 3,640 1.60 103 0.84

Veracruz de Ignacio de la Llave 8,028 3.52 457 3.74

Yucatán 80,748 35.41 12 0.10

Zacatecas 172 0.08 52 0.43

TOTAL 228,053  12,225  

Fuente: elaboración propia con base en el Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario 
Estatales, 2016.

La revisión de los datos correspondientes a la población que se en-
cuentra privada de su libertad en los centros penitenciarios del país 
ha permitido plantear un contexto en el cual es posible enmarcar el 
caso jalisciense. Para ilustrar lo anterior se recurrirá a un conjunto de 
datos obtenidos del Centro de Atención Integral Juvenil del Estado 
de Jalisco (CAIJEJ). Estos fueron recabados en colaboración con la 
asociación civil denominada Centro de Desarrollo y Atención Tera-
péutica (CEDAT). Dicha asociación realiza diversas actividades tan-
to al interior del CAIJEJ como de otros centros. Entre las estrategias 
que lleva a cabo esta organización se destaca el programa “Mente libre 
para la disminución de la reincidencia delictiva en jóvenes”, al interior 
del CAIJEJ. Enseguida se mostrará información derivada de un censo 
levantado por CEDAT bajo el auspicio de la Agencia de los Estados 
Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID, por sus siglas en in-
glés), entre el 4 de abril y el 8 de junio de 2017. El universo fue de 102 
jóvenes sentenciados que están en el CAIJEJ; y 27 jóvenes que están en 
proceso de sentencia. Lo anterior da un total de 129 personas. Prácti-
camente la totalidad de estas personas provienen de algún municipio 
de la Zona Metropolitana de (Guadalajara, 23.25%; Zapopan, 20.34%; 
Tlaquepaque, 14.53%; Tonalá, 13.37%; Tlajomulco, 9.88%; y El Salto, 
2.32%). Poco menos del 13% tenían como lugar de residencia algún 
municipio fuera de la ZMG. El 2.32% mencionó que provenía de otra 

entidad federativa (CEDAT, 2017).  
Vale la pena mencionar que el 56.9% de las personas que partici-

paron en el censo mencionado tenían entre 19 y 21 años. El 76.74% 
era soltero, mientras que 20.16% vivía en unión libre. Sólo el 3.10% 
estaban casados. Buena parte de estos (37.5%) vivía ya sea con am-
bos padres o ya sea solo con la madre (19.53%) o solo con el padre 
(8.59%). En cambio, el 17.19% vivía con su pareja. En este punto es 
importante mencionar que para el 47.6% de los casos revisados, la ma-
dre era el familiar que se ocupaba de supervisar las actividades escola-
res y/o laborales de los jóvenes (CEDAT, 2017). Ante estos datos, vale 
la pena interrogarse acerca de cómo se desplegaban las relaciones en 
los núcleos familiares. Para ilustrar lo anterior se expondrán algunos 
fragmentos recabados a lo largo de varias entrevistas y grupos de dis-
cusión llevados a cabo con internos. Así, por ejemplo, en el contexto 
del programa “Mente libre”, vinculado a una comunidad terapéutica al 
interior del CAIJEJ, se discutía sobre lo siguiente:3

Entrevistador: Oigan y ¿cómo era el cotorreo con la fa-
milia antes de estar aquí [en el CAIJEJ]? ¿Cómo era la di-
námica con familia?

S1: Muy distanciados [lo dice en un tono serio, casi me-
lancólico].

Entrevistador: ¿Estaban distanciados? ¿Por qué?

S1: Distanciados porque estás tú solo. Piensas en ti, no-
más. Y pues yo desde morro, pues [andaba] fuera del 
cantón.

Entrevistador: ¿Sí? ¿Viviste en la calle?

S1: Sí, un año.

Entrevistador 2: ¿Estabas morrito, o fue ya de grande?

S1: No, de seis años. Así tengo un puño de compas. Así me 
junté con un compa del barrio. Y así… pos hasta que me 
amarré de bien morro…

3 El grupo de discusión se llevó a cabo el día 4 de abril de 2017. Se contó con la par-
ticipación de 14 internos, los cuales estaban adscritos al programa “Mente libre”, 
anclado en una comunidad terapéutica al interior del CAIJEJ. 
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Como se observa, el caso particular de S1 remite a una situación de 
calle derivada de un cierto distanciamiento entre él y el resto de su fa-
milia. De acuerdo con lo planteado por el entrevistado, irse a vivir a la 
calle constituía una especie de estrategia que le sirvió para contar con 
una red que, según su apreciación, no tenía en su contexto familiar. Fi-
nalmente terminó por construir un nuevo núcleo familiar a una edad 
temprana: a los 19 años, S1 años ya tenía tres hijos (“el más grande va 
a cumplir cuatro años, el otro tiene tres años y el otro tiene siete meses 
de nacido”, planteó S1). Otro de los participantes en el grupo de dis-
cusión referido señalaba un patrón más o menos similar al observado 
en el relato contado por S1: 

S2: Pues bien, me la llevaba bien, pero como dice mi com-
pañero, pues ya, yo me aislaba ya, hacían reuniones pero 
ya yo ni iba…

Entrevistador: ¿Por andar en broncas?

S2: Sí, con los compas.

Entrevistador: ¿Cómo van los demás [se dirige al resto 
del grupo]? ¿Era la familia la que los orillaba [a preferir la 
calle/a involucrarse en actividades delictivas]?

Grupo en general: Nel. Uno mismo [fue un comentario al 
unísono por parte de varios de los participantes].

S2: Uno mismo, por andar con los compas aventándose 
biznes.

Entrevistador: ¿Por qué estás aquí? ¿Qué hiciste?

S2: Por robo… [por su actitud, parecía que S2 no se sentía 
cómodo hablando del delito que lo tenía privado de su 
libertad] 

En los ejemplos puestos de relieve en los párrafos anteriores se 
observa que la relación con el entorno familiar estaba marcada por 
una especie de distancia, de alejamiento y debilitamiento de los la-
zos existentes entre el individuo y el núcleo constituido por la familia. 
Esto generaba condiciones tanto para recurrir a una estrategia como 
la de colocarse en situación de calle; o la de vincularse con ciertas 
actividades delictivas, tales como el robo. En este punto vale la pena 

mencionar —a manera de hipótesis de trabajo— un aspecto que re-
sulta central para la propuesta de interpretación de la violencia que 
se favorece en esta intervención, es decir, la perspectiva derivada del 
análisis de las trayectorias de vida: en casos como los expuestos aquí, 
se tiene que hay dos factores importantes que, conjugados con el en-
torno, colocan al sujeto frente a situaciones de riesgo social y de invo-
lucramiento con actividades situadas por fuera de la ley.4 Lo anterior 
resulta aun más significativo si se contrasta con el siguiente dato: el 
56.7% de los jóvenes argumentó que tiene o ha tenido un familiar o 
persona cercana que ha sido encarcelada. De estos, el 51.6% mencionó 
que en dicha situación se encontraban sus tíos o primos; mientras que 
el 25.8% refirió que era su padre quien estaba privado de su libertad 
(CEDAT, 2017).

Ahora bien, ¿qué puede decirse en relación con los motivos por los 
que las personas censadas estaban privadas de su libertad en el CAI-
JEJ? De acuerdo con los datos ofrecidos por CEDAT (2017) se tiene 
que la mayor parte se encuentra acusado de homicidio (51.59%). En 
seguida están aquellos acusados por robo (42.06%). Con porcentajes 
menores se encuentran delitos como el secuestro (3.97%) o los delitos 
sexuales (0.79%). Vale la pena mencionar que del total de personas 
que mencionaron estar en el CAIJEJ por robo, el 77.8% adujo que el 
involucramiento en actividades delictivas no había sido planeado con 
anticipación.5 Estos datos sugieren que existe una relación tanto entre 
una estructura de incentivos que posibilita cometer un crimen (pues-
to que los costos de este se perciben como menores a los beneficios 
producidos); como un conjunto de factores coyunturales, asociados 

4 En este punto resulta pertinente mencionar que el 44.7% de los jóvenes censados 
practicaba algún deporte o actividad física con otros miembros adultos de su fami-
lia como hermanos, tíos o abuelos. También vale la pena plantear que 23.8% de los 
jóvenes mencionaron que su madre les había orientado en torno a la prevención 
de consumo de sustancias como el alcohol. En cambio, el 21% adujo que no había 
recibido ninguna orientación de este tipo. En el caso de prevención de consumo 
de sustancias psicoactivas, el 28.2% aseveró que habían sido orientados por su 
madre (CEDAT, 2017). 

5 Es pertinente señalar que buena parte de las personas censadas dijo haberse 
involucrado en actividades ilícitas, aunque estas no necesariamente fueron 
sancionadas con privación de la libertad por parte de la autoridad. De acuerdo con 
los datos obtenidos por CEDAT (2017) se tiene que el 65.89% ha portado armas de 
algún tipo, mientras que el 58.91% ha participado en peleas grupales. Este dato 
contrasta con el 70% de estas personas, quienes dijeron estar en desacuerdo con 
la violencia como una forma de diversión. Así mismo, 40.0% adujeron que habían 
causado daños a la propiedad privada, y 32.56% habían participado en el robo de 
algún automóvil. Finalmente se tiene que el 31.50% había vendido algún tipo de 
sustancia ilegal como intermediario. 
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con el individuo, sus vínculos con sus pares, y su trayectoria, en un 
momento particular de esta. Lo anterior adquiere mayor significación 
si se contrasta con otros datos que podrían explicar este aspecto: el 
35.5% de los jóvenes censados refirió que algunas veces está bien visto 
hacer cosas ilegales en su grupo de amigos. En cambio, el 91.5% men-
ciona que esto es algo que no ocurre en su entorno familiar cercano. 
Finalmente, el 46.9% planteó que le preocupa más lo que acontezca 
en el corto plazo que aquello que ocurra en el largo plazo. A manera 
de ilustración se muestran un fragmento extraído de un grupo focal 
realizado el 8 de junio de 2017, en las instalaciones del CAIJEJ. Este 
condensa en buena medida las dinámicas de las que se han hablado 
hasta aquí:

Entrevistador: ¿De dónde eres? [la conversación giraba 
en torno a la vida antes de estar privado de la libertad en 
el centro penitenciario; particularmente acerca del consu-
mo de sustancias psicoactivas].

A3: De B de N. Y entonces pos yo decía “no, pos, qué onda 
¿edá?”, pues me hablaban y eso, pero lo que era pastillas y 
acá, y yo sí, te probaba de todo un poco ¿edá? Duré como 
dos años drogándome. Y pos una vez sí me enfermé; em-
pecé así como a vomitar amarillo. Y pues ya me decían 
que ya no tenía lucha y acá. Y pues yo dije “pues ¿por qué 
no?, si sí se puede pos pa’ qué”. Si antes no me drogaba 
ahora sí, ¿edá? Haga de cuenta: estoy fumando y pos me 
estoy dañando, pa’ qué seguir fumando. Sí me recupe-
ré; como unos cuatro, cinco meses me recuperé ya más 
o menos. [Pero después] vi amigos y “pos a ver, presta” 
[se refiere a que volvió a consumir] ¿edá? Y pos empecé 
otra vez: igual a lo mismo y ya fue de mi vida otra vez a 
la perdición y acá. Y pos yo en ese tiempo… Tengo una 
niña, ya tiene tres años, y pues casi nunca me gusta ha-
blar de eso, de que tengo una niña y acá, pos pa’ darle los 
ejemplos van a decir “no, pos tu jefe está encerrado y es 
un drogadicto”. Y pos nunca me ha gustado así platicar 
de eso con mis compañeros, me ha gustado ser así como 
más solitario, andar así solo […] Pero así pos nunca me 
gustó robar, nunca, veía algo y pos te pasa ¿edá?: “Que si lo 
agarro, pero no” y pos yo decía, “no, pos por qué ¿edá? Por 
qué hago eso si no es mío, mejor hay que dejarlo ¿edá?”. Y 
pos sí en veces que me decían mis compañeros, así como 

amigos, “no, mira que vamos a esto, y acá” [se refiere a ir 
a robar], yo decía: “no, vaya usted, haga sus cosas amigo”. 
A mí me gustaba andar siempre solo, nunca me gustaba 
de que “mira, te traigo esto”.  Yo siempre traía mi droga, 
siempre traía mi consumo, a mí nunca me gustó andar pi-
diendo y acá, andar robando ni nada de eso. A mí siempre 
pos lo que yo quería lo conseguía. Y pos sí: donde yo tra-
bajaba pos sí había de todo ¿edá?

Entrevistador: ¿Dónde trabajabas?

A3: Pos yo trabajaba pa’ un cártel ¿edá?, y pos ahí anduve. 
Anduve primero como quien dice como un gatillo; y ya 
subí como más o menos a escolta. Y pues ahí ya conseguía 
de todo. Ya nadie me decía nada. Yo ya andaba con arma 
y todo. Y pos yo, según mi experiencia, pos se me ofreció 
jale y me dieron tanto dinero. Y pos sí lo hice pero pos yo 
no estaba pensando en eso, sino que como andaba dro-
gado, y pues usted sabe que uno drogado pos no sabe de 
eso. Y pos yo dije “no, pos hay que hacerlo”. Ya lo hice, ‘así 
y asado’ y pos ya me gané tanto dinero, y pos ya de eso dije 
“no, pos pa´ qué hago eso si… ¿edá?”. He causado mucho, 
así que he matado y acá, pero son experiencias muy feas. 
Pero a la vez yo digo “están chidas ¿edá?”. Pero ya digo 
“no, por qué; por qué hago eso si no… Sí, ni modo…”. Es 
por lo mismo que anda uno drogado y todo eso y yo digo, 
“no, pos de aquí soy”…  

REFLEXIONES FINALES: EL DESAFÍO DE LA GOBERNABILIDAD  
Y LA GOBERNANZA
El panorama planteado en este documento pone de relieve un con-
junto de retos fundamentales a los que se precisa hacer frente. Estos 
se sitúan en distintos planos y latitudes, las cuales van desde el ámbito 
social hasta el político y/o el económico. Todos estos planos conver-
gen en que la problemática expuesta adquiere cada vez más un carác-
ter público, es decir, que requiere ser atendido de manera integral, con 
una perspectiva transversal que involucre a los distintos actores de la 
sociedad. Aquí interesa poner énfasis en torno a la arquitectura insti-
tucional que se requeriría para lograr lo anterior. De manera específi-
ca, es pertinente destacar que el eje sobre el que habría de cimentarse 
un diseño institucional enfocado en la atención del sector poblacional 
joven que se encuentra privado de su libertad en centros penitenciarios 
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requiere cuando menos de considerar aspectos como la prevención 
(previa al involucramiento en actividades delincuenciales) como lo 
que acontece luego de que los internos egresan de tales centros. La 
dimensión y complejidad de este proceso sugiere, por una parte, situar 
la discusión en el terreo de la política pública. 

En este punto vale la pena recordar que en cualquier sociedad las 
entidades gubernamentales tienen la función de, cuando menos, eje-
cutar leyes, construir políticas, y distribuir recursos. Esto opera en 
todos los órdenes de gobierno. En este contexto, las políticas públicas 
pueden ser vistas como un sistema de leyes, como una serie de medi-
das regulatorias y de cursos de acción, que tienen detrás algunas prio-
ridades de financiamiento en relación con un tema específico. Tanto 
los temas sobre los que se actúa, como los cursos de acción que se 
toman, están configurados en buena medida por las entidades guber-
namentales. No obstante, existe la posibilidad/necesidad de que indi-
viduos o grupos influyan en la configuración de las políticas públicas. 
Esto abre la puerta para colocar la discusión sobre el campo de la go-
bernabilidad y la gobernanza como planos en los que valdría la pena 
desplegar la arquitectura institucional que permitiera la cooperación, 
tanto entre actores gubernamentales como de aquellos provenientes 
de la sociedad civil organizada. El tema del confinamiento juvenil en 
los centros penitenciarios requiere un enfoque de este tipo. 

Desde luego, postular un diseño institucional específico queda por 
fuera de los límites de este trabajo. No obstante, sí es posible apun-
tar algunos aspectos que este tendría que considerar. Así, la goberna-
bilidad y la gobernanza, conceptos que de entrada resultan espino-
sos, se han posicionado en los últimos años, entre otras cosas, como 
una posible respuesta a la falta de eficacia directiva de los gobiernos.  
Aunque ambas perspectivas conceptuales están vinculadas con la pra-
xis del gobierno, se refieren además a la dirección gubernativa y bus-
can la solución de los problemas públicos. Se trata pues de dos enfo-
ques que, si bien se complementan, transitan por vías distintas. Ahora, 
en un sentido más amplio, se plantea una nueva forma de conducción 
política de la sociedad más allá de lo estatal, que reconoce las limita-
ciones de los gobiernos (autoridades) para solucionar los problemas 
y traslada la atención de las políticas públicas del “sujeto directivo de 
gobierno”, como decisión aislada en la cúspide del Estado,  al “proceso 
de gobierno” y a la capacidad de dirección del gobierno frente a la 
sociedad, así como a la necesaria participación social en la resolución 
de los problemas públicos.   Esto conlleva una idea de ciudadanía que 
no se limita a su función de “elegir” sino también de “participar” y la 
búsqueda de nuevos sujetos de la acción política que reclaman su in-

clusión en las decisiones y en todo el ciclo de las políticas públicas. En 
este contexto, el objetivo de un seminario como este consiste en situar 
la dimensión política de las nociones de gobernanza y gobernabilidad, 
tanto en su historia y desarrollo, como en lo que refiere a su aspecto 
operativo. Se buscará lograr lo anterior mediante el acercamiento ana-
lítico a los diversos instrumentos que las promueven, la cadena de au-
toridad, las modalidades de acción y su relación con la sociedad civil. 
Este abordaje permitirá distinguir entre la perspectiva gubernamental 
que entraña la noción de gobernabilidad, y que se refiere a condicio-
nes y prácticas del gobierno; y la gobernanza, entendida como el con-
junto de las actividades que se llevan a cabo a fin de dirigir la sociedad 
(más allá de la pura acción gubernamental, puesto que incorpora al 
proceso de gobierno los intereses y prácticas de otros actores políticos, 
económicos y sociales).
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Un espectro recorre a la juventud mexicana. Es el espectro 
del presentismo intenso entre este sector de la población. 
Este se condensa en una especie de mantra que señala: no 
hay futuro. Pero no es lo mismo la ausencia de futuro para 
un sector de la población más o menos “acomodado” que 
para aquella población que está en riesgo o vulnerable. 



51

II
RELACIÓN ENTRE EL 

COMPORTAMIENTO 
NORMATIVO Y EL 

TRATO RECIBIDO DURANTE 
EL PROCESO PENAL Y EL 

INTERNAMIENTO. UN ESTUDIO 
CON JÓVENES PRIVADOS DE 

LA LIBERTAD EN JALISCO

ÁUREA ESTHER GRIJALVA ETERNOD6

UNIVERSIDAD DE GUADALAJARA

6 Catedrática Conacyt/Universidad de Guadalajara-CUCEA. Doctora en Criminología por la Universidad de Castilla 
La Mancha y Especialista en Derecho Penal por la Universidad Nacional Autónoma de México. Contacto: aegrijal-
vaet@conacyt.mx



5352

RESUMEN
Con el presente estudio se pretende proporcionar evidencia de los efectos que 
el trato proporcionado a las personas puede tener en el comportamiento nor-
mativo de las mismas, incluso cuando han pasado por un proceso en el que 
han sido privadas de la libertad. Si bien existen algunos estudios en donde esta 
relación ha sido ya reportada, la novedad del presente trabajo radica en el aná-
lisis que se realiza sobre estas relaciones en una muestra de jóvenes privados 
de su libertad en el contexto mexicano, específicamente en Jalisco; dado que 
la evidencia existente sobre jóvenes en México es prácticamente nula. Al final 
del documento, se realizan algunas sugerencias de política pública y algunas 
recomendaciones destinadas especialmente a los funcionarios que tienen trato 
directo con los jóvenes que se encuentran en tal situación.

Palabras clave: Justicia procedimental, comportamiento 
normativo, justicia juvenil, México.

INTRODUCCIÓN
De acuerdo con el segundo párrafo del artículo 18 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el sistema penitenciario 
tiene como ideal la reinserción a la sociedad de los individuos que 
se encuentran en prisión; en otras palabras, la finalidad de que los 
sujetos se encuentren privados de su libertad cuando han cometido 
delitos no es la retribución, la venganza o el castigo, sino el procurar 
que las personas adquieran las condiciones adecuadas para que no 
vuelvan a delinquir.

Lo anterior adquiere una mayor relevancia cuando se habla en tér-
minos de justicia juvenil. El cuarto párrafo del mismo numeral re-
conoce una calidad especial a los menores de dieciocho años como 
personas en condición de desarrollo. Otros ordenamientos federales 
y locales van incluso más allá. Por ejemplo, el artículo 4 de la Ley Fe-
deral de Justicia para Adolescentes, en consonancia con los tratados 
internacionales de los que México forma parte, establece como prin-
cipios rectores del Sistema de Justicia para Adolescentes, el interés su-
perior del menor y el que las medidas impuestas por la comisión de 
un ilícito tengan como objetivo lograr la reintegración no solo social, 
sino también familiar del adolescente.

Si este es el objetivo primordial de las medidas de internamiento, 
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lograr o al menos favorecer la reinserción o reintegración de los in-
dividuos que se encuentran privados de su libertad y proporcionar 
las condiciones para que no vuelvan a delinquir, es obvio (desde una 
perspectiva tanto académica como política), que se necesita conocer, 
en primer lugar, qué tanto el internamiento está logrando su cometido 
y, en segundo lugar, cuáles son las variables que se relacionan con la 
reinserción o la reincidencia de los individuos que han sido institucio-
nalizados con medidas de internamiento.

Cabe mencionar que la mayoría de los estudios que han abordado 
el tema de la reinserción social en nuestro país, tanto en jóvenes como 
en adultos, se han preocupado por determinar si existe relación entre 
la reinserción de estos individuos con sus condiciones económicas, so-
ciales y personales, ya sea que estas precedan a su ingreso en prisión, o 
bien que hayan sido adquiridas durante su internamiento. Sin embargo, 
son muy escasos los trabajos que han analizado de manera empírica si 
el propio funcionamiento del sistema de justicia, a través de sus ope-
radores e instituciones, influye en la reinserción social de las personas, 
aspecto que es fundamental si se tiene en cuenta, como ya se decía con 
anterioridad, que el objetivo principal de este último eslabón en el siste-
ma de justicia, el sistema penitenciario, es lograr la reinserción.

Además, desde un punto de vista económico, este aspecto puede 
ser fundamental para el diseño de mejores políticas públicas, ya que la 
modificación de las circunstancias personales, sociales y económicas de 
los individuos puede convertirse en una empresa si no inalcanzable, sí 
muy difícil de conseguir, ya que implica utilizar estrategias en las que se 
requiere movilizar todo el aparato social y que pueden ser útiles sobre 
todo a largo plazo. Sin embargo, modificar la forma de aplicar el sistema 
de justicia por parte de sus operadores, puede ser un aspecto más bara-
to, más asequible y más eficiente y eficaz en el corto y el mediano plazo.

Vale la pena resaltar que la mayoría de los trabajos que han aborda-
do la opinión pública sobre la justicia, ya sea en relación con las leyes, 
las instituciones o sus operadores, se ha basado en la percepción de 
los ciudadanos de calle que en muchas ocasiones no fundamenta sus 
criterios en una experiencia directa y, en cambio, poco se ha indagado 
la opinión de los propios reos sobre el sistema de justicia, a pesar de 
que ellos han tenido efectivamente un contacto directo con el mismo 
a través de un procedimiento penal.

Por todo lo anterior, el presente trabajo tiene como objetivo anali-
zar la posible relación que existe entre, por un lado, la percepción que 
tienen los propios jóvenes sobre el trato recibido tanto a lo largo del 
procedimiento penal como durante su internamiento y, por el otro, 

algunas variables relacionadas con su reinserción7 de manera indirec-
ta, como son: no haber recibido un castigo recientemente, participar 
en actividades deportivas y educativas, trabajar durante el interna-
miento y valorar de forma positiva su estancia en reclusión. Si bien 
estos aspectos no garantizan que exista una reinserción social y que 
haya un desistimiento definitivo del comportamiento delictivo, es de 
esperar al menos que este tipo de variables sean indicadores de una 
mayor disposición a cumplir con las normas y a adquirir herramientas 
que favorezcan su reinserción, en esencia, que indiquen un comporta-
miento normativo durante el internamiento que muy probablemente 
se replique al salir de prisión.

Ahora bien, en el ámbito internacional, principalmente anglosajón 
y europeo, existe evidencia sólida de que el sistema de justicia logra 
mayores alcances y efectos más positivos y duraderos en relación con 
el comportamiento de los individuos, a través del trato justo, digno y 
respetuoso a las personas, a diferencia de con la coacción y el castigo. 
Por ello, el análisis aquí realizado pretende conocer los efectos de los 
modelos normativos, específicamente bajo la perspectiva de la Teo-
ría de Justicia Procedimental, sobre el comportamiento de los jóvenes 
que se encuentran bajo medidas de internamiento. Para ello, en pri-
mer lugar, se realiza un diagnóstico de su percepción sobre el procedi-
miento al que han sido sujetos y la interacción experimentada con los 
distintos operadores, utilizando para ello estadística descriptiva; y, en 
segundo lugar, se realiza un análisis bivariado sobre la relación entre 
las variables antes mencionadas.

Antes de entrar al fondo de la cuestión, es de mencionar que el 
hecho de que no haya tantos estudios en México en relación con estos 
temas no es casual. Ello se debe, en gran medida, a la falta de datos 
válidos y fiables que permitan realizar análisis más precisos. Por ello, 
es importante reconocer que la posibilidad de realizar este estudio se 
debe a los enormes esfuerzos realizados en el programa “Mente libre” 
para la disminución de reincidencia delictiva en jóvenes a cargo del 
Centro de Desarrollo y Atención Terapéutica (CEDAT, A. C.) bajo el 
auspicio de la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Inter-
nacional (USAID), para la obtención de los datos analizados. Este tipo 
de iniciativas, sin duda, son las que en realidad permitirán colocarnos 
en el camino de realizar políticas basadas en evidencia que sean más 
efectivas y eficientes.

7 Cabe mencionar que en este trabajo no se analizan los aspectos relacionados 
directamente con la reinserción ya que los datos que se analizan no permiten ana-
lizar la trayectoria de los jóvenes, es decir, no se sabe si los mismos han reincidido 
en el mismo sistema.
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El resto del artículo se organiza como sigue. El siguiente apartado 
presenta un marco teórico y empírico sobre la reinserción y la Teoría 
de la Justicia Procedimental. En la sección tres se presenta de mane-
ra concreta la metodología y las variables empleadas para el estudio. 
En el cuarto apartado se exponen los resultados obtenidos, tanto con 
el análisis descriptivo como en el bivariado. Finalmente, en la última 
sección se realiza la discusión de estos resultados y se proponen algu-
nas sugerencias derivadas de la misma.

MARCO DE REFERENCIA

1. LA REINSERCIÓN SOCIAL DE LOS JÓVENES QUE HAN 
COMETIDO DELITOS
El primer obstáculo cuando uno pretende aproximarse al tema de la 
reinserción de los individuos en prisión es establecer cuándo y cómo 
se puede considerar que una persona que ha cometido un delito y que 
ha terminado de cumplir una sentencia condenatoria se ha reinserta-
do efectivamente en la sociedad.

Evidentemente, un concepto que es fundamental para determinar 
lo anterior es el de reincidencia, el cual a su vez no está exento de pro-
blemas. Si se aborda el tema de la reincidencia desde un punto de vista 
jurídico, por un lado, habría que pensar que únicamente estaríamos 
hablando de conductas antisociales previstas por la ley en un tiempo 
y espacio determinados y, por otro lado, que la persona haya sido de-
tectada por las autoridades e institucionalizada. Es decir, que si la per-
sona que previamente ha cometido un delito, con posterioridad a su 
salida de prisión, realiza una conducta antisocial que no está prevista 
en la ley, no sería considerada jurídicamente como reincidente. De 
igual forma, si este mismo sujeto continúa una trayectoria delictiva 
una vez que ha salido de prisión, pero no vuelve a ser detectado por 
el sistema,8 entonces tampoco sería reincidente desde esta misma óp-
tica. Todo ello representa un gran obstáculo desde un punto de vista 
metodológico, puesto que se dificulta establecer quién es reincidente y 
quién no lo es para poder realizar estudios empíricos.

Por otro lado, otro aspecto importante es la temporalidad, ya que la 
siguiente interrogante es cuándo se debe considerar que una persona 
ha desistido del comportamiento delictivo. Bajo un criterio legal, el 

8 Esto representa un problema mayor. De acuerdo al Índice Global de Impunidad 
México 2016, elaborado por el Centro de Estudios sobre Impunidad y Justicia de la 
Universidad de las Américas Puebla, del total de delitos consumados, existe una 
impunidad cercana al 95% de los delitos que fueron acreditados por la autoridad 
como consumados.

artículo 20 del Código Penal Federal establece que existe reincidencia 
siempre que el condenado cometa un nuevo delito, si no ha transcu-
rrido, desde el cumplimiento de la condena del anterior, un término 
igual al de la prescripción de la pena. Sin embargo, empíricamente 
esta pauta es inoperante, no solo por la posible ineficiencia del sistema 
de justicia penal en detectar a los reincidentes de la que ya se hablaba, 
sino también porque el término establecido sería diferente para cada 
delito.  Por ello, algunos estudios consideran que entre dos y cuatro 
años es un tiempo razonable para determinar los niveles de reinci-
dencia (Capdevila, et al., 2009), pero es claro que un sujeto podría 
cometer delitos con posterioridad a ese término. Aunque también es 
cierto que quizás ya no lo haga como una forma de vida, por supuesto, 
siempre que sea porque en realidad ya no ha cometido delitos y no 
porque no ha sido detectado por el sistema de justicia.

Ahora bien, a pesar de todas estas limitantes, existe una buena 
cantidad de estudios que han abordado teórica y empíricamente las 
variables que se relacionan con la reinserción de los individuos, tanto 
adultos como jóvenes.

En el caso específico de los jóvenes, Cottle, Lee y Heilbrun (2001), 
mediante un metaanálisis en el que sintetizan los hallazgos de veintitrés 
estudios acerca de los factores de riesgo relacionados con la reinciden-
cia delictiva en jóvenes, identifican treinta predictores agrupados en 
ocho categorías: información demográfica, historial delictivo, factores 
sociales y familiares, factores educacionales, desempeño intelectual, 
historia de uso de sustancias, factores clínicos y evaluación formal de 
riesgo. Estos autores, al evaluar el tamaño del efecto, encuentran que 
el predictor con mayor fuerza es el historial delictivo, seguido de los 
problemas familiares, el uso inadecuado del tiempo libre, la influencia 
de los pares, los problemas de conducta y las patologías no severas.

Como puede observarse, la mayoría de los trabajos que han abor-
dado los determinantes de la reincidencia se relacionan con variables 
individuales, sociales y contextuales. Sin embargo, un aspecto menos 
explorado ha sido el efecto que puede tener la propia institucionaliza-
ción en los jóvenes en su reincidencia o desistimiento y, de hecho, los 
estudios que han abordado esta cuestión reportan efectos ambiguos. 
Mulvey (2011), por ejemplo, mediante un estudio longitudinal en el 
que hicieron un seguimiento por siete años de 1354 jóvenes después 
de su condena, encuentran que los mayores periodos de internamien-
to en instituciones no disminuyen la reincidencia. Sin embargo, otros 
estudios como el de Brennan y Mednick (1994) sí encuentran efectos 
reductores del castigo en la reincidencia. Por el contrario, Howell, Feld 
y Mears (2012) reportan que los programas de intervención son mucho 
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más efectivos en reducir la conducta delictiva que las respuestas mera-
mente punitivas. 

En concreto, un tema relacionado con la institucionalización sobre 
el que se ha profundizado mucho menos es el efecto del trato recibi-
do durante el proceso y el internamiento. Al respecto, Beijersbergen, 
Dirkzwager y Nieuwbeerta (2016) elaboraron un estudio en el que 
evaluaron si el hecho de que los prisioneros se sintieran tratados de 
una manera justa y respetuosa durante su vida en prisión se relaciona-
ba con la posibilidad o no de reincidencia una vez que eran liberados. 
Sus resultados sugieren que aquellos que consideraron que habían re-
cibido un trato más justo en prisión tenían menos probabilidad de 
ser condenados de nuevo en los siguientes 18 meses después de su 
liberación, aunque el tamaño del efecto resultó pequeño. Asimismo, 
otro resultado interesante es el hallazgo de que aquellos que se sienten 
tratados de manera justa y respetuosa durante su estadía en prisión 
reportan más aprobación de las autoridades de justicia penal.

Por otro lado, el trato recibido durante el internamiento también 
se ha relacionado con un mejor comportamiento de las personas en 
prisión. En este sentido, Beijersbergen, et al. (2015) analizaron longi-
tudinalmente, a través de un modelo de ecuaciones estructurales, la 
relación entre la percepción de justicia procedimental en prisioneros y 
su mal comportamiento, y encuentran que aquellos que sintieron que 
fueron tratados de una manera justa eran menos propensos a involu-
crarse en malos comportamientos y a recibir reportes disciplinarios.

Cabe enfatizar que estos escasos estudios sobre los efectos de la jus-
ticia procedimental en el comportamiento de la población penitencia-
ria se han realizado únicamente en adultos. Por ello, una de las aporta-
ciones del presente trabajo es intentar aproximarse a este mismo tipo 
de análisis en una población de jóvenes en el contexto mexicano.

2. LA TEORÍA DE LA JUSTICIA PROCEDIMENTAL
Si bien gran parte de la literatura se ha ocupado de comprender y ex-
plicar la conducta delictiva desde muy diversas ópticas como la so-
ciológica, la jurídica, la económica, la psicológica, la criminológica, 
etc.; otro abundante conjunto de trabajos se ha centrado en explicar la 
conducta contraria, es decir, por qué la mayoría de las personas cum-
plen las normas y se conforman con las decisiones de autoridad, aun 
cuando las mismas vayan en contra de sus intereses personales más 
inmediatos. Al respecto, existen dos modelos teóricos que pretenden 
explicar esta conducta de obediencia y conformidad: el instrumental 
y el normativo (Sunshine y Tyler, 2003).

El modelo instrumental es la base de la justicia penal tradicional y 

básicamente parte de la idea de que la pena y la retribución son formas 
de persuadir o disuadir a las personas de quebrantar las normas. De ma-
nera general, lo que se considera es que la probabilidad de recibir un cas-
tigo o de que el mismo sea muy severo es una poderosa herramienta de 
disuasión y de prevención del delito. Así, en esencia, bajo esta perspec-
tiva se considera que las personas cumplen la ley por miedo al castigo.

El sistema de justicia tradicional ha sido objeto de diversas críticas 
debido a que existen dudas sobre su eficacia, sus costos y sobre todo 
sobre que sea el modelo más adecuado para el estado actual de la re-
lación entre los ciudadanos y el Estado (Garland, 2001). Como conse-
cuencia, surgen los modelos normativos como una forma alterna para 
entender la conducta de conformidad con las normas, de acuerdo con 
los cuales se considera que aspectos como la legitimidad y la buena 
interacción entre ciudadanos y operadores del sistema de justicia son 
los que promueven la obediencia de las personas.

Dentro de este modelo normativo se encuentra la Teoría de la Jus-
ticia Procedimental de Tyler (2003, 2006) conforme a la cual el trato 
que se da al ciudadano como fruto de la interacción con las autori-
dades es fundamental para generar el comportamiento normativo. 
Pero además, bajo esta perspectiva se sostiene que el buen trato no 
solo se relaciona con el cumplimiento de las normas, sino también 
con la cooperación con la autoridad y con la disposición para acatar 
las decisiones de autoridad, aun en contra de los intereses personales; 
aspectos todos ellos fundamentales para un buen funcionamiento de 
un sistema de justicia.

La operacionalización del concepto justicia procedimental ha sido 
ambigua, ya que existen muy diversas variables que se han utilizado 
como indicadores de su existencia. Sin embargo, puede decirse que 
esta interacción es evaluada por los ciudadanos en dos dimensiones: 
la calidad de trato y la calidad en la toma de decisiones (Gau y Bron-
son, 2015; Sunshine y Tyler, 2003; y Dai, Frank y Sun, 2011). A gran-
des rasgos, la calidad de trato se refiere a la sensación de haber sido 
tratado con dignidad y respeto durante las interacciones; mientras que 
la calidad en la toma de decisiones se relaciona con la rigurosidad o 
rectitud de la decisión, así como el proporcionar explicaciones hones-
tas relacionadas con su decisión (Grijalva y Fernández, en prensa).

Esta teoría ha sido abundantemente probada en el contexto anglosajón 
y europeo en donde muchos trabajos empíricos han dado soporte a sus 
postulados. Sin embargo, la misma ha sido mucho menos evidenciada en 
contextos culturales muy distintos, y los resultados son más bien ambiguos 
(Tankebe, 2008 y 2013; Murphy, 2009; Jackson, et al., 2012; Van Damme, 
Pauwels y Svensson, 2015; Grijalva y Fernández, 2017; Vázquez y Fernán-
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dez, 2013; Davies, Meliala y Buttle, 2014; y Van Craen y Skogan, 2015).
Asimismo, la mayoría de estos trabajos han sido probados en ciu-

dadanos de calle y existe menos evidencia de aquellos que han teni-
do contacto directo con las autoridades del sistema de justicia, como 
son los reos y quienes han recibido una decisión de autoridad que no 
es favorable a su situación personal: una sentencia condenatoria. Al 
respecto pueden mencionarse los dos trabajos de los que se hablaba 
en el apartado anterior, los de Beijersbergen, et al. (2015 y 2016), los 
cuales, como ya se decía, constituyen la poca evidencia existente sobre 
los efectos de la justicia procedimental medida en población reclusa.

Por lo anterior, como ya se decía, el objetivo del presente estudio 
es comprobar de alguna manera esta teoría para aportar evidencia en 
el contexto mexicano, donde existe muy poco estudio empírico al res-
pecto; y en una población que, además, ha sido poco estudiada en el 
ámbito internacional: los jóvenes que se encuentran en reclusión.

EL PRESENTE ESTUDIO

Como se decía con anterioridad, el objetivo del presente trabajo es, 
en primer lugar, realizar un diagnóstico sobre la opinión de los jóve-
nes que se encuentran en reclusión sobre el trato recibido durante el 
proceso al que fueron sometidos, así como durante el internamiento 
que han experimentado. El segundo objetivo es evaluar el efecto de la 
justicia procedimental, medida a través de diversos indicadores, sobre 
el comportamiento normativo de los jóvenes en reclusión.

1. DATOS 
Los datos utilizados fueron obtenidos mediante la Encuesta para Ado-
lescentes y Jóvenes Privados de la Libertad en Jalisco, misma que fue 
aplicada por el equipo de CEDAT a 133 jóvenes que se encuentran 
sentenciados o en proceso de sentencia en el estado de Jalisco. El pro-
ceso de aplicación duró aproximadamente tres semanas (del 22 de 
mayo al 9 de junio de 2017) y los jóvenes encuestados participaron de 
manera voluntaria, garantizando siempre su anonimato y la confiden-
cialidad de los datos.

2. VARIABLES
A continuación se describe la operacionalización de los fenómenos 
que se pretenden captar en el presente estudio a través de las variables 
obtenidas mediante la encuesta antes mencionada: la justicia procedi-
mental como variable independiente y el comportamiento normativo 
como variable dependiente.

2.1. Variable independiente: justicia procedimental
Como se decía con anterioridad, la justicia procedimental suele me-
dirse a través de dos dimensiones: la calidad de trato y la calidad en 
la toma de decisiones. En este caso, dado que la naturaleza de las pre-
guntas no se dirigieron a medir específicamente estos aspectos y que, 
además, no fue posible formar escalas para medir estas dimensiones, 
se utilizaron indicadores proxy de esta variable. En concreto, para me-
dir aspectos de justicia procedimental se utilizaron las preguntas que 
se describen en la tabla 1.

TABLA 1. INDICADORES DE LA VARIABLE JUSTICIA PROCEDIMENTAL
INDICADOR CATEGORÍAS DE RESPUESTA*

Durante el juicio, ¿sientes que te han dejado participar para dar tu punto de 
vista? 1 - Nada, 2 - Casi todo, 3 - Todo

Durante el juicio, ¿cuánta importancia crees que le dan a lo que tú puedes 
decir? 1 - Nada, 2 - Casi todo, 3 - Todo

Cuando expusiste tu versión de los hechos en tu declaración, ¿qué tanto te 
sentiste escuchado? 1 - Nada, 2 - Poco, 3 - Mucho

¿Sientes que alguna de estas personas te amenazó o te humilló? Policía 
preventivo 1 - No, 2 - Sí

¿Sientes que alguna de estas personas te amenazó o te humilló? Policía judicial 1 - No, 2 - Sí

¿Sientes que alguna de estas personas te amenazó o te humilló? Agente del MP 1 - No, 2 - Sí

¿Sientes que alguna de estas personas te amenazó o te humilló? Custodio 1 - No, 2 - Sí

¿Sientes que alguna de estas personas te amenazó o te humilló? Juez 1 - No, 2 - Sí

¿Alguna de estas personas te golpeó o lastimó? Policía preventivo 1 - No, 2 - Sí

¿Alguna de estas personas te golpeó o lastimó? Policía judicial 1 - No, 2 - Sí

¿Alguna de estas personas te golpeó o lastimó? Agente del MP 1 - No, 2 - Sí

¿Alguna de estas personas te golpeó o lastimó? Custodio 1 - No, 2 - Sí

¿Alguna de estas personas te golpeó o lastimó? Juez 1 - No, 2 - Sí

¿La institución te proporciona sábanas? 1 - No, 2 - Sí

¿La institución te proporciona cobijas? 1 - No, 2 - Sí

¿La institución te proporciona ropa? 1 - No, 2 - Sí

¿La institución te proporciona zapatos? 1 - No, 2 - Sí

¿La institución te proporciona papel de baño? 1 - No, 2 - Sí

¿La institución te proporciona jabón? 1 - No, 2 - Sí

¿La institución te proporciona pasta dental? 1 - No, 2 - Sí
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TABLA 1. INDICADORES DE LA VARIABLE JUSTICIA PROCEDIMENTAL
INDICADOR CATEGORÍAS DE RESPUESTA*

¿La institución te proporciona cepillo de dientes? 1 - No, 2 - Sí

¿La institución te proporciona rastrillo? 1 - No, 2 - Sí

¿La institución te proporciona los medicamentos que requieres? 1 - No, 2 - Sí
* Las categorías fueron modificadas o construidas para facilitar el análisis estadístico. En general, las variables 
fueron manipuladas para que un número mayor fuera indicativo de mayor magnitud de la variable.

2.2. Variable dependiente: comportamiento normativo
Como ya se decía, en este estudio no fue posible medir la reinciden-
cia de los sujetos, por ello se optó por analizar el efecto de la justicia 
procedimental en el comportamiento normativo, entendido como la 
disposición de los jóvenes para participar en algunas actividades que 
pueden favorecer su reinserción y que facilitan su estancia durante su 
internamiento. En la tabla 2 se describen los indicadores específicos 
que se utilizaron como proxy para medir esta variable.

TABLA 2. INDICADORES DE LA VARIABLE COMPORTAMIENTO NORMATIVO
INDICADOR CATEGORÍAS DE RESPUESTA*

En los últimos tres meses, ¿te han impuesto algún 
castigo? 1 - No, 2 - Sí

¿Participas en alguna de estas actividades dentro del 
Centro? Actividades deportivas 1 - Nada, 2 - Algunas veces, 3 - Siempre

¿Participas en alguna de estas actividades dentro del 
Centro? Actividades educativas 1 - Nada, 2 - Algunas veces, 3 - Siempre

¿Participas en alguna de estas actividades dentro del 
Centro? Trabajo 1 - Nada, 2 - Algunas veces, 3 - Siempre

¿Crees que el haber estado internado te ayudó en algo?
1 - Me perjudicó, 2 - No me ayudó, 3 - Más o menos, 
4 - Me ayudó

*Las categorías fueron modificadas o construidas para facilitar el análisis estadístico. En general, las variables 
fueron manipuladas para que un número mayor fuera indicativo de mayor magnitud de la variable.

3. Estrategia
El enfoque utilizado en el presente estudio es el cuantitativo. Para 
cumplir el primer objetivo se realizó un análisis basado en esta-
dística descriptiva con el fin de conocer los puntos más débiles 
del proceso, al menos en la percepción de los jóvenes. Si bien se 
insiste en que es una medida de opinión de los jóvenes, y no nece-
sariamente la realidad objetiva, sí parece necesario conocer estos 

aspectos para poder generar medidas que acerquen a la autoridad 
y a los jóvenes en proceso.

El segundo objetivo se consiguió con diferentes estrategias cuan-
titativas, dependiendo las variables empleadas. En el caso en el que 
las variables (tanto dependiente como independiente) eran ordinales 
se utilizó el estadístico delta de Somer d para establecer la fuerza y 
dirección de la asociación entre las variables. En cambio, cuando se 
trataba de variables ordinales con variables dicotómicas, se utilizó el 
test U de Mann-Whitney con el cual se puede analizar la existencia o 
no de diferencias entre grupos.

RESULTADOS

1. ESTADÍSTICA DESCRIPTIVA
1.2. Justicia procedimental

La tabla 3 contiene los porcentajes que se obtuvieron en cada catego-
ría de respuesta de los distintos indicadores de justicia procedimental. 
Existen varios aspectos que vale la pena resaltar en relación con los 
resultados obtenidos.

TABLA 3. ESTADÍSTICA DESCRIPTIVA DE LOS DISTINTOS INDICADORES DE JUSTICIA 
PROCEDIMENTAL*
INDICADOR CATEGORÍAS DE RESPUESTA

Sentir que pudo participar durante el juicio Nada (35), Casi todo (23.9), Todo (41)

Sentir que dieron importancia a lo que dijo Nada (69.7), Casi todo (22.9), Todo (7.3)

Sentirse escuchado durante el juicio Nada (21), Poco (44.5), Mucho (34.5)

Amenaza o humillación por policía preventivo No (66.1), Sí (33.9)

Amenaza o humillación por policía judicial No (48), Sí (52)

Amenaza o humillación por agente del MP No (68.8), Sí (31.2)

Amenaza o humillación por custodio No (86.3), Sí (13.7)

Amenaza o humillación por juez No (94.9), Sí (5.1)

Golpeado o lastimado por policía preventivo No (66.1), Sí (33.9)

Golpeado o lastimado por policía judicial No (42.6), Sí (57.4)

Golpeado o lastimado por agente del MP No (76.6), Sí (23.4)

Golpeado o lastimado por custodio No (89.4), Sí (10.6)

Golpeado o lastimado por juez No (99.2), Sí (0.8)

Institución proporciona sábanas No (60.5), Sí (39.5)
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TABLA 3. ESTADÍSTICA DESCRIPTIVA DE LOS DISTINTOS INDICADORES DE JUSTICIA 
PROCEDIMENTAL*
INDICADOR CATEGORÍAS DE RESPUESTA

Institución proporciona cobijas No (50), Sí (50)

Institución proporciona ropa No (97.7), Sí (2.3)

Institución proporciona zapatos No (99.2), Sí (0.8)

Institución proporciona papel de baño No (95.3), Sí (4.7)

Institución proporciona jabón No (94.5), Sí (5.5)

Institución proporciona pasta dental No (94.5), Sí (5.5)

Institución proporciona cepillo de dientes No (92.9), Sí (7.1)

Institución proporciona rastrillo No (94.5), Sí (5.5)

Institución proporciona medicina No (46.5), Sí (53.5)
* Los números entre paréntesis indican porcentajes.

En primer lugar, existe un porcentaje alto de jóvenes (35%) que 
consideran que durante el juicio no se les permitió participar para 
dar su punto de vista en absoluto, mientras que un 41% consideró que 
se les dejó participar en todo. Esto es grave, pero empeora cuando se 
indaga sobre lo que los jóvenes piensan de la importancia que se le dio 
a lo que dijeron, ya que en este caso solo el 7% considera que se le dio 
toda la importancia y, en cambio, el 70% piensa que no se le dio nada 
de importancia.

En segundo lugar, en relación con sentirse humillados o amena-
zados por alguno de los operadores de justicia con los que tuvieron 
interacción durante su procedimiento, los datos muestran que la au-
toridad peor evaluada es la Policía Judicial, respecto de la cual el 
52% refirió haberse sentido humillado o amenazado. Por otro lado,  
el mejor evaluado es el juez, con quien el 5% se sintió de esta for-
ma. Estos resultados se repiten cuando se pregunta si fue golpeado 
o lastimado durante la interacción, e incluso el porcentaje aumen-
ta a 57% de los encuestados que refirieron haber sido golpeados o 
lastimados por la Policía Judicial, mientras que únicamente el 0.8% 
refirió haberlo sido por el juez.

Por último, llama la atención los pocos artículos de uso personal 
y limpieza que reportan los encuestados que reciben de la institución 
durante su internamiento. De hecho, fue más del 90% de ellos que 
reportó no recibir ropa, zapatos, papel de baño, jabón, pasta dental, 
cepillo de dientes o rastrillo.

1.2. Comportamiento normativo
En la tabla 4 se encuentran los porcentajes de respuesta de los indica-
dores utilizados para medir esta variable.

Como puede observarse, el 47% de los encuestados refirió haber 
recibido un castigo en los últimos tres meses. Sin embargo, dada la 
temporalidad que se establece en la propia pregunta, no se puede asu-
mir que los que respondieron negativamente no han recibido un cas-
tigo antes de esa fecha. A pesar de esta limitante, se decidió mantener 
esta variable en el análisis.

En relación con la participación en actividades, de las tres analiza-
das, en la que parece haber mayor disposición de los encuestados para 
colaborar son las actividades educativas, en las que el 77% respondió 
que participa siempre; en las que menor disposición parece haber es 
en el trabajo, ya que el 19% manifestó no participar nada en esta ac-
tividad.

Finalmente, llama la atención que un alto porcentaje de encuesta-
dos valora su internamiento de manera positiva, ya que el 81% consi-
dera que su internamiento le ha ayudado en algo.

TABLA 4. ESTADÍSTICA DESCRIPTIVA DE LOS DISTINTOS INDICADORES DE COMPORTAMIENTO 
NORMATIVO*
INDICADOR CATEGORÍAS DE RESPUESTA

En los últimos tres meses, ¿te han impuesto algún 
castigo? No (53.1), Sí (46.9)

¿Participas en alguna de estas actividades dentro del 
Centro? Actividades deportivas Nada (7.1), Algunas veces (28.3), Siempre (64.6)

¿Participas en alguna de estas actividades dentro del 
Centro? Actividades educativas Nada (5.6), Algunas veces (16.8), Siempre (76.8)

¿Participas en alguna de estas actividades dentro del 
Centro? Trabajo Nada (19.1), Algunas veces (18.1), Siempre (62.8)

¿Crees que el haber estado internado te ayudó en algo?
Me perjudicó (2.9), No me ayudó (4.8), Más o menos 
(11.4), Me ayudó (81)

* Los números entre paréntesis indican porcentajes.

2. Análisis bivariado
A continuación, se presentan los resultados del análisis sobre la re-
lación entre los diversos indicadores de justicia procedimental y de 
comportamiento normativo. Cabe hacer la aclaración de que por ra-
zones de espacio se presentan únicamente los resultados en los que se 
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obtuvieron relaciones estadísticamente significativas.9
En la tabla 5 se presentan las variables en las que se encontraron 

diferencias significativas entre los grupos analizados con respecto a lo 
reportado por los propios encuestados en torno a la participación en 
actividades deportivas.

TABLA 5. PARTICIPACIÓN EN ACTIVIDADES DEPORTIVAS. 
DIFERENCIAS ENTRE GRUPOS
ÍTEM U MEDIANA

Institución proporciona pasta dental
252.500*
(-2.054)

No – 2.65

Sí – 2.17

Amenaza o humillación por policía judicial
1,404.500*
(-2.451)

No – 2.50

Sí – 2.75

Golpeado o lastimado por policía preventivo
1,619.500*
(2.070)

No – 2.72

Sí – 2.49

* Significativo al 0.5, ** significativo al 0.01 y ***significativo al 0.001.
Nota: Puntaje z entre paréntesis.

Como puede observarse, hubo tres variables en las que se encontra-
ron diferencias estadísticamente significativas. Sin embargo, en los dos 
primeros casos los resultados no fueron los esperados. En el caso de reci-
bir pasta de dientes, los que respondieron positivamente obtuvieron un 
menor puntaje en la participación en actividades deportivas, en compa-
ración con los que no recibieron pasta de dientes. Asimismo, aquellos 
que refirieron haber sido humillados por la Policía Judicial resultaron 
con mayor puntaje que los que refirieron no haber sido humillados.

En cambio, con la variable haber sido golpeado sí se encontraron 
diferencias estadísticamente significativas en el sentido esperado; es 
decir, aquellos que manifestaron haber sido golpeados o lastimados 
por la Policía Preventiva obtuvieron un menor puntaje que los que no 
habían sido golpeados.

La tabla 6 contiene las dos variables en las que se encontraron dife-
rencias estadísticamente significativas en la participación en activida-
des educativas reportada por los encuestados. De estas dos variables, 

9  Es importante aclarar también que en muchas de las variables no se encontraron 
resultados significativos debido a que el número de sujetos de las categorías 
analizadas era muy bajo y es casi imposible establecer si existen diferencias entre 
grupos. Por ejemplo, en el caso del indicador en el que se indaga si la institución 
proporciona zapatos, el 99.2% refirió que no, con lo cual fueron prácticamente 
todos los encuestados los que dieron esta misma respuesta y, en consecuencia, 
no existe un grupo de referencia o comparación para realizar el análisis.

de nuevo se observa que en una no se obtuvieron los resultados espe-
rados, ya que los que refirieron que la institución no les proporciona 
jabón tienen mayor puntaje en la participación en actividades educa-
tivas en comparación con los que sí reciben jabón.

Por otro lado, sí se obtuvieron diferencias significativas y en el sen-
tido esperado entre los que refirieron haber sido amenazados o humi-
llados por el juez y los que no lo fueron, obteniendo los primeros un 
menor puntaje que los segundos.

TABLA 6. PARTICIPACIÓN EN ACTIVIDADES EDUCATIVAS. 
DIFERENCIAS ENTRE GRUPOS
ÍTEM U MEDIANA

Institución proporciona jabón

258.000*
(-2.211)

No – 2.78

Sí – 2.33

Amenaza o humillación por juez

432.500*
(2.006)

No – 2.82

Sí – 2.40

* Significativo al 0.5, ** significativo al 0.01 y ***significativo al 0.001.
Nota: Puntaje z entre paréntesis.

En relación con la participación en actividades laborales se vuelve a 
observar esta ambigüedad en los resultados. Existen diferencias entre 
los que reportaron recibir de la institución los medicamentos que re-
quieren y los que no, pero contrario a lo esperado, son los que refieren 
sí recibirlos los que obtienen un menor puntaje en la participación en 
las actividades laborales.

En cambio, existen diferencias entre los que señalaron haber sido 
amenazados o humillados por los custodios, pues ellos cuentan con 
una menor puntuación en la participación en las actividades labora-
les, en comparación con los que refirieron no haber sido amenazados 
o humillados por los custodios.

TABLA 7. PARTICIPACIÓN EN ACTIVIDADES (TRABAJO). DIFERENCIAS 
ENTRE GRUPOS
ÍTEM U MEDIANA

Institución proporciona medicina

808.000*
(-2.408)

No – 2.72

Sí – 2.33

Amenaza o humillación por custodios

605.500*
(2.262)

No – 2.62

Sí – 1.86

* Significativo al 0.5, ** significativo al 0.01 y ***significativo al 0.001.
Nota: Puntaje z entre paréntesis.
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En el caso de la valoración que hacen los propios internos sobre su 
estancia en la institución, en las tres variables en las que se encontra-
ron diferencias estadísticamente significativas fueron en el sentido es-
perado. Como se desprende de la tabla 8, aquellos que reportaron que 
la institución les proporciona sábanas obtuvieron un puntaje mayor 
en la valoración positiva del internamiento que los que refirieron no 
recibirlas. De igual forma, los que refirieron haber sido amenazados o 
golpeados por la Policía Judicial obtuvieron un menor puntaje que los 
que no reportaron estos malos tratos.

TABLA 8. VALORACIÓN DEL INTERNAMIENTO. DIFERENCIAS ENTRE 
GRUPOS
ÍTEM U MEDIANA

Institución proporciona sábanas

970.500*
(2.134)

No – 1.10

Sí – 1.31

Amenaza o humillación por policía judicial

1,052.000*
(2.386)

No – 1.33

Sí – 1.10

Golpeado o lastimado por policía judicial

1,038.500*
(1.977)

No – 1.31

Sí – 1.12

* Significativo al 0.5, ** significativo al 0.01 y ***significativo al 0.001.
Nota: Puntaje z entre paréntesis.

Finalmente, en la tabla 9 se encuentran los resultados obtenidos 
con la variable haber recibido un castigo en los últimos tres meses. 
En este caso, el estadístico utilizado fue el d de Somer que permite 
establecer la correlación entre dos variables, y permite que el investi-
gador señale cuál es la variable dependiente y cuál la independiente. 
Como se puede observar, las dos variables con las que se encontró una 
relación estadísticamente significativa se relacionan con la escucha, el 
sentir que se le da importancia a lo que dijo el encuestado y el sentirse 
escuchado durante el juicio.

TABLA 9. HABER RECIBIDO CASTIGO EN LOS ÚLTIMOS TRES MESES. 
DIFERENCIAS ENTRE GRUPOS
ÍTEM D

Sentir que dieron importancia a lo que dijo .210*

Sentirse escuchado durante el juicio .208**

* Significativo al 0.5, ** significativo al 0.01 y ***significativo al 0.001.

En este caso, para apreciar el sentido de la relación entre estas va-
riables, se elaboraron dos gráficos en los que pueden observarse las 
diferencias entre las distintas categorías de las variables. En la figura 
1 se observa que entre aquellos que consideran que se le dio toda la 
importancia a lo que dijeron durante el juicio, hay una mayor pro-
porción de los que no recibieron castigo; mientras que, entre aquellos 
que consideran que no se dio nada o algo de importancia, existe una 
mayor proporción de los que sí recibieron un castigo en los últimos 
tres meses.

FIGURA 1. RELACIÓN ENTRE SENTIR QUE SE LE DA IMPORTANCIA A 
LO QUE DIJO EN EL JUICIO Y HABER RECIBIDO UN CASTIGO EN LOS 
ÚLTIMOS TRES MESES
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Asimismo, en la figura 2 puede observarse que entre que aquellos 
que no se sintieron nada escuchados hay mucha mayor proporción de 
los que recibieron un castigo en los últimos tres meses y, en cambio, 
la distribución es la contraria entre los que se sintieron algo y muy es-
cuchados, pues ahí la mayor parte no recibió un castigo en los últimos 
tres meses.
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FIGURA 2. RELACIÓN ENTRE SENTIRSE ESCUCHADO Y HABER 
RECIBIDO UN CASTIGO EN LOS ÚLTIMOS TRES MESES
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V. Discusión y conclusiones
La primera intención de este trabajo era conocer la opinión de los 
jóvenes sobre su experiencia en la interacción con los operadores del 
sistema de justicia durante el procedimiento del que fueron objeto y 
también en relación con el trato recibido en su internamiento. En este 
sentido, los resultados no fueron muy alentadores, lo cual indica que 
aún hay mucho en lo que se puede trabajar para mejorar el trato que se 
proporciona a las personas que son objeto de un procedimiento penal 
y mas aun cuando se trata de menores de edad.

Como se señalaba en el apartado de resultados, en general, los jó-
venes no percibieron que forman parte efectiva en el juicio. Si bien 
cerca del 40% consideró que se les dejó participar ampliamente en el 

mismo, solo una pequeña minoría consideró que se le dio importan-
cia a lo que dijo, con lo cual habría que reflexionar sobre si lo único 
importante es cumplir el derecho o garantía, en este caso el ser es-
cuchado en juicio, como un mero trámite o si también es deseable 
que los operadores del sistema vayan más allá y trabajen en mejorar 
las prácticas relacionadas con el trato que se proporciona durante la 
interacción.

Por otro lado, los resultados muestran que aún persiste una alta 
sensación por parte de los jóvenes que han sido objeto de un pro-
cedimiento penal, de que el trato recibido por parte de la Policía es 
vejatorio y violatorio de derechos humanos ya que se reporta, por un 
alto porcentaje de ellos, que hubo humillación, amenaza o maltrato 
físico. Si bien podría pensarse que este tipo de respuestas se relacio-
nan con una mala relación y predisposición de estos adolescentes con 
cualquier figura de autoridad, llama la atención que tanto en el caso de 
los custodios como en el del juez, que también representan autoridad 
para ellos, el reporte de malos tratos es bastante bajo. Por ello, parece 
necesario que las fuerzas policiales hagan esfuerzos adicionales para 
mejorar y supervisar el trato que proporcionan a la población desde 
una perspectiva de respeto a los derechos humanos.

Finalmente, es bastante preocupante el trato que reportan estos jó-
venes que reciben en la institución de internamiento en relación con 
la recepción de artículos básicos de uso personal. La gran mayoría re-
portó no recibir ropa, zapatos, artículos de higiene personal, papel de 
baño, etc., con lo cual dependen de familiares o conocidos para que les 
suministren dichos artículos. Esto es bastante alarmante si se piensa 
que una parte fundamental en la reinserción de los adolescentes es la 
educación y el acompañamiento y, por el contrario, pareciera que hay 
bastante abandono de los menores durante este internamiento o, al 
menos, así es percibido por ellos.

Todas estas cuestiones son muy graves teniendo en cuenta que el 
trato recibido es fundamental desde la perspectiva de la Teoría de la 
Justicia Procedimental, pues si lo que se quiere es que los menores ten-
gan la disposición de participar en actividades que los acerquen a su re-
inserción en la sociedad, lo primero es hacerles ver que son merecedo-
res de un trato digno. Evidentemente, si han cometido algún delito por 
el que están siendo procesados o, incluso, por el que ya han recibido 
una sentencia condenatoria, su internamiento debería estar destinado 
a su reinserción y educación, mas no al castigo y a los malos tratos.

El segundo objetivo que se buscaba con este trabajo era determinar 
si existe una relación entre las variables justicia procedimental y com-
portamiento normativo. Para ello, se evaluó la relación entre distintos 
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indicadores a través de dos estadísticos. Los resultados obtenidos no 
fueron tan claros como se esperaba. Sin embargo, los mismos sí dan 
sustento, al menos de manera parcial, a la idea de que existe un efecto 
de la justicia procedimental en el comportamiento normativo de los 
adolescentes encuestados.

En el caso de la participación en actividades deportivas, educati-
vas y laborales, los resultados fueron ambiguos debido a que algunas 
variables se encontraron con significancia estadística pero en un sen-
tido distinto al esperado. Pueden ser varias las explicaciones a estos 
resultados. Por ejemplo, es posible que la participación en estas acti-
vidades no sea del todo voluntaria y que existan algunos mecanismos 
de coerción para que los adolescentes participen en ellas, con lo cual 
se disminuiría el efecto de los indicadores de justicia procedimental.

A pesar de ello, lo que sí mostraron los resultados es que aque-
llos que refirieron haber sido golpeados o lastimados por la policía 
preventiva tienen menos probabilidad de participar en actividades 
deportivas que los que no lo fueron; que aquellos que refirieron ha-
ber sido amenazados o humillados por el juez participaron menos en 
actividades educativas que los que no reportaron haberlo sido; y que 
aquellos que se han sentido amenazados o humillados por los cus-
todios participaron con menor probabilidad en actividades laborales 
que los que no lo fueron.  Es decir, que el trato recibido por estos jóve-
nes desde antes de su internamiento y durante el mismo, puede influir 
en su disposición a participar en este tipo de actividades que se supo-
ne que favorecen su reinserción social y el desistimiento de la conduc-
ta delictiva, con lo cual esta mala interacción con los operadores del 
sistema de justicia puede tener efectos negativos a muy largo plazo.

Por otro lado, en el caso de la valoración del internamiento efec-
tuada por el propio adolescente encuestado, en la que aparentemente 
no hay coerción, se encontraron tres variables que se relacionan con 
que la misma sea más o menos positiva. Aquellos que refirieron que 
reciben sábanas por la institución en la que se encuentran internados, 
aquellos que no reportaron amenazas o humillaciones por la policía 
judicial y aquellos que dijeron no haber sufrido maltrato físico por la 
policía judicial, valoraron mejor el internamiento y sus consecuen-
cias que aquellos que reportaron justamente lo contrario. De nuevo, 
estos resultados reflejan que el trato recibido previamente y durante 
el internamiento por parte de los operadores del sistema puede tener 
efectos a largo plazo, y que incluso pueden afectar el que el propio jo-
ven considere que su internamiento tuvo algún propósito positivo, lo 
cual es muy posible que influya también en su conducta una vez que 
se encuentre en libertad.

Finalmente, en el caso de la variable relacionada con haber reci-
bido o no un castigo en los últimos tres meses, llama la atención que 
las variables en las que se notaron diferencias estadísticamente signi-
ficativas tienen que ver con la escucha. Este resultado refleja la impor-
tancia que tiene para los jóvenes el haber sido escuchado de manera 
efectiva en el juicio, es decir, parece que es importante no solo sentirse 
escuchado sino, además, sentir que se dio importancia a lo que se dijo, 
en otras palabras, que se tuvo en cuenta su dicho al momento de la 
toma de decisiones, y ello parece influir en su comportamiento nor-
mativo o conforme a las normas posteriores, ya que aquellos que no 
se sintieron escuchados o que sintieron que no se dio importancia a lo 
que dijeron, tuvieron una mayor probabilidad de recibir un castigo en 
los últimos tres meses.

Este último resultado es sumamente interesante de cara al cumpli-
miento de derechos por parte de los operadores del sistema de justicia, 
ya que parece que existen formas más sutiles en las que los mismos 
deben cumplimentarse para que las personas sientan que están reci-
biendo un trato justo y digno, lo cual, de acuerdo a la Teoría de la 
Justicia Procedimental, es el núcleo para lograr un comportamiento 
normativo más legítimo y más duradero.

Todos estos resultados invitan a reflexionar sobre las cuestiones 
que deben atenderse para mejorar la relación entre los ciudadanos y 
las instituciones. La reforma de justicia que está en curso en nues-
tro país puede tener buenas intenciones y posiblemente un contenido 
adecuado, pero si las prácticas de implementación de justicia no son 
modificadas, es muy posible que no se presenten los resultados espe-
rados y que la brecha entre ciudadanos e instituciones siga creciendo.
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RESUMEN
En la actualidad, la violencia representa un problema que amenaza de forma 
constante la integridad social. Año con año se registran numerosos casos de 
violencia en los cuales la población joven suele fungir como responsable y/o 
víctima. Al respecto, la literatura ha sugerido que la violencia genera violencia, 
es decir, existe un nexo entre la experimentación de violencia en edades tem-
pranas y la generación de conductas violentas y delictivas.
En ese sentido, se ha propuesto que la generación de comportamientos violen-
tos puede explicarse a través de la interacción de factores biológicos y ambien-
tales (como la experimentación de violencia y otras fuentes de estrés en etapas 
tempranas del desarrollo). De manera particular, se ha señalado que la experi-
mentación de violencia en edades tempranas no sólo tiene consecuencias físi-
cas inmediatas, sino también secuelas a largo plazo, ya que los altos niveles de 
estrés generados por dicho fenómeno pueden tener un efecto deletéreo en el 
desarrollo óptimo del cerebro, principalmente en áreas que subyacen a proce-
sos emocionales y cognitivos.
A lo largo del presente capítulo se analizarán las consecuencias del estrés ge-
nerado por la violencia en edades tempranas en diversas estructuras y circui-
tos cerebrales. De igual manera, se revisarán las repercusiones en los procesos 
cognitivos y emocionales; y se analizará su relación con el comportamiento 
agresivo y delictivo en jóvenes.

Palabras clave: estrés temprano, violencia 
infantil, desarrollo cerebral, emoción y cognición. 
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Unos de los problemas que más lastima a nuestra sociedad es la vio-
lencia, pues a pesar de los diversos programas institucionales para 
erradicarla, sigue creciendo exponencialmente, propagándose a todos 
los ámbitos y niveles sociales. La violencia es ejercida no solo en las 
calles por personas ajenas a las víctimas, sino que con mucha frecuen-
cia se presenta en los ambientes en donde el individuo debería sentirse 
más seguro, como el trabajo, la iglesia, la escuela y la familia. Es así 
que, muy a menudo, los individuos son violentados por las personas 
que conocen, aquellas que deberían brindarles afecto, seguridad y 
sentido de pertenencia.

Algunas de las formas más comunes y graves de violencia son el 
maltrato infantil y el acoso escolar, los cuales, como trataremos en este 
capítulo, tienen importantes repercusiones neurobiológicas y psicoló-
gicas en las víctimas. El maltrato infantil y el acoso escolar son eventos 
traumáticos que generan estrés crónico en el organismo provocando 
una cadena de eventos neuro-hormonales que conducen a un desarro-
llo anómalo de las estructuras cerebrales relacionadas con la regulación 
emocional, la memoria, las funciones ejecutivas y las habilidades socia-
les. Este desarrollo anómalo permite que los individuos se mantengan 
más alertas, más reactivos y, por ende, se incremente su capacidad para 
sobrevivir. Sin embargo, cuando dichas características se combinan con 
factores sociales desfavorables, pueden facilitar que los individuos incu-
rran en conductas de riesgo como el abuso de sustancias, la delincuen-
cia y la violencia, pasando de ser víctimas a victimarios.

Pero antes de hablar de por qué la violencia infantil es un evento 
estresante, es menester definir algunos conceptos básicos. Primera-
mente, de acuerdo con la Organización Mundial de la Salud (OMS, 
2010) el maltrato infantil se define como los abusos y la desatención 
de que son objeto los menores de 18 años que causen o puedan causar 
un daño a la salud, desarrollo o dignidad del niño, o poner en peligro 
su supervivencia, en el contexto de una relación de responsabilidad, 
confianza o poder. La exposición a la violencia de pareja también se 
incluye a veces entre las formas de maltrato infantil.

TIPOS DE MALTRATO INFANTIL
El maltrato infantil puede ser de tipo físico, sexual, psicológico y 
por negligencia o abandono (De Bellis y Tomas, 2003; Mesa-Gresa y 
Moya-Albiol, 2002). El maltrato físico se define como toda acción no 
accidental por parte de los padres o cuidadores que provoque daño 
físico o enfermedad en el niño o lo ponga en riesgo de padecerlo. 

El abuso sexual infantil involucra un contacto sexual por parte de 
un adulto hacia un menor de 18 años de edad. La mayoría de las defi-

niciones involucran la coerción o poder que el abusador tiene sobre la 
víctima y la asimetría de edad  (Horno y Santos, 2001).

El maltrato emocional o psicológico son las formas de hostilidad 
verbal crónica como insultos, desprecios, críticas o amenazas de aban-
dono, así como el constante bloqueo de las iniciativas de interacción 
infantiles (desde la evitación hasta el encierro) por parte de cualquier 
adulto del grupo familiar, e incluye formas de atemorizar, humillar o 
rechazar a los menores (Cicchetti y Toth, 2005).

Por último, la negligencia se define como la ausencia de suficiente 
atención, sensibilidad y protección que son apropiados para la edad y 
las necesidades del infante (National Scientific Council on the Deve-
loping Child, 2012), es decir, cualquier acción o falla en la acción por 
parte de un padre o cuidador que resulte en la muerte, daño severo 
tanto físico como emocional, abuso sexual o explotación o cualquier 
acto que presente un riesgo inminente de un daño severo (U.S. De-
partment of Health and Human Services, 2012) en menores de 18 años 
(De Bellis, 2005). La negligencia puede ser de tipo físico y emocional. 
Mientras que en el primero, los padres o cuidadores fallan al proveer 
al niño de una nutrición adecuada, vestido, educación, higiene, aten-
ción médica o educación; en el segundo fallan al demostrar calidez 
emocional, brindar afecto físico, atención, cuidado y responder a sus 
demandas (Strathearn, 2011).

ACOSO ESCOLAR 
Otro tipo de violencia que viven los niños y adolescentes es el acoso 
escolar, mejor conocido por su nombre en inglés bullying.  Este tér-
mino deriva del vocablo inglés bully, que significa (como sustantivo) 
matón, mientras que como verbo denota maltratar o amedrentar (Lo-
redo-Abdalá, Perea-Martínez y López-Navarrete, 2008; Trautmann, 
2008). El bullying es el conjunto de comportamientos de persecución 
física y/o psicológica que realiza un alumno o un grupo de alumnos, 
en forma hostil y abusando de un poder real o ficticio contra un com-
pañero, en forma repetitiva y duradera con la intención de causarle 
daño. Esta acción negativa e intencionada sitúa a la víctima en una 
posición de la que difícilmente puede escapar por sus propios medios 
(Olweus, 1993) y puede incluir diversos tipos de violencia, siendo los 
más comunes la de tipo verbal (Valadez, 2008), física, social y psicoló-
gica (Arellano, Chirinos, López y Sánchez, 2007). 

INCIDENCIA DE LA VIOLENCIA INFANTIL
Miles de niños, niñas y adolescentes crecen en un contexto de violen-
cia cotidiana que deja secuelas profundas e incluso termina cada año 
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con la vida de ellos. Gran parte de esta violencia permanece oculta, y 
en ocasiones, es aprobada socialmente (UNICEF, 2014). 

Estudios internacionales revelan que un 23% de la población de 
ambos sexos refiere haber sufrido maltrato físico en la infancia. Se 
calcula que al año mueren más de 34 mil niños menores de 15 años 
(UNICEF, 2014). 

Aunque la violencia infantil siempre ha existido, en México, fue 
el Hospital de Pediatría del Centro Médico Nacional el primero en 
reconocer grupos de niños con maltrato en 1965. Instituciones como 
el DIF (Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia) y 
el INEGI (Instituto Nacional de Estadística y Geografía) desde el año 
1999 llevan un registro de denuncias y casos descubiertos de maltrato 
infantil (Moreno-Pérez, 2013). No obstante, dichas cifras no se publi-
can periódicamente, por lo que son escasas y poco conocidas a nivel 
público.

Según un informe publicado por UNICEF (2017), 1 de cada 2 ni-
ños, niñas y adolescentes han sufrido violencia psicológica por algún 
miembro de su familia, y 1 de cada 10 menores de 17 años han sufrido 
algún otro tipo de violencia.

Un reporte publicado el 9 de agosto de 2014 por la Fiscalía para 
la Investigación de Delitos Sexuales de la Procuraduría General de 
Justicia del Distrito Federal mencionó que 6 de cada 10 menores de 
edad son víctimas de algún tipo de maltrato. En 2013 se registraron 
5,736 denuncias, mientras que solo en el primer trimestre de 2014 se 
contabilizaron 2,216: casi la mitad de las acusaciones que en 2013. 
Desgraciadamente la mayoría de las denuncias no prosperan porque 
el menor no quiere seguir declarando, porque lo inducen a cambiar de 
versión o por la burocracia y el tiempo que estos trámites implican.  

El tipo de maltrato que se ejerce contra los menores de edad, se-
gún datos del Instituto Nacional de las Mujeres, está relacionado con 
algunos factores familiares (IN Mujeres, 2007). Así, el maltrato físico 
y físico severo es mayor en niños varones que viven con otros familia-
res y en donde no hay presencia ni del padre ni de la madre (22.3% y 
30.9% respectivamente); el maltrato psicológico se da mayormente en 
hogares con mamá y padrastro (61.6%); el maltrato por negligencia 
y el abuso sexual tienen mayor prevalencia en hogares donde vive el 
papá y la madrastra (22.4% y 7.1% respectivamente). En las niñas, el 
maltrato físico se presenta con mayor prevalencia cuando estas viven 
con otros familiares (25% y 20%); el maltrato emocional, por negli-
gencia y el abuso sexual son más frecuentes en hogares donde viven 
mamá y padrastro (66.3%, 10.6% y 15.3% respectivamente).

En cuanto al abuso sexual infantil (ASI) en 2017 se reportó que 

17 millones de mujeres adultas refirieron haber sufrido abuso sexual 
durante su infancia; además, 9 de cada 10 víctimas fueron abusadas 
por personas cercanas. En 2016, 9 millones de niñas y adolescentes 
menores de 19 años sufrieron este tipo de maltrato (UNICEF, 2017). 
En el año 2000 se estimó que más de 1.8 millones de niños, niñas y 
adolescentes fueron sometidos a prostitución y pornografía, mientras 
que 1.2 millones fueron víctimas de trata (Organización Internacional 
del Trabajo-ILO, 2002). La UNICEF, en el año 2010 declaró que 228 
menores de edad son víctimas de abuso cada hora. 

El INEGI publicó en 1999 la Encuesta sobre Violencia Intrafami-
liar (ENVIF) en donde se reveló que una tercera parte de las familias 
mexicanas sufren de este tipo de violencia. Para el 2003, la misma 
institución reportó que 27,301 niños y niñas son maltratados. Jalisco 
fue una de las cinco entidades federativas que sobrepasaron la media 
nacional con 939 casos de niños maltratados y 147 por ASI.

El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF)
reportó de manera oficial que de 1999 a 2004 el abuso sexual era una 
forma de maltrato (Moreno-Pérez, 2013). Por otra parte, el Ministerio 
Público de la Ciudad de México reportó que existieron 21 mil denun-
cias comprobadas de maltrato infantil, lo que representó un 20% del 
total de denuncias (Moreno-Pérez, 2013).

La Fiscalía General del Estado de Jalisco, a través de la Unidad de 
Investigación Contra Delitos de Trata de Personas, Mujeres, Menores 
y Delitos Sexuales, reportó que en el año 2013 se presentaron 1,218 
casos de ASI, en 2014 hubo un incremento del 12.47% con 1,370 ca-
sos, mientras que para el 2015 existió un incremento de 53.06% con 
un total de 2,097 casos denunciados. Finalmente, durante el primer 
semestre de 2016 se habían reportado ya 2,250 casos de ASI.

En cuanto al acoso escolar, a nivel mundial se reporta que 1 de cada 
3 estudiantes entre los 13 y 15 años han experimentado algún tipo 
de acoso en la escuela, es decir, más de 130 millones de adolescentes 
de diferentes países. Asimismo, 3 de cada 10 alumnos (17 millones) 
en Europa y Norteamérica admtieron haber cometido acoso escolar 
contra otros (UNICEF, 2017). 

El Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación de México 
reportó que, en las escuelas primarias y secundarias, el robo de algún ob-
jeto o dinero es el tipo de violencia más frecuente (46% y 43% para cada 
escuela, respectivamente), seguido de las burlas constantes (24% y 13%), 
la agresión física (17% y 14%) y el recibir amenazas de otro estudiante o 
grupos de estudiantes (17% y 13%) (Aguilera, Muñoz y Orozco, 2007). 

Con relación a Guadalajara, Valadez (2008) reportó que en escue-
las secundarias del área urbana, el tipo de violencia que presenta la 
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mayor incidencia es la psicológica, caracterizada mayoritariamente 
por poner apodos, hablar mal del alumno, ridiculizar y —con porcen-
tajes bajos— amenazas con armas. En segundo lugar aparece el mal-
trato por exclusión, en sus modalidades de impedir la participación, 
incurrir en el rechazo, ignorar y hacer menos al estudiante. En tercer 
lugar se ubica el maltrato verbal en forma de insultos y en cuarto el 
maltrato económico bajo la forma de esconder cosas, robo de dinero 
y destrozos a propiedades.

LA VIOLENCIA INFANTIL COMO UN INDUCTOR DE ESTRÉS 
En el desarrollo del cerebro interactúan la maduración (cambios bio-
lógicos) y la experiencia. Mientras que el despliegue de la arquitectu-
ra básica del sistema nervioso central (SNC) está especificada en los 
genes (maduración), el establecimiento de las conexiones en detalle 
de unas neuronas con otras es la consecuencia de las experiencias del 
individuo en un ambiente determinado (Teicher, Andersen, Polcari, 
Anderson y Navalta, 2002). 

Aunque el desarrollo del SNC comienza a los 18 días después de la 
concepción y se prolonga durante toda la vida, existen etapas críticas 
en las que los cambios madurativos son más drásticos, y por ende, las 
influencias externas pueden ser determinantes. Dos de estas etapas 
son la niñez y la adolescencia, las cuales constituyen un periodo crí-
tico en el desarrollo del sistema nervioso central e involucran meca-
nismos de crecimiento y optimización de las conexiones entre estruc-
turas cerebrales (como la proliferación dendrítica, la mielinización de 
las vías nerviosas y más tarde, las podas neurales y sinápticas.11 Todos 
estos cambios hacen de la niñez y la adolescencia etapas muy vulnera-
bles a eventos medioambientales adversos, como la violencia. Dichos 
eventos generan una respuesta en el organismo conocida como estrés. 

El estrés es una respuesta automática y natural del organismo ante 
eventos que resultan amenazantes o desafiantes, los cuales provocan 
un desequilibrio en la capacidad de adaptación. Ante esto se genera 
una respuesta neuroendocrina, conductual y emocional con la finali-
dad de recobrar la homeostasis (Sierra, Ortega, y Zubeidat, 2003). Sin 

11 Las dendritas son una especie de ramas por las que las neuronas reciben la 
información, mientras que los axones son las prolongaciones por las que las 
neuronas transmiten dicha información. Las regiones por las que una neurona se 
conecta con otra se llaman sinapsis; una neurona se puede conectar hasta con 
otras 10,000. Al nacer, el cerebro cuenta con muchas más neuronas y sinapsis de 
las va a necesitar en la vida adulta, y por tanto, hay etapas del desarrollo en que se 
realiza una poda, es decir, la desaparición de las neuronas y sinapsis que no se re-
quieren. Lo anterior permite que las neuronas sobrevivientes conformen circuitos 
más eficientes. 

embargo, cuando la respuesta es excesiva o prolongada ocasiona daños 
anátomo-funcionales en diferentes sistemas, que a su vez pueden gene-
rar diversas enfermedades o agravar las ya existentes (McEwen, 1998).

El estrés no es solo una respuesta orgánica, sino el producto de 
la interacción dinámica entre la persona y el ambiente, es decir, que 
la persona no es una víctima pasiva del estrés, pues su forma de in-
terpretar los acontecimientos y la manera de valorar sus propios re-
cursos y posibilidades para enfrentarlos determina en gran medida la 
magnitud de la experiencia ante este (Navas, en Naranjo, 2009). Por 
tal razón, el cerebro es un órgano clave para la generación del estrés 
porque es el que dictamina qué es amenazante y qué no lo es. Así mis-
mo, es el encargado de controlar tanto las respuestas físicas como las 
psicológicas (McEwen, 2004).

Existen dos vías de respuesta del organismo ante episodios ame-
nazantes, las cuales se generan de manera simultánea. Una vía de res-
puesta lenta (que involucra al cortisol) y una rápida (que implica a las 
catecolaminas). Cada una le permite al organismo tener la energía y 
el estado de alerta necesario para responder a situaciones desafiantes 
(Kloet, Joëls y Holsboer, 2005). 

La respuesta rápida depende de la activación simpática por medio 
de la secreción de catecolaminas como la adrenalina, la cual es segre-
gada por la médula suprarrenal, y la noradrenalina, que es segregada 
por las terminales nerviosas simpáticas. A su vez, la activación de una 
región cerebral conocida como locus coeruleus (locus cerúleo) provoca 
la secreción de noradrenalina en la corteza cerebral, en el hipotálamo, 
en la médula espinal y en el sistema simpático periférico (Murcio-Ra-
mírez, 2007).  Tanto la adrenalina como la noradrenalina son encar-
gadas del estado de alerta para la llamada respuesta de “lucha-huída” e 
intervienen en procesos como la dilatación de pupilas, el aumento de 
la coagulación, el incremento de la presión arterial, la vasodilatación 
muscular y la vasoconstricción cutánea (Nogareda, 1994).

La vía de respuesta lenta comprende la activación del Eje hipotalá-
mico-hipofisario-adrenal, o Eje HHA, y con ello la secreción de corti-
sol desde las glándulas suprarrenales (Kloet, Joëls y Holsboer, 2005).  
Este eje funciona a partir de una cascada de sucesos neurohormonales 
que inicia con la liberación desde el hipotálamo de la hormona libe-
radora de corticotropina o CRH, la que a su vez contribuye con la 
secreción y liberación de la hormona adrenocorticotropina o ACTH 
desde la glándula hipófisis (también conocida como pituitaria). Poste-
riormente, la ACTH viaja por el torrente sanguíneo y llega a las glán-
dulas adrenales contribuyendo a la secreción de la hormona cortisol 
(Lupien et al., 2007) (Figura 1). 
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Figura 1. Respuesta al estrés. El Eje hipotalámico-hipofisario-adrenal (HHA) se 
activa simultáneamente con el sistema catecolaminérgico (1). La noradrenalina 
que es liberada como resultado de la estimulación del locus coeruleus, (1) activa 
a la amígdala, la cual es responsable de regular la emoción y la ansiedad. A raíz de 
la activación en la amígdala, las neuronas ubicadas en el núcleo paraventricular del 
hipotálamo (2) secretan la hormona liberadora de las corticotropinas (CRH) (3), 
la cual es transportada a la parte anterior de la hipófisis (4) donde se estimula la 
producción y liberación de la hormona adrenocorticotropina (ACTH) (5), la cual, a su 
vez, estimula a la corteza adrenal (6) para la liberación del cortisol (7).

El cortisol es un glucocorticoide considerado la hormona del es-
trés ya que coordina efectos en varios órganos para ayudar al cuerpo 
a enfrentarse a un estímulo potencialmente amenazante o desafian-

te. Por una parte, aumenta el nivel de la glucosa en la sangre; por 
otro lado, reduce la sensibilidad periférica a la insulina para hacer 
posible que el organismo disponga de más energía, y finalmente, re-
duce la inflamación para mejorar la reacción frente a daños agudos 
(Schimmer y Parker, 2007). Esta hormona ejerce además una retroa-
limentación negativa sobre la liberación hipotálamo-hipofisaria de 
la CRH y de ACTH.

En condiciones normales, la secreción de cortisol sigue un ritmo 
circadiano de 24 horas en donde se observa el pico más elevado por 
la mañana para ir disminuyendo conforme pasa el día (Lupien et al., 
2007). Bajo una situación de estrés, hay un incremento en el torrente 
sanguíneo de cortisol que alcanza su pico a los 15-30 minutos después 
del evento estresante para después ir disminuyendo gradualmente pa-
sados los 60-90 minutos (Kloet, Joëls y Holsboer, 2005).

El cortisol viaja a través del torrente sanguíneo y llega al cerebro 
uniéndose a sus receptores ubicados en distintas estructuras, princi-
palmente en el hipocampo, la amígdala y los lóbulos frontales (Lu-
pien et al., 2007). Estos centros cerebrales están relacionados tanto 
con las emociones como con la memoria para información emo-
cionalmente relevante. Es entonces que el cortisol y las catecolami-
nas les permiten, tanto a la amígdala como al hipocampo, hacer una 
adecuada codificación de la información emocional. Más adelante 
platicaremos la relación del acoso escolar y el abuso sexual infantil 
con la consolidación de la memoria. 

Existen dos tipos de receptores con alta afinidad al cortisol. El tipo I (a 
mineralocorticoides) y el tipo II (a glucocorticoides). Existen diferencias 
notables entre los dos tipos de receptores. El primero presenta un 60% 
mayor afinidad que el receptor tipo II. Esto quiere decir que, ante con-
diciones normales, el receptor tipo I tiene mayor ocupación pero ante 
los picos circadianos (por la mañana, en humanos) y ante eventos es-
tresantes, la ocupación del receptor tipo II también se incrementa hasta 
alcanzar un 70% de su capacidad. Cuando la ocupación de este receptor 
rebasa este porcentaje, se genera citotoxicidad en las células del cerebro. 

Otra característica que diferencia a ambos tipos de receptores es 
que los de tipo I están localizados exclusivamente en el sistema límbi-
co, mientras que los de tipo II tienen una distribución preferencial en 
la corteza prefrontal (CPF) (Lupien et al., 2007). Es por ello que la CPF 
es especialmente sensible ante los efectos del estrés, como profundiza-
remos más adelante. 

Ante el estrés crónico, se presenta una hipersecreción de cortisol 
que aumenta el riesgo de desarrollar psicopatologías y trastornos del 
desarrollo (Kloet, Joëls y Holsboer, 2005). En el caso de la violencia 
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infantil, la consolidación de memorias emocionalmente relevantes 
juega un papel en contra del individuo, retroalimentando a los recuer-
dos recurrentes e intrusivos presentes en trastornos como el de estrés 
postraumático. Además, la activación prolongada y continua del Eje 
HHA puede conllevar riesgos para la salud, por ejemplo, incrementa 
la probabilidad de desarrollar hipertensión, diabetes y enfermedades 
arteriales. En casos de estrés crónico, aumenta el riesgo de contraer 
infecciones, ya que la activación del Eje HHA suprime al sistema in-
mune (McEwen, 2004). Además, la hipercortisolemia puede ser neu-
rotóxica en ciertas estructuras cerebrales (McEwen, 2002; 2008).

La violencia infantil representa una experiencia altamente estresan-
te que puede alterar permanentemente la retroalimentación negativa 
que ejerce el cortisol sobre el Eje HHA, y con ello su funcionamiento. 
Algunos estudios han mostrado que las víctimas de maltrato infantil 
presentan mayores niveles de cortisol, especialmente si además pade-
cen depresión (Cicchetti, Rogosch, Gunnar y Toth, 2010; Heim et al., 
2000, 2008) y/o trastorno de estrés postraumático (TEPT) (Carrion et 
al., 2002; De Bellis, Keshavan, et al., 1999). Por ejemplo, en un estudio 
efectuado en nuestro laboratorio se encontró que los niveles de cortisol 
en saliva eran mayores en adolescentes de 12 a 15 años de edad con 
trastorno de estrés postraumático secundario (TEPT) por abuso sexual 
que en sus pares sin estos antecedentes. Las muestras de saliva fueron 
tomadas en tres momentos: al despertar, 30 minutos después de desper-
tar y una más antes de dormir, durante dos días consecutivos entre los 
días 4 y 7 posteriores al sangrado menstrual (Sanz-Martin, et al., 2019).

Sin embargo, algunos otros estudios han mostrado menores nive-
les de cortisol en niños y adolescentes con maltrato infantil (Keeshin 
et al., 2014; King, Mandansky, King, Fletcher y Brewer, 2001; Seltzer 
et al., 2014). Una explicación a tales discrepancias puede versar en el 
tiempo que ha transcurrido desde la presentación del evento traumá-
tico y la cronicidad del mismo, pues algunos de los estudios que han 
mostrado niveles bajos de cortisol se han efectuado en personas que 
acababan de vivir un evento estresante (Keeshin et al. 2014).

En conclusión, la violencia infantil es un evento estresante que se 
asocia con alteraciones importantes en la regulación de los sistemas 
del estrés, lo cual, como veremos a continuación, propicia cambios 
anátomo-funcionales en el SNC (Grassi-Oliveira, Ashy & Stein, 2008; 
Lee y  Hoaken, 2007). Con respecto a lo anterior, el Dr. Martin Teicher 
y su equipo (2002) proponen un modelo en cascada que describe y ex-
plica el efecto de la exposición al estrés en edades tempranas. En este 
modelo se sugieren cinco efectos del estrés temprano:

• Primero: activación de los sistemas hormonales de respuesta al 

estrés, principalmente, del Eje HHA.
• Segundo: la exposición del cerebro en desarrollo a las hormonas 

del estrés afecta la mielinización, la morfología neural, la neuro-
génesis y la sinaptogénesis.

• Tercero: las diferentes regiones cerebrales difieren en su sensi-
bilidad al estrés.

• Cuarto: los cambios neuroanatómicos antes descritos tienen 
consecuencias funcionales permanentes en el cerebro.

• Quinto: los cambios anteriormente mencionados conducen a 
una mayor vulnerabilidad neuropsiquiátrica, lo que pone a los 
individuos en mayor riesgo de desarrollar TEPT, depresión, 
desorden de personalidad límite, desorden de identidad diso-
ciativa, abuso de sustancias y conductas violentas.

CONSECUENCIAS NEUROBIOLÓGICAS DEL MALTRATO INFANTIL
Como mencionamos anteriormente, la exposición a situaciones alta-
mente estresantes durante la infancia y adolescencia puede generar 
cambios cerebrales adversos entre los que destacan la pérdida acelera-
da de neuronas, retrasos en el proceso de mielinización axonal, anor-
malidades en el desarrollo apropiado de la poda neural, inhibición en 
la neurogénesis y la gliogénesis12 (Bohn, 1980; De Bellis, 2005; Lauder, 
1983; Teicher et al., 2003).

Se ha reportado que los niños maltratados muestran un menor vo-
lumen total cerebral (Hanson et al, 2010) habiendo una correlación 
negativa entre dicho volumen y la duración del abuso, y una positi-
va con la edad del inicio del maltrato (De Bellis, 2005). Sin embargo, 
como lo señalan Teicher y colaboradores (2002), existen regiones cere-
brales que son más vulnerables al estrés temprano. Dichas regiones tie-
nen en común que se desarrollan durante los primeros años de la vida, 
poseen un alto nivel de receptores tipo II y presentan cierto grado de 
neurogénesis postnatal (Grassi-Oliveira, Ashy y Stein, 2008). A conti-
nuación revisaremos las regiones cerebrales en donde se han encon-
trado alteraciones en las víctimas de violencia infantil y analizaremos 
las implicaciones de lo anterior en el comportamiento y la cognición.

HIPOCAMPO
El hipocampo es una estructura del sistema límbico que juega un pa-
pel muy importante en la memoria y el aprendizaje (Gumá, 2001), 
siendo además una de las estructuras cerebrales más afectadas por la 
violencia infantil. Con respecto a lo anterior, los estudios realizados en 

12 La gliogénesis se refiere a la generación de células gliales, las cuales son el sopor-
te de las neuronas. 
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adultos con TEPT, trastorno límite de la personalidad y depresión (y 
que vivieron violencia infantil) han mostrado consistentemente una 
disminución del volumen del hipocampo, principalmente del hemis-
ferio izquierdo (Bremner, et al., 2003; Schmahl, Vermetten, Elzinga y 
Bremner 2003; Vythilingam, et al., 2002).

A diferencia de los adultos, la mayoría de los estudios con niños 
violentados no han encontrado una reducción significativa de esta es-
tructura, aun cuando presentan el diagnóstico de TEPT (De Bellis, 
Keshavan, et al., 1999; Carrion et al., 2001) y son comparados con 
niños sanos con las mismas condiciones sociodemográficas (De Be-
llis, Keshavan, 2002b). La única excepción es un estudio longitudinal 
realizado por Carrion, Weems y Reiss (2007) quienes observaron un 
decremento con el tiempo del volumen del hipocampo en niños con 
TEPT e historia de maltrato infantil, lo cual se asoció tanto a los sín-
tomas de TEPT como a los niveles de cortisol.

Aunque la reducción del volumen hipocampal en las víctimas de 
violencia infantil sea evidente en la adultez, las deficiencias en su fun-
cionamiento están presentes desde etapas tempranas del desarrollo. 
Así, se ha reportado que las víctimas de violencia infantil suelen pre-
sentar deficiencias en la memoria explícita (consciente), especialmen-
te cuando a consecuencia de este hecho experimentan TEPT (Samuel-
son, Krueger, Burnett y Wilson, 2010). En nuestro laboratorio hemos 
encontrado que las niñas y adolescentes con TEPT secundario a ASI 
presentan una menor ejecución en diversas tareas de memoria explí-
cita (listas de palabras e historias), tanto si la información a memori-
zar tiene contenido neutro o emocional (placentero o displacentero) 
(Pérez-Camacho, 2015; García-León, 2016). 

En adultos que fueron víctimas de abuso infantil, también se ha 
observado un menor rendimiento en tareas que miden la memoria 
explícita (Bremner et al., 1995), el cual tiene relación tanto con el 
número de años de abuso (Navalta, Polcari, Webster, Boghossian y 
Teicher, 2006) y la severidad del mismo, como con la intensidad del 
TEPT (Bremner, Vermetten, Afzal y Vythilingam, 2004).

AMÍGDALA
La amígdala es una pieza clave de la compleja maquinaria emocional 
pues funge como un sistema de alarma capaz de generar respuestas 
emocionales primitivas, permite la evaluación de estímulos amena-
zantes, el condicionamiento del miedo, el reconocimiento de las emo-
ciones de los demás (en conjunto con la corteza infero-temporal y la 
corteza prefrontal) y la memoria para eventos emocionales (Dolcos, 
LaBar y Cabeza, 2006; Kandel, Schwartz, Jesell, Siegelbaum, y Huds-

peth, 2012; Sanz-Martin, Guevara, Corsi-Cabrera, Ondarza-Rovira y 
Ramos-Loyo, 2006).

Se ha reportado que los adultos que sufrieron violencia infantil 
muestran una hiperactivación de la amígdala ante estímulos amena-
zantes (Dannlowski et al., 2012). Con relación a esto, se ha observado 
que tanto en los niños y adolescentes que sufren malos tratos o acoso 
escolar, como en los adultos que padecieron estos flagelos en la in-
fancia, es común la ansiedad crónica (Barudy. 1998), el TEPT (Chae, 
Goodman, Eisen y Qin, 2011), los trastornos de conducta, la depre-
sión, las prácticas autodestructivas y los intentos de suicidio, y el suici-
dio (Carmen, Rieker y Mills, 1984; Cicchetti y Coth, 1998; Copeland, 
Wolke, Angold y Costello, 2013; Flitter, Elhai y Gold, 2003; Kaltiala-
Heino y Fröjd, 2011; Valadez et al., 2011; Vander Wal, De Wit y Hira-
sing, 2003; Williams, Chambers, Logan y Robinson, 1996). Además, 
muestran diferencias en la habilidad para identificar las emociones. 
Mientras que los niños con negligencia presentan deficiencias en el 
reconocimiento de las emociones en general, los niños víctimas de 
maltrato físico tienen una mayor habilidad para reconocer el enojo 
(Pollak, Cicchetti, Hornung y Reed, 2000; Pollak y Sinha, 2002) y el 
miedo (Masten, et al., 2008), manifestando además dificultad para 
reconocer los rostros de tristeza (Pollak et al., 2000; Pollak y Sinha, 
2002).  Al igual que Pollak y colaboradores (2000, 2002), nosotros 
también observamos que las chicas de 8 a 16 años con TEPT secunda-
rio a abuso sexual mostraron dificultad para denominar las expresio-
nes faciales de tristeza. 

Finalmente, la amígdala juega un papel crucial en la consolidación 
de recuerdos emocionales gracias a sus conexiones con estructuras 
tales como el lóbulo temporal y la corteza prefrontal. En el laboratorio 
hemos encontrado que los adolescentes de secundaria con ansiedad 
víctimas de acoso escolar presentan, en comparación con víctimas sin 
ansiedad y no víctimas, mayor facilidad para retener a corto plazo ros-
tros con expresiones de enojo, así como a largo plazo, palabras e his-
torias con contenido emocional displacentero (Álvarez-Núñez, 2017).

CORTEZA PREFRONTAL Y CÍNGULO ANTERIOR
La corteza prefrontal (CPF) juega un papel primordial en la regula-
ción de las funciones de orden superior, como son la atención, la me-
moria de trabajo, el control inhibitorio, la planeación, el control de 
los movimientos, la personalidad, la conducta social (Rains, 2003) y 
la extinción de los aprendizajes (Morgan, Schulkin y LeDoux, 2003) 
(Figura 2). Particularmente, la región dorsolateral provee el soporte 
cognoscitivo a la organización temporal del comportamiento, el habla 
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y el razonamiento; se relaciona con funciones ejecutivas tales como 
la memoria de trabajo y la planificación (Tekin y Cummings, 2002). 
Las regiones medial y orbitofrontal intervienen en la regulación de las 
respuestas emocionales generadas en la amígdala, permitiendo una 
revaloración de las situaciones, y por consiguiente, un afrontamiento 
más efectivo (Ochsner, Bunge, Gross y Gabrieli, 2002). Así, la afec-
tación de la corteza prefrontal medial y lateral puede incrementar la 
sensibilidad al estrés y propiciar el desarrollo de trastornos depresivos 
y ansiosos. Además, estas áreas participan  en la toma de decisiones 
y en el procesamiento de la culpa (Blair, 2004; 2010; Gao et al., 2009; 
Müller et al., 2008; Oliveira-Souza et al., 2008; Wagner et al., 2011). 
Por su parte, el cíngulo anterior es una estructura que sirve de interfaz 
entre el sistema límbico y la neocorteza, y que por lo tanto participa 
en procesos como la atención, la motivación, la modulación de las 
respuestas emocionales, la detección de errores y la inhibición de res-
puestas (Figura 2). Dada la relación funcional entre ambas estructu-
ras, las trataremos en el mismo apartado.

CORTEZA PREFONTAL

CORTEZA PREFRONTAL
ORBITOMEDIAL

CORTEZA 
DEL CÍNGULO

CORTEZA PREFRONTAL
DORSOLATERAL

CORTEZA PREFRONTAL
VENTROMEDIAL

A B

C

Figura 2. (A) Corteza prefrontal y (B) sus diferentes áreas: ventromedial, orbitomedial 
y dorsolateral. (C) Corteza del cíngulo.

Se ha demostrado que el estrés crónico puede impedir la inhibición 
normal que la CPF ejerce sobre el sistema límbico (De Bellis, 2005; 
Grassi-Oliveira et al., 2008). A este respecto, se ha observado que muje-
res con TEPT que vivieron abuso sexual en la infancia mostraron me-
nor flujo sanguíneo en la corteza prefrontal medial y el cíngulo anterior 
al recordar el abuso sexual del que fueron objeto (Bremner et al., 1999). 
En niños con negligencia se encontró también una disminución en el 
metabolismo de la glucosa, tanto en la corteza prefrontal bilateral (re-
gión orbital y corteza prefrontal infralímbica), como en la amígdala y 
el hipocampo.

En lo concerniente a los cambios neuroanatómicos, los estudios en 
adultos que sufrieron abuso en la infancia han mostrado que hay una 
reducción en el volumen de la sustancia gris de la CPF, principalmente 
de la región orbital (Frodl, Reinhold, Koutsouleris, Reiser y Meisenza-
hl, 2010), dorsolateral, dorsomedial izquierda y medial derecha (An-
dersen et al., 2008; Tomoda et al., 2009; Van Harmelen et al., 2010). 
Se ha reportado que los adultos con TEPT o con depresión mayor que 
fueron maltratados en su infancia muestran una reducción del cíngu-
lo anterior derecho (Kitayama, Quinn & Bremner, 2006; Treadway et 
al., 2009; Tomoda et al., 2009).

A diferencia de los adultos, los estudios con niños maltratados han 
mostrado algunas contradicciones. Por ejemplo, mientras que hay tra-
bajos que han referido que los niños maltratados con TEPT tienen un 
mayor volumen de la materia gris de la CPF (De Bellis et al., 1999; Ca-
rrion et al., 2009), otros han encontrado un menor volumen en niños 
con características semejantes (De Bellis, 2002b), especialmente en las 
regiones dorsolateral y orbital (De Brito et al., 2013; Hanson et al., 2010). 

La incapacidad de la CPF y el cíngulo para regular las respuestas 
emocionales de la amígdala y de otras regiones del cerebro en las víc-
timas de violencia infantil puede propiciar la aparición de estrés psi-
cosocial, dificultades conductuales, conducta antisocial, agresividad, 
irritabilidad, comportamientos sexuales precoces, depresión, ideación 
suicida, abuso de alcohol y de drogas (Erickson, Egeland y Pianta, 1989; 
Lee y Hoaken, 2007; Pino y Herruzo, 2000; Watts-English, Fortson, Gi-
bler, Hooper y De Bellis, 2006). Nosotros estudiamos a un grupo de 
chicas de 12 a 15 años con TEPT secundario a abuso sexual y encontra-
mos que, con respecto a sus pares sin antecedentes traumáticos, tenían 
menos habilidades sociales y más problemas de conducta, lo cual se 
correlacionó con sus niveles de cortisol (Preciado-Mercado, 2017).

Además, en los adultos con antecedentes de violencia infantil es 
cuatro veces mayor la incidencia de los trastornos de personalidad 
(Johnson, Cohen, Brown, Smailes y Bernstain. 1999).
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Por otra parte, la CPF juega también un papel crucial en el fun-
cionamiento ejecutivo (FE), entendido como el conjunto de las ca-
pacidades mentales necesarias para formular un plan, idear los pasos 
intermedios y llevar a cabo la tarea según lo planeado (Lezak, 1982). 
Las FE están implicadas en la regulación de la conducta manifiesta y 
en la regulación de pensamientos, recuerdos y afectos que promueven 
un funcionamiento adaptativo (Verdejo-García y Bechara, 2010). En-
tre las principales FE destacan la memoria de trabajo, el control inhi-
bitorio, la flexibilidad mental, la actualización, el monitoreo (Miyake 
et al., 2000) y la toma de decisiones (Verdejo-García y Pérez-García, 
2007).  A este respecto, se ha encontrado que los niños y jóvenes con 
maltrato presentan respuestas perseverativas (es decir, que se repiten 
una y otra vez a pesar de ser inadecuadas), dificultad para la planea-
ción de alternativas (Lee y Hoaken, 2007) y un bajo control inhibitorio 
(Lee y Hoaken, 2007; Mezzacappa et al., 2001; Navalta et al., 2006).

En nuestro laboratorio hemos realizado diversas investigaciones 
con el objetivo de esclarecer la magnitud de las alteraciones ejecutivas 
en niños y adolescentes con antecedentes de violencia infantil. Prime-
ramente, con respecto a la capacidad para inhibir respuestas motoras, 
observamos que los varones con antecedentes de maltrato físico seve-
ro mostraban más errores de comisión ante los rostros de enojo que 
ante los de alegría (Ron-Grajales, 2015). Las chicas con TEPT secun-
dario a ASI mostraron también deficiencias en el control inhibitorio 
(Sanz-Martin et al., 2019), así como en la memoria de trabajo, la cual 
es la capacidad de retener por un breve periodo de tiempo una canti-
dad limitada de información y manipularla (García-León, 2016; Sanz-
Martin et al., 2019; Sanz-Martin y Calderón-Zepeda, 2016). Además, 
ellas muestran dificultades para evaluar sus acciones o pensamientos 
actuales de acuerdo a experiencias pasadas para así guiar la toma de 
decisiones, anticipar las consecuencias de sus actos, seleccionar obje-
tivos, planear y mantener la actividad mental o motora de acuerdo a lo 
planificado (Sanz-Martin et al., 2019; Rizo, et al., 2015).

Finalmente, se ha reportado que el lóbulo frontal derecho participa 
en las emociones negativas y de evitación, mientras que el izquier-
do en las positivas y/o de acercamiento; dicha participación se puede 
evaluar a través del registro electroencefalográfico (EEG). Con esta 
técnica se ha encontrado que los niños y adolescentes maltratados 
presentan (en reposo) una mayor actividad en el hemisferio derecho 
(McLaughlin, Fox, Zeanah y Nelson, 2011; Miskovic, Schmidt, Geor-
giades, Boyle y MacMillan, 2009). Nuestro equipo de trabajo encontró 
con el EEG, que las niñas y adolescentes con TEPT-ASI, presentaban 
una mayor activación del frontal derecho ante los rostros con expre-

siones de miedo y alegría que sus pares sin antecedentes traumáticos. 
Lo anterior indica que para ellas son más aversivas no solo las expre-
siones de miedo, sino también las de alegría (Laguna-Macías, 2015).

REGIONES PARIETO-TEMPORALES
El lóbulo temporal es un área cortical que integra información audi-
tiva y participa en la comprensión del lenguaje, la percepción de las 
emociones, el almacenamiento de información nueva y la percepción 
visual de alto nivel (Figura 3). Por su parte, el lóbulo parietal integra 
información propioceptiva y somatosensorial, y está implicado en di-
versos procesos cognoscitivos como son la atención, la representación 
del espacio y el lenguaje (Figura 3).

LÓBULO
PARIETAL

LÓBULO
TEMPORAL

Figura 3. Lóbulos parietal y temporal de la corteza cerebral.

Se ha reportado que adultos jóvenes que sufrieron abuso verbal en 
su infancia muestran un mayor volumen de la sustancia gris del giro 
temporal superior, el cual se asocia positivamente con la intensidad de 
la agresión verbal parental e inversamente con el nivel de educación 
de los padres (Tomoda et al., 2010).

En niños maltratados con TEPT se ha encontrado también este in-
cremento en el volumen de la materia gris del giro temporal superior 
(más evidente en el hemisferio derecho), aunque presentan un menor 
volumen de la sustancia blanca de esta área (De Bellis et al., 2002a).

En otro estudio, Hanson et al., (2010) encontraron que los niños 
víctimas de maltrato físico presentaban un menor volumen del lóbulo 
temporal derecho y parietal de ambos hemisferios.
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CEREBELO
El cerebelo es una región cuya función principal es integrar las vías 
sensitivas y motoras, y así precisar y controlar las órdenes que la cor-
teza cerebral manda al aparato locomotor a través de las vías motoras. 
Además, el cerebelo participa en ciertas funciones cognitivas como la 
atención y el procesamiento del lenguaje, la música, el aprendizaje y 
otros estímulos sensoriales temporales.

El cerebelo también muestra un funcionamiento anómalo en las 
víctimas de maltrato infantil (Anderson, Teicher, Polcari y Renshaw, 
2002), así como un menor volumen (De Bellis y Kuchibhatla, 2006). 
Las anormalidades en el cerebelo pueden relacionarse con deficien-
cia en el aprendizaje de secuencias motoras, como lo observó nues-
tro equipo de trabajo en niñas y adolescentes con TEPT secundario a 
abuso sexual (Pérez-Camacho, 2015).

CUERPO CALLOSO Y OTROS TRACTOS DE MATERIA BLANCA
Las diferentes regiones cerebrales se organizan en circuitos, lo que 
permite que se lleven a cabo todas las funciones conductuales y cog-
noscitivas de las que ya hemos hablado. Los circuitos neuronales es-
tán constituidos por neuronas de proyección y por interneuronas. Las 
neuronas de proyección permiten la comunicación entre las distintas 
estructuras que se involucran en cada circuito. Los axones de las neu-
ronas de conexión forman haces de materia blanca que permiten la 
comunicación con otras regiones. Para que estos axones conduzcan la 
información de manera rápida y eficiente es necesario que estén mie-
linizadas, es decir, que estén cubiertos por una capa de lípidos (mie-
lina). La mielina es producida por los oligodendrocitos en el sistema 
nervioso central y las células de Schwann, en el periférico; ambos ti-
pos de células forman parte de la glía.

La actividad excesiva de las hormonas del estrés puede suprimir 
la reproducción de las células gliales que intervienen en los procesos 
de mielinización (Lauder, 1983) y con ello propiciar anormalidades 
anátomo-funcionales en diversos tractos. El cuerpo calloso es un trac-
to compuesto por fibras mielinizadas que conecta a los hemisferios 
izquierdo y derecho, posibilitando la comunicación interhemisférica 
en distintos procesos cognoscitivos y emocionales. Diversos estudios 
de neuroimagen, tanto en adultos como en niños, han revelado que las 
víctimas de maltrato infantil presentan un menor volumen del cuer-
po calloso (De Bellis et al., 1999, 2002b; De Bellis & Keshavan, 2003; 
Jackowski et al., 2008).

También, se ha encontrado disminución de la densidad del fascículo 
arqueado izquierdo (que conecta al área de Wernicke con la de Broca y 

permite que el lóbulo frontal reciba y module la información auditiva), 
el haz del cíngulo (que conecta las áreas límbicas con la neocorteza), el 
fórnix izquierdo (Choi, Jeong, Rohan, Polcari y Teicher, 2009), el fascí-
culo uncinado (que conecta la corteza orbitofrontal con la zona ante-
rior del lóbulo temporal, incluyendo a la amígdala) (Eluvathingal et al., 
2006) y el fascículo longitudinal superior (que conecta al lóbulo frontal 
con las áreas parietales y occipitales) (Govidan et al., 2010).

Para evaluar funcionalmente la conectividad entre distintas regio-
nes cerebrales se han empleado dos tipos de análisis matemáticos de 
la actividad EEG: la coherencia y la correlación. Con dichos análi-
sis se han observado anormalidades en los patrones de conectividad 
funcional entre distintas estructuras cerebrales en las víctimas de vio-
lencia infantil que parecen depender del sexo y del tipo de maltrato. 
Se ha encontrado que las niñas y adolescentes con antecedentes de 
abuso sexual presentan un incremento de la conectividad entre las 
distintas regiones que conforman los hemisferios cerebrales (conec-
tividad interhemisférica), lo cual se ha interpretado como una menor 
especialización de las distintas regiones que conforman cada hemisfe-
rio, o bien, la realización de un mayor esfuerzo cerebral al momento 
de realizar una determinada tarea (Miskovic, Schmidt, Georgiades, 
Boyle y Macmillan, 2010; Sanz-Martin y Calderón-Zepeda, 2016). 
Por el contrario, los varones víctimas de maltrato físico severo o ne-
gligencia muestran un decremento especialmente en las conexiones 
intrahemisféricas de regiones distantes (Hevia-Orozco, Sanz-Martin, 
Guevara-Pérez y Hernández-Gonzalez, 2017; Hévia-Orozco y Sanz-
Martin, 2018; Luna-Herrera, 2017).

Además de la actividad EEG, a través de la resonancia magnética 
funcional en reposo se han observado anormalidades en la conexión 
funcional entre distintas regiones cerebrales en los sobrevivientes de 
maltrato infantil. Wang et al., (2013) encontraron que personas adul-
tas con depresión mayor y antecedentes de negligencia mostraban una 
reducción en la conectividad funcional entre las regiones prefrontales, 
límbicas, talámica y cerebelar.

CARACTERÍSTICAS NEUROBIOLÓGICAS, COGNITIVAS Y 
CONDUCTUALES DE LOS JÓVENES VIOLENTOS
No es ninguna sorpresa saber que muchos de los jóvenes con con-
ductas violentas/delictivas sufrieron alguna forma de violencia 
en la infancia y/o adolescencia. Como trataremos a continuación, 
muchas de las características neurobiológicas de las víctimas de 
violencia infantil son similares a las observadas en los jóvenes con 
conducta violenta/delictiva. 
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A nivel hormonal, los adolescentes violentos que han cometido al-
gún delito presentan niveles inferiores de cortisol (McBurnett et al., 
2000), la cual, como ya vimos, interviene en la preparación del or-
ganismo para enfrentarse a un ataque o a otro estímulo estresante 
(Gómez-Jarabo y López, 1999; Grisolía, 1999). La testosterona es otra 
hormona que ha sido objeto de estudio en relación con la conducta 
violenta y/o delictiva. En ese sentido, se ha señalado que altos niveles 
de testosterona pudieran favorecer una reducción en la modulación 
que ejercen ciertas estructuras cerebrales (corteza prefrontal) sobre 
la amígdala, la cual es una estructura cuya hiperactividad se ha rela-
cionado con conductas violentas (Lee, Chan y Raine, 2008; Rosell y 
Siever, 2015; Volman et al., 2011).

Se ha propuesto que existe una relación inversa entre el cortisol y 
la testosterona en la conducta agresiva y/o delictiva (Rosell y Siever, 
2015). En este sentido, hay una relación positiva entre los niveles de 
testosterona y la agresividad en jóvenes violentos que han cometido 
algún delito, y negativa con los niveles de cortisol (Popma et al., 2007). 

NEUROTRANSMISORES
Los neurotransmisores son sustancias producidas y liberadas por la 
neurona y tienen efectos específicos en células cercanas, ya sea otra 
neurona o incluso una célula muscular, por lo que representan un 
medio de comunicación química entre neuronas. A diferencia de las 
hormonas que son secretadas en el torrente sanguíneo para actuar so-
bre objetivos distantes, los neurotransmisores actúan sobre neuronas 
próximas al lugar donde se liberan (Kandel et al., 2012).

Uno de los neurotransmisores más estudiados en el área del compor-
tamiento agresivo es la serotonina. Específicamente, el circuito por el cual 
fluye la serotonina a través de la CPF y la amígdala (entre otras) tiene un 
rol regulador sobre la conducta agresiva (Rosell y Siever, 2015) y favorece 
el control emocional. Así, no es sorprendente que tanto los adultos como 
los adolescentes con problemas en el control de impulsos y comporta-
mientos agresivos tengan bajos niveles de serotonina (Bonilla y Fernán-
dez, 2006; Gómez-Jarabo y López, 1999; Stoff et al., 1987).

Otro neurotransmisor que suele relacionarse con el comporta-
miento agresivo es la dopamina, la cual se involucra en la activación 
conductual, la conducta motivada, la toma de decisiones, el procesa-
miento de la recompensa y los procesos cognitivos de alto orden (Eve-
ritt y Robbins, 2000; Ikemoto Y Panksepp, 1999; Rosell y Siever, 2015). 
Se ha observado que una secreción exacerbada de dicho neurotrans-
misor se asocia con incremento de la agresión impulsiva (Buckholtz 
et al., 2010: Harrison, Everitt y Robbins, 1997). 

CARACTERÍSTICAS NEUROFUNCIONALES
Uno de los hallazgos más consistentes en los sujetos agresivos es el 
incremento generalizado en el EEG de la actividad lenta (Raine, 1990; 
Volavka, 1990), lo que puede ser indicio de inmadurez cerebral y se 
traduce en deficiencias en la capacidad para controlar los impulsos 
(Volavka, 1990). Adicionalmente, se han encontrado alteraciones en 
la anatomía y el funcionamiento de regiones cerebrales específicas, 
como se tratará a continuación.

CORTEZA PREFRONTAL Y CÍNGULO ANTERIOR
Los individuos con conducta antisocial frecuentemente presentan 
diferencias estructurales y funcionales en la corteza prefrontal (Fitz-
gerald & Demakis, 2007; Morgan y Lilienfeld, 2000; Sapolsky, 2004; 
Weber et al., 2008). Específicamente, se ha reportado menor volumen 
y actividad metabólica en la región orbitofrontal. Consecuentemente, 
los sujetos violentos tienden a presentar déficits en la regulación de 
la emoción en reacción a la frustración percibida en el ambiente, así 
como en la toma de decisiones basada en estados emocionales (Con-
treras et al., 2008; Dolan y Park, 2002; Motzkin et al., 2011; Raine y 
Yang, 2006). En adolescentes agresivos, se ha observado además un 
menor volumen de la CPF dorsal (Fairchild et al., 2011).

En el EEG, las personas violentas suelen exhibir una mayor activi-
dad relativa de la CPF izquierda (Harmon-Jones, 2003; Harmon-Jones 
y Sigelman; 2001) que se relaciona con un estado motivacional que 
propicia conductas de acercamiento agresivas o de enojo (Peterson, 
Shackman y Harmon-Jones, 2008).

Aunado a lo anterior, en sujetos violentos con rasgos antisociales se 
ha observado decremento en el volumen del cíngulo anterior (Fahim, 
2011), así como una menor activación del mismo durante tareas de 
procesamiento emocional (Li et al., 2005; Stadler et al., 2007), empatía 
(Lockwood et al., 2013; Dalwani et al., 2011), control de respuestas 
impulsivas (Zald, 2007) y atención (Rubia et al., 2009).

Las alteraciones en la CPF y el cíngulo anterior se relacionan con 
carencias de los recursos cognitivos necesarios para asumir los valores 
aceptados socialmente, lo que suele traducirse en la transgresión cons-
tante de las normas establecidas y en un patrón general de desprecio y 
violación de los derechos de los demás (Alcázar, Verdejo, Bouso y Be-
zos, 2010), aunado a conductas agresivas y escasa o nula empatía con 
sus pares (Rey-Anacona, 2003). Además, suelen presentar rasgos psi-
cológicos como impulsividad, búsqueda de sensaciones, inconformis-
mo y extroversión (Daderman, 1998), apatía, embotamiento afectivo, 
labilidad emocional y tienden a basar su interacción con el ambiente 
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en la agresividad e ira (Bonilla y Fernández, 2006). Muchos de estos 
jóvenes pueden presentar rasgos antisociales, e incluso, trastornos de 
personalidad (antisocial, disocial, negativista desafiante), trastorno 
por déficit de atención e hiperactividad (TDAH) (Redondo, 2008; Ve-
ga-Cauich y Dzib-Aguilar, 2015) y de abuso de sustancias (Goldstein 
et al., 2007; Hayatbakhsh, 2006; Teplin et al., 2002).

Los jóvenes violentos presentan dificultades en el pensamiento crí-
tico y abstracto, así como en la capacidad para resolver problemas y 
advertir los efectos que sus actos tienen en las demás personas, lo cual 
dificulta sus relaciones interpersonales y sociales (Arango, Puerta y 
Pineda, 2008; Chretien y Persinger, 2000). Asimismo, dichos jóvenes 
muestran alteraciones en las funciones ejecutivas (Blair, Mitchell y 
Blair, 2005), particularmente, en la memoria de trabajo y el control 
inhibitorio (Morgan y Lilienfeld, 2000).

CORTEZA TEMPORAL Y PARIETAL
A pesar de que la mayoría de las alteraciones en la estructura y fun-
ción de corteza cerebral se han reportado en áreas prefrontales, un par 
de estudios realizados en adolescentes con rasgos agresivos han repor-
tado una reducción en el grosor de áreas parieto-temporales  (Hyatt, 
Haney-Caron y Stevens, 2012; Wallace et al., 2014).

En concordancia con estos hallazgos anatómicos, se ha observado 
que los individuos que comienzan a delinquir durante la infancia y 
persisten en este tipo de conductas durante la adolescencia muestran 
un pobre desarrollo de las habilidades verbales (Moffitt y Caspi, 2001; 
Walsh, Petee, y Beyer, 1987). También, los jóvenes infractores presen-
tan fallas en las funciones visoespaciales, la lectoescritura y el cálculo 
(Lansing et al., 2014; Trujillo, Pineda & Puerta, 2007).

AMÍGDALA Y VIOLENCIA
Diversos investigadores han propuesto que deficiencias anátomo-fun-
cionales en la amígdala se relacionan con comportamientos agresivos 
y/o delictivos, ya que esta estructura no solo está implicada en la regula-
ción del miedo y la memoria emocional (De Lisi, Umphress y Vaughn, 
2009), sino también en el procesamiento y el aprendizaje social (Blair, 
2004; 2006; 2010; Gao et al., 2009; Glenn, Raine & Schug, 2009; Rai-
ne y Yang, 2006; Weber et al., 2008). Dichas anomalías de la amígdala 
podrían contribuir a una incapacidad para asociar ciertos estímulos 
con las respuestas y sensaciones características del miedo (condicio-
namiento de miedo), lo que a su vez favorecería la impulsividad y la 
toma de riesgos, dos correlatos fundamentales del control de la con-
ducta (Barkley, 1997; Gottfredson y Hirschi, 1990). A este respecto, se 

ha observado que los individuos violentos muestran una mayor activa-
ción de la amígdala en respuesta a estímulos emocionales de contenido 
negativo (Bobes et al., 2013; Coccaro et al., 2007; Lee, Chan y Raine, 
2008), lo cual podría incidir en la dificultad que presentan estos suje-
tos para regular la conducta agresiva cuando son expuestos a entornos 
emocionales adversos. Además, se ha reportado de manera consistente 
una relación entre la intensidad de la agresión con menores volúmenes 
en la amígdala (Bobes et al., 2013; Fairchild et al., 2011).

Los jóvenes infractores suelen padecer alteraciones en el procesa-
miento de las emociones (Cocozza, 1991), por lo que tienden a pre-
sentar altos niveles de irritabilidad (Bielas et al., 2016) y dificultades 
para reconocer emociones faciales de miedo, tristeza y enojo (Marsh y 
Blair, 2008; Leist y Dadds, 2009). Además, en ellos son también comu-
nes el trastorno de ansiedad (Lexcen y Redding, 2002; Roesch, 2007; 
Teplin et al., 2002; Wasserman, Ko y McReynolds, 2004), el TEPT 
(Vermeiren, 2003) y la depresión (Beve et al., 2003; Ulzen y Hamilton, 
1998; Teplin et al., 2002).

TRACTOS DE MATERIA BLANCA
Los jóvenes violentos muestran una menor densidad en las conexio-
nes entre la CPF y la amígdala (fascículo uncinado) (Marsh et al., 
2008; Passamonti et al., 2012; Sarkar et al., 2012) las cuales son fun-
damentales en la regulación de la conducta emocional. Asimismo, 
muestran disminución en la densidad de las conexiones entre la CPF 
con las regiones parietales (fascículo longitudinal superior), las cuales 
participan en el procesamiento de información social (Haney-Caron, 
Caprihan y Stevens, 2014).

CONCLUSIONES
Como se puede apreciar a través de la lectura de los párrafos preceden-
tes, la violencia infantil es un evento que provoca estrés y con ello un 
cambio drástico en el desarrollo del cerebro, lo cual puede dar lugar a 
diversas alteraciones conductuales, afectivas y cognoscitivas que pue-
den dificultar la integración sana del individuo a la sociedad, lo que a 
su vez puede propiciar la conducta violenta/delictiva. Estos cambios en 
el sistema nervioso pone a los sujetos en un modo de “lucha o huída” 
que los hace estar más alertas a las señales amenazantes, responder de 
manera rápida e impulsiva, no sopesar las consecuencias de sus actos, 
realizar conductas de riesgo y poseer menos habilidades sociales.

Como hemos señalado en este capítulo, muchas de las alteraciones 
reportadas en las víctimas de violencia infantil en materia de estructu-
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ras y circuitos cerebrales coinciden con las que se observan en los su-
jetos con conducta agresiva/delictiva. Dichas alteraciones se asocian 
generalmente con dificultades para comprender las emociones de los 
demás, experimentar empatía y culpa y, por lo tanto, llevan a los indi-
viduos a tomar decisiones basadas en la instrumentalidad y no en una 
evaluación moral de las consecuencias para otras personas (Koenigs, 
Kruepke, Zeier y Newman, 2012; Lane, Wellman, Olson, Labounty y 
Kerr, 20110; Moll, Oliveira-Souza y Zahn, 2008; Prinz, 2006). Ade-
más, la poca respuesta a los estímulos que son naturalmente recom-
pensantes puede llevar a los sujetos a buscar sensaciones intensas e 
inmediatas para obtener placer, como el consumo de sustancias y las 
prácticas sexuales de riesgo.

Por supuesto, la violencia infantil no es la única variable que puede 
incidir en este cambio en el desarrollo del cerebro, ya que con esta 
frecuentemente coexisten otros factores que pueden potencializar su 
efecto nocivo como son la pobreza, el abuso de sustancias, el bajo nivel 
educativo familiar, la violencia o inestabilidad intrafamiliar, los pro-
blemas legales, la migración y las pocas habilidades parentales (De 
Bellis, 2005). Con base en las evidencias aquí mostradas, considera-
mos que son reduccionistas las posturas que señalan la existencia de 
una predisposición genética que favorece la manifestación de conduc-
tas violentas y delictivas, pues como ya argumentamos, los factores 
ambientales adversos pueden propiciar cambios en el desarrollo del 
cerebro, al ser este un órgano plástico que cambia con la experiencia 
(Baker, 2004). 
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RESUMEN
El presente documento pretende ser una aproximación a las realidades que 
viven las mujeres jóvenes privadas de su libertad en los centros de reinserción 
social en el estado de Jalisco. Realidades sombrías que dejan un sinsabor ante 
la mirada indiferente de la sociedad y de la estructura institucional que, de 
manera directa e indirecta, y usando como discurso legítimo la “justicia social” 
[re]victimizan a la que señalaron como victimario. 
El enfoque que dará eje vertebrador del presente será un análisis desde una crí-
tica de la realidad sociopolítica contemporánea en torno al sistema penitencia-
rio mexicano, el cual no ha sido capaz de enfrentar los retos de la desigualdad y 
no ha dotado de elementos básicos para readaptar o reinsertar a estas mujeres 
a la vida en libertad.

Palabras claves: Mujeres, libertad, familia, redes 
de apoyo.

INTRODUCCIÓN 
El Centro de Desarrollo y Atención Terapéutica (CEDAT, A. C.) rea-
lizó, en el primer semestre del 2017, una investigación en el Centro 
de Observación, Clasificación y Diagnóstico, y el Centro de Aten-
ción Integral Juvenil (ambos del estado de Jalisco). La investigación 
incluyó 133 encuestas dirigidas a adolescentes y jóvenes privados de 
la libertad con el objetivo de sistematizar experiencias y condiciones 
pre-internamiento e internamiento en dichos centros y, a partir de sus 
discursos, discursos construir un modelo para disminuir la reinciden-
cia delictiva en jóvenes en cognitivo con la ley, poniendo sobre la mesa 
de discusión los diversos factores cognitivos-conductuales que propi-
ciaron la comisión del delito que se les imputa. Es decir, que intervie-
ne sobre una prevención terciaria, como la nombraría la Ley General 
para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia (2012).

El instrumento (cuestionario) para realizar la investigación de 
CEDAT, A. C., constaba de diversas categorías identificando la di-
námica familiar, grupos de apoyo (antes y durante el internamien-
to), escolaridad, empleo, vínculos comunitarios e institucionales, 
relaciones entre pares y noviazgo, hogar, consumo de sustancias, 
percepción de seguridad al interior del centro, percepción del pro-
ceso de internamiento, abuso de autoridad, proceso de sentencia y 
percepciones al salir del centro. 

“No hay cosas malas 
o buenas, solo 

consecuencias de tus 
actos”.
ANÓNIMO 
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Con los resultados de estas categorías se realizó una caracteriza-
ción de los jóvenes en conflicto con la ley, relacionando variables para 
comprender y atender las dinámicas violentas que dan como resulta-
do la comisión de delitos, sobre todo los denominados delitos de alto 
impacto, como son el homicidio doloso, homicidio culposo, secues-
tro, violación, extorsión, robo con violencia, robo de vehículo, a casa 
habitación o a transeúnte.

En el presente artículo se utilizarán los resultados de la investiga-
ción  de CEDAT, A. C., con el fin de perfilar y conocer un poco de 
la historia de las mujeres jóvenes que corresponden al 2.25% de la 
muestra total entrevistada.14 Aunque pudiera no ser tan significante 
un número tan pequeño, es importante señalar que esta cifra repre-
senta el 100% de las jóvenes privadas de su libertad en el Centro de 
Observación, Clasificación y Diagnóstico del estado de Jalisco.

De lo anterior es necesario puntualizar que se abordarán las cate-
gorías referentes al contexto familiar (hogar), vínculos comunitarios e 
institucionales, grupos de apoyo, redes sociales, relaciones entre pares 
y noviazgo (matrimonio) de las cuatro mujeres privadas de su libertad 
por supuestamente cometer un acto ilícito de alto impacto, tratando 
de hacer visibles sus perfiles de víctima y victimario.

APUNTES SOBRE LAS VIOLENCIAS Y SUS CENTROS DE ATENCIÓN 
EN JALISCO
Jalisco es uno de los estados de la república mexicana que se ha man-
tenido —desafortunadamente— en los primeros lugares de violencia 
en los últimos años, y aún continúa al alza ante la mirada atónita y el 
miedo paralizante de la sociedad. El panorama actual en materia de 
seguridad y justicia es complejo y apuntala a una crisis difícil de su-
perar con acciones políticas simuladoras en tiempos electorales; más 
aun cuando se tienen definidas las causas que detonan la violencia 
desde hace décadas.

La violencia se mantiene vigente debido a factores como la lucha 
que los grupos de delincuencia organizada mantienen entre sí y contra 
el Estado por controlar los territorios locales; la falta de pericia, capa-
cidades, equipamiento y coordinación de las autoridades: la corrup-
ción para favorecer o entregar territorios a los cárteles de la droga, que 
desfalca las finanzas públicas afectando capacitación, equipamiento, 
infraestructura, salarios, prestaciones, desarrollo y motivación de po-
licías, ministerios públicos y peritos; la crisis económica que funge 

14 Se utilizaron cuatro resultados de 133 cuestionarios debido a que la población 
femenina corresponde a cuatro internas en el Centro de Observación, Clasificación 
y Diagnóstico del Estado de Jalisco.

como caldo de cultivo para la comisión de delitos; las debilidades de 
los operadores del sistema de justicia que, tras la plena implementa-
ción del sistema adversarial, fallan en lograr un proceso apegado que 
sancione culpables y permita reparación del daño y acceso a la justicia 
para la víctimas. (Observatorio Nacional Ciudadano Seguridad, Justi-
cia y Legalidad, febrero 2017)

El discurso anterior emitido por el Estado no es solo una justifica-
ción o una manera de culpar a la delincuencia organizada de toda la 
violencia, sino que pareciera una exoneración del compromiso que de 
manera directa le conferimos de mantener la paz en el país. 

El aumento exponencial de la violencia en México, y en específico 
en Jalisco, no solamente es consecuencia de los factores mencionados, 
sino también de una deslegitimación hacia los gobiernos en turno, 
que ante la mirada de la sociedad solo desarticulan las comunidades 
fomentando inseguridad y violencia mediante la ausencia de oportu-
nidades de educación y empleo digno; aunado a los limitados espacios 
de recreación deportiva y artística, sin profundizar en las desafortuna-
das intervenciones militares que se han revelado en los últimos años.

En atención a las conductas delictivas, el estado de Jalisco cuenta 
con el Centro de Readaptación Social del Estado, el Centro Preventivo 
y de Readaptación Femenil, el Reclusorio Preventivo del Estado de 
Jalisco, el Centro de Atención Integral Juvenil del Estado de Jalisco y 
el Centros Integrales de Justicia Regional Ciénega-Chapala (en muni-
cipios no pertenecientes al Área Metropolitana de Guadalajara): 

1. Altos-Sur, 
2. Altos-Norte, 
3. Valles-Tequila, 
4. Valles-Ameca, 
5. Costa-Norte, 
6. Sur-Suroeste, y 
7. Costa-Sur. 

En este sentido, el Centro de Atención Integral Juvenil del Estado 
de Jalisco (CAIJEJ) y el Centro de Observación, Clasificación y Diag-
nóstico del Estado de Jalisco (COCYDEJ) están especializados para 
la atención de adolescentes y adultos jóvenes en conflicto con la ley. 
El COCYDEJ (antes conocido como Centro Tutelar para Menores) 
se encuentra ubicado en el municipio de Zapopan y “cuenta con una 
población de 44 internos, siendo en su mayoría, hombres que cuentan 
con presunción de inocencia, es decir, sin sentencia aún”. (Gobierno 
de Zapopan, 2017).
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El cambio de paradigma que se ha impuesto en el sistema de rea-
daptación social (de tendencias tutelares a garantes de justicia y del 
respeto irrestricto de los derechos humanos) anticipa un mayor es-
fuerzo e involucra en su (re)construcción a la sociedad civil, inves-
tigadores, y al aparato gubernamental para generar datos legítimos 
en conjunto para la creación de nuevas estrategias encaminadas a la 
reducción de la brecha discriminativa que sitúa a las mujeres en una 
posición invisible y por demás desventajosa, tanto dentro del centro 
de readaptación como fuera de él.

LAS MUJERES JÓVENES DE... ¿QUIÉN?
Al hablar de mujeres jóvenes privadas de su libertad estamos ante una 
realidad que apuntala triple situación de vulnerabilidad, principal-
mente por no tener libertad, por ser mujer y por las condiciones so-
cioeconómicas que generalmente presentan antes, durante y después 
de su estancia en el centro.

No es casualidad que la invisibilidad de las realidades de opresión 
hacia el género femenino en el sistema penitenciario en México sea 
es la reproducción misma de los contextos a los que se tienen que 
enfrentar las mujeres en libertad. 

Los centros de atención para personas con conductas delictivas sin 
duda alguna se crearon pensando en el varón infractor como forma 
de protección a la sociedad. La incursión de la mujer en espacios que 
anteriormente se catalogaban como propios del hombre ha sido mo-
tivo de debate y cuestionamiento debido a que ciertamente son pocos 
los espacios a nivel nacional que se han adaptado o construido con el 
sentido de albergar y readaptar a mujeres.

Otra “coincidencia” en la reproducción del sistema penitenciario 
mexicano es la capacitación que se les ofrece a las mujeres, siendo 
generalmente oficios tradicionalmente “propios” del género femeni-
no —maquillaje, cocina, corte y confección—. Si hablamos de que 
estas actividades deben impulsar el desarrollo personal de las muje-
res propiciando capacidades intelectuales y técnicas, se vuelven más 
distantes las buenas intenciones al objetivo final, además de que se 
contribuye a perpetuar los estereotipos de género reforzando los ro-
les tradicionales.

Para las jóvenes privadas de su libertad es un doble castigo el que 
se les señale como trasgresoras de la paz y las buenas costumbres, y 
desafiantes de su feminidad. No solamente las privan de su libertad, 
sino que se les configura una imagen de peligrosidad y esto da como 
consecuencia (en el caso de las mujeres) un alto grado de marginación 
en la sociedad e inalcanzables posibilidades de readaptación, incluso 

podríamos hablar de un efecto contrario, como desadaptación o en-
tumecimiento de habilidades prosociales que, si bien poseían antes de 
entrar al centro, al no practicarlas se tiene dificultad para reincorpo-
rarlas a su vida cotidiana.

El estigma de ser una persona tachada como delincuente y con-
denada a vivir durante un determinado tiempo en una prisión 
es algo mucho más duro de llevar para una mujer que para un 
hombre, debido a la manera distinta en la que están configura-
dos los estereotipos de género. Aunque, tanto para unos como 
para otras, la cárcel es un espacio de violencia, opresión, priva-
ciones y desarraigo, a un nivel de significados y simbolismos, 
para los hombres puede constituirse en una reafirmación de 
rasgos tales como la violencia, el dominio, el poder, la agresivi-
dad y el riesgo, que son valoradas como signos de masculinidad 
dentro de una ideología sexista. Así, para los hombres, aquello 
que en la vida cotidiana es un castigo, a nivel simbólico, puede 
traducirse en algo que les brinda algún tipo de valoración social. 
(Salinas, 2014, pp. 6-7)

Valoración social que de ninguna manera se le da a la mujer libe-
rada, el estigma producto del encarcelamiento será difícil de sobre-
llevar y superar, ya que en palabras de Goffman en el libro Estigma; 
La identidad deteriorada refiere que el término estigma es un atributo 
desacreditador y deshonroso hacia el individuo que lo “posee” y se 
deja de ver como persona total para reducirlo a un ser inficionado y 
menospreciado. (Goffman, 1998)

Si bien toda la población penitenciaria sufre de carencias y des-
atención pues el presupuesto destinado a la satisfacción de sus 
necesidades es mínimo, es a las mujeres a quienes se les brinda 
una menor atención que a los varones aludiendo al justificante 
de que son minoría. Empezando por el espacio físico, ellas gene-
ralmente ocupan anexos de las cárceles de varones, lo cual hace 
que los espacios no sean del todo adecuados ni suficientes… 
(Salinas, 2014, p. 20).

La libertad no es lo único que se les priva a las mujeres jóve-
nes en conflicto con la ley, sino también el control sobre su cuerpo, 
decisiones, intimidad, distribución de tiempo y espacio. Además, el 
nivel de la calidad de vida está por debajo de la dignidad humana y 
esto genera un rompimiento de estabilidad física-emocional, y por 
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consecuencia de bienestar.
Según el Informe Especial de la Comisión Nacional de los Dere-

chos Humanos sobre las Mujeres Internas en los Centros de Reclusión 
de la República Mexicana, aumentaría la calidad de vida en dichos 
centros con población femenina si implementaran políticas públicas 
con perspectiva de género en materia penitenciaria donde se incluyan 
las necesidades de las mujeres a fin de garantizar el acceso de igual-
dad de condiciones a instalaciones específicas para ellas que procuren 
dignidad y seguridad (Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
2015).

No se puede negar la evolución que han tenido las leyes mexicanas 
con respecto a la igualdad de género, debido a la lucha constante de 
hombres y mujeres en las últimas décadas. Cuando se trata de signi-
ficar un delito, por lo general se remite a pensar en el hombre como 
perpetrador, debido a que se le atribuye la fuerza y violencia, al con-
trario de la mujer a la que se le identifica bajo los rasgos de debilidad, 
pureza, sumisión y dependencia. Así mismo, también hay retrocesos 
en el sistema penitenciario como la evidente criminalización de los 
sectores menos favorecidos de la sociedad mexicana.

El concepto de control social informal es clave a la hora de 
comprender por qué las mujeres delinquimos menos, son las 
instituciones como la familia, la escuela, el trabajo y el mismo 
Estado las que nos controlan a través de patrones culturales an-
drocéntricos desde que nacemos, donde las mujeres “debemos 
ser” delicadas, sumisas, dóciles, mansas, dulces, sacrificadas y 
un sin número de virtudes irreales que nos reprimen de la pe-
nalizada violencia. Por lo tanto, las mujeres que se encuentran 
en situación de encarcelamiento son y quedan estigmatizadas 
como “malas” en un mundo que construye al género femenino 
como entes del bien, donde ser delincuente es imperdonable, 
por lo que viven una doble discriminación. (Pontón, 2006, p. 5)

La discriminación que padecen las mujeres al haber “transgre-
dido” las normas legales y morales de la sociedad tiene un efec-
to devastador y perverso: la negación de ejercer sus derechos de 
igualdad y respeto a la dignidad humana, que sin duda entorpece 
su participación en la vida en sociedad y niega sistemáticamente 
el bienestar y desarrollo social. Como lo enmarca la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer (CEDAW) en su artículo numero 1:

Artículo 1. A los efectos de la presente Convención, la expresión 
“discriminación contra la mujer” denotará toda distinción, exclu-
sión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resulta-
do menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 
mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la 
igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales en las esferas política, económica, social, 
cultural y civil o en cualquier otra esfera. (ONU, 1979)

Las mujeres en el ámbito de la criminalidad no representan un 
porcentaje elevado; en muchos de los centros no supera ni el 10% de 
la población privada de su libertad y esto ha tenido consecuencias 
como la negación de su presencia por ser minoría, lo cual conlleva 
a la discriminación.

LAS OLVIDADAS. EL PERFIL SOCIAL DE LAS MUJERES PRIVADAS 
DE SU LIBERTAD EN JALISCO
Para continuar con el escrutinio de las problemáticas de las mujeres 
jóvenes privadas de su libertad es necesario hacer una pausa para ca-
racterizar (desde sus propias voces) a quienes son las cuatro jóvenes 
que perdieron su libertad por supuestamente haber quebrantado la 
ley del Estado. 

Las jóvenes que se encuentran internas en el COCYDEJ manifes-
taron tener de 19 a 20 años de edad, (25% y 75%, respectivamente); 
llevan  de 7 meses a 4 años privadas de su libertad; su nivel educativo 
recae mayoritariamente en la primaria incompleta (50%), secundaria 
incompleta (25%) y secundaria completa (25%), ratificando que saben 
leer y escribir con fluidez.

Antes de ingresar a prisión, el 50% de ellas se encontraban desem-
pleadas, el otro 50% se encontraba estudiando. Sin embargo, el 100% 
refiere haber trabajado alguna vez, iniciando su vida laboral antes de 
los 12 años (50%) y de los 12 a 15 años (50%). Su pago semanal oscila-
ba entre 500 y 1000 (75%) y de 1000 a 2000 pesos (25%), cuyo destino 
era apoyar al gasto familiar (25%), gastos de manutención de hijos 
(50%) y el 25% refirió que lo usaba en consumo de drogas. El 50% de 
las jóvenes trabajaba menos de ocho horas diarias mientras que el 25% 
tenía una jornada laboral mayor.

Como se puede observar, las edades de las jóvenes revelan que re-
cién han cumplido su mayoría de edad; su nivel de educación no su-
pera la educación básica y su remuneración económica por su trabajo 
era bajo, respecto al nivel de salario común en Jalisco y sin embargo sí 
apoyaban al gasto familiar y a la manutención de sus hijos.



133132

Al cuestionarles si su familia representaba un símbolo de autoridad 
para ellas, las respuestas se polarizaron, el 50% menciono que siempre 
y el resto (50%) casi nunca. De la misma manera al preguntarles que 
si consideran que en su familia hay tratos iguales, las jóvenes optaron 
por responden regularmente (25%), casi nunca (25%) y nunca (25%).

Por otro lado, el 50% ha pertenecido a una pandilla. Todas las jó-
venes mencionan haber huido de su casa de 1 a 3 veces (50%) y de 7 
a 9 veces (50%) entre los 12 y 15 años de edad (su primera vez), en 
esa ocasión se quedaron en la casa de un amigo (50%) o su pareja 
(50%), los motivos fueron por alcoholismo y drogadicción de los pa-
dres (25%), violencia en la familia (25%) y abuso sexual (25%).

Las jóvenes provienen de familias disfuncionales (75%) y disfun-
cionales dispersas (25%) con maltrato y violencia (100%), con una ca-
lidad de comunicación de regular (25%) a mala (75%), con adicciones 
en la familia como el alcoholismo (75%). 

El 25% de las jóvenes manifestó consumo de drogas como cocaína, 
mariguana, cristal, alcohol y tabaco. Ninguna ha ingresado a Centros 
de rehabilitación. El 100% de las jóvenes consumían alcohol, de las 
cuales el 50% lo hacían a diario. 

El 75% de las jóvenes recuerdan que cuando eran más pequeño 
de edad alguien de su familia consumía alcohol frecuentemente, 50% 
dijo que alguno de los familiares con los que convivía cuando era pe-
queño consumía drogas.

Al analizar estos porcentajes a la luz de los estudios especializados 
en familia, nos habla de problemáticas que iniciaron desde el núcleo 
familiar, desde la expulsión de las jóvenes al campo laboral, hasta mar-
cadas condiciones de abusos y/o maltratos. Aunado a esto la exposi-
ción constante y naturalizada de drogas desde tempranas edades.

Como contraparte, es necesario colocar sobre la mesa de discusión 
los siguientes datos controversiales; El 75% de las jóvenes dijeron que 
su madre estaba al pendiente de su desempeño académico o laboral. 
El 25% practicaba algún deporte o ejercicio con otro adulto o familiar 
que lo cuidaba como tíos, abuelos, hermanos primos, 25% dijo que, 
con su papá, 25% dijo que con su madre y 25% con ambos padres. 

El 50% hablaba con su madre sobre sus amigos, el 25% no hablaba 
con nadie y el restante 25% refirió que con otro adulto que se hacía 
cargo de ellas. Al 50% su madre las oriento sobre los efectos el alcohol 
y de las drogas, 25% fueron ambos padres y al otro 25% otro adulto 
las orientó. El 75% de las jóvenes le contaba a su mamá cuando tenía 
algún problema en el trabajo, escuela o amigos. 

El 50% de las jóvenes comentan que tienen familiares privados 
de la libertad, entre ellos su mamá (50%), sus tíos o primos (50%). 

El 75% de las jóvenes dijeron que, entre los amigos que tenían antes 
de ingresar al Centro, a veces estaba bien visto hacer cosas ilegales; 
mientras que en su familia, la misma situación estuvo bien vista al-
gunas veces.

Dentro de las características principales que se colocan al foco de la 
discusión están que el 75% de las jóvenes son primodelicuentes, mien-
tras que para el resto es su segunda ocasión; las conductas tipificadas 
como delitos que se les atribuyen son: secuestro, homicidio, parricidio 
y lesiones calificadas; el 50% tiene una actitud de aceptación total del 
delito, 25% acepta parcialmente, y el resto lo niega (25%). 

El 50% de las jóvenes mencionó que no había planeado el delito 
del que se les acusa, el que la víctima de homicidio del que se les 
acusa fue su pareja, 25% dijeron que era un vecino, 25% que era 
un desconocido y el 25% restante un familiar (hijo). El 50% de las 
jóvenes mencionaron que sentenciaron a alguien más por el mismo 
delito (a su pareja). 

La mitad de las jóvenes han portado armas blancas, han amena-
zado o golpeado a personas para obtener dinero u otras cosas, han 
participado en una pelea de grupo o callejera en un espacio público, 
han herido intencionalmente a alguien de forma que tuviera que ir 
a un médico u hospital, y el 25% ha vendido drogas o actuado como 
intermediario.

El total de las jóvenes refieren haber tenido pareja y haber vivi-
do con ella con duración de 1 a 3 años (50%), de 4 a 6 años (25%) 
y menos de un año (25%). La edad en que se unieron por primera 
vez fue de 12 (25%), 15 (50%) y 16 (25%) años, en contraste con sus 
parejas, quienes tenían 23, 24, 26 y 48 años. Las razones por las que 
se unieron fueron por embarazo (25%) para salir de su casa (50%). 
Las jóvenes aseguran que se sentían muy bien (50%), más o menos 
(25%) y muy mal (25%) durante su relación. Como resultado de la 
relación, a los 14, 15 y 16 años de edad el 75% de las jóvenes pro-
crearon un hijo. Hijos que durante su privación de libertad cuidan 
mayoritariamente sus familiares en el exterior. Cabe mencionar que 
el 100% de las jóvenes no sigue con sus parejas.

Es importante para la presente investigación recuperar los dis-
cursos de las jóvenes en cuanto a los estereotipos de género y a partir 
de ellos analizar la ideología a la que han sido expuestas durante 
toda su vida, al igual que su postura ante las desigualdades sociales. 
Para esto se seleccionaron los reactivos 154, 155. 156, 157, 159 del 
instrumento “Modelo para disminuir la reincidencia delictiva en jó-
venes en conflicto con la ley”.
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FIGURA 1. MUJER=MADRE
153. La función más 
importante de la mujer 
es ser madre

De acuerdo

Ni de acuerdo
ni en desacuerdo

En desacuerdo
50%50%

Fuente: Elaboración propia, con datos de la Encuesta para adolescentes y jóvenes pri-
vados de la libertad en Jalisco CEDAT AC. (2017).

En el reactivo número 153 se les cuestionaba a las jóvenes si creen 
que la función más importante de la mujer es ser madre, a lo cual se 
dividieron las respuestas en 50% de acuerdo y el restante 50% en des-
acuerdo. Cabe recordar que el 75%, a su corta edad, ya son madres.  

FIGURA 2. VIOLENCIA HOMBRE-MUJER
155. Cuando una mujer 
hace algo indebido, el 
hombre tiene derecho 
a pegarle

De acuerdo

Ni de acuerdo
ni en desacuerdo

En desacuerdo

100%

Fuente: Elaboración propia, con datos de la Encuesta para adolescentes y jóvenes 
privados de la libertad en Jalisco CEDAT A. C. (2017).

El reactivo 155 contenía la frase/pregunta “Cuando una mujer hace 
algo indebido el hombre tiene derecho a pegarle” a lo cual la totalidad 
de jóvenes respondieron que estaban en desacuerdo.

ILUSTRACIÓN 3 MANUTENCIÓN DE LA FAMILIA

156. El hombre siempre 
tiene la obligación de 
mantener a su familia

De acuerdo

Ni de acuerdo
ni en desacuerdo

En desacuerdo

50%

25%

25%

Fuente: Elaboración propia, con datos de la Encuesta para adolescentes y jóvenes 
privados de la libertad en Jalisco CEDAT A. C. (2017).

La frase “El hombre siempre tiene LA obligación de mantener a su 
familia” tuvo porcentajes divididos: 50% están de acuerdo con la idea 
de que la manutención debe ser proporcionada por los varones del 
hogar, el 25% no estuvo de acuerdo ni en desacuerdo, y el 25% restante 
refiere estar en desacuerdo. 
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FIGURA 4. PLANIFICACIÓN FAMILIAR
157. Una mujer tiene 
derecho a decidir 
cuántos hijos tener y 
cuándo tenerlos

De acuerdo

Ni de acuerdo
ni en desacuerdo

En desacuerdo
75%

25%

Fuente: Elaboración propia, con datos de la Encuesta para adolescentes y jóvenes 
privados de la libertad en Jalisco CEDAT, A. C. (2017).

A la frase contenida en el reactivo 157: “Una mujer tiene derecho a de-
cidir cuántos hijos tener y cuándo tenerlos”, el 75% de las jóvenes están 
de acuerdo, mientras que el 25% no está ni de acuerdo ni en desacuerdo.

FIGURA 5. OBLIGACIÓN DE SEXUALIDAD

159. Aunque las 
mujeres no quieran, 
deben tener relaciones 
sexuales con su pareja

De acuerdo

Ni de acuerdo
ni en desacuerdo

En desacuerdo

100%

Fuente: Elaboración propia, con datos de la Encuesta para adolescentes y 
jóvenes privados de la libertad en Jalisco CEDAT, A. C. (2017).

Es rotundo el rechazo que expresan las jóvenes hacia obligar a una 
mujer a tener relaciones sexuales sin su consentimiento, y lo ratifican 
en el reactivo 159.

A estas frases/preguntas se les puede atribuir una carga intencionada 
de cuestiones de género. Como se pudo evidenciar, las jóvenes en 
su mayoría prefieren la comodidad que su sistema sexo-género les 
otorga, y no ponen a discusión temas de igualdad entre hombres y 
mujeres.

PERDONA LAS OFENSAS...
Dentro del Centro de Observación, Clasificación y Diagnóstico del 
Estado de Jalisco, las jóvenes cuentan con suficiente agua para beber. 
El 100% refiere que tienen agua para bañarse hasta 3 veces al día y 
que los sanitarios que utiliza están muy limpios y con suficiente pri-
vacidad. Además, cuentan con sábanas, cobijas, papel de baño, jabón, 
pasta dental y rastrillos.

El 75% de las jóvenes consideran que los alimentos son suficientes 
en cuanto a cantidad, sin embargo, el 50% considera que la calidad 
de los alimentos es regular. El 100% de las jóvenes reciben atención 
médica, el 75% menciona que los medicamentos se los proporciona la 
institución y que la atención médica es buena. 

La población femenina tiene de 5 a 7 horas al día sin actividades 
(libres). La mayor parte de su tiempo recae en actividades recreativas 
(75%) y en dormir (25%), sin embargo, siempre se realizan actividades 
educativas y labores de limpieza.

La totalidad de las jóvenes ya conocen su sentencia: el 75% cursa 
una sentencia de siete años (sentencia considerada la de mayor ran-
go). Al 50% de las jóvenes privadas de su libertad les parece justa su 
sentencia, al 25% poco justa y al resto nada justa.

Durante su proceso de internamiento, el 75% mencionó que fue 
amenazada, humillada, golpeada o lastimada por la Policía Judicial, 
acciones consideradas abuso de autoridad. Así pues, el 50% de las jó-
venes nunca le han tenido confianza a la Policía, ya que creen que ni la 
Policía ni la Ley actuán igual con todas las personas.

La confianza es un vínculo emocional que recae en la seguridad 
personal con respecto a un espacio, momento o persona. El 50% dijo 
tener mucha confianza a las trabajadoras sociales de la institución, el 
50% no sabe o no contestó respecto a la confianza que le tiene a las 
psicólogas. El 75% dijo tenerle poca confianza a los educadores, y el 
50% tiene poca confianza a los custodios y directivos de la institución. 
A pesar de lo anterior, las jóvenes se sienten más seguras en el centro 
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de internamiento con respecto al lugar donde vivían antes de ingresar; 
75% se sienten muy seguras muy seguras en su dormitorio.

La familia tiene un papel fundamental, a este respecto, al 50% de 
las jóvenes no las han visitado sus familiares en los últimos tres meses. 
En esta línea podría estar la desconfianza  “natural” que refieren a la 
luz de que cada estructura en su niñez, adolescencia y juventud les 
falló; desde el Estado hasta su propio círculo familiar y comunal.

CONSTRUCCIÓN DE COMPORTAMIENTOS POSITIVOS PARA 
SOCIALIZAR
Martorell, et al. (2011) define a la conducta prosocial como la “con-
ducta social positiva” implicando conductas de ayuda, cooperación, 
intercambio y cumplimiento de normas sociales. Se relaciona con el 
desarrollo emocional y cognitivo, siendo de gran importancia durante 
la adolescencia (Carmen Martorell, 2011).

Para el presente subcapítulo se utilizó el cuestionario del Estudio 
de Conducta Prosocial elaborado por Martorell (1992), en el cual se 
evalúa en las personas la conducta social positiva enfocada en cuatro 
aspectos: empatía, respeto, sociabilidad y liderazgo.

En la aplicación de dicho estudio, realizada por CEDAT A. C., par-
ticiparon las cuatro jóvenes internas de Centro de Observación, Clasi-
ficación y Diagnóstico del Estado de Jalisco

El instrumento consta de 58 ítems con cuatro alternativas de res-
puesta que refieren a la frecuencia (nunca, algunas veces, muchas 
veces, siempre) con que realizan las acciones que enuncia cada ítem. 
Cada respuesta de frecuencia representa valores numéricos: nunca=1, 
algunas veces=2, muchas veces=3, y siempre=4.

De ahí se realiza la suma total de los 58 ítems para obtener la eva-
luación integral clasificada en los siguientes rubros;

• Manifestaciones elevadas de CCP: 174-232 puntos
• Manifestaciones adecuadas de CCP: 115-173 puntos
• Manifestaciones deficientes de CCP: 56-114 puntos
• Manifestaciones muy eficientes de CCP: 55 o menos puntos.

Los resultados de las encuestas a las jóvenes se resumen en la si-
guiente figura, donde se observa que el 75% de las jóvenes presenta 
manifestaciones de conducta prosocial adecuadas, mientras que solo 
el 25% manifiesta conductas prosociales deficientes.

FIGURA 6. CONDUCTA PROSOCIAL

Conducta prosocial

Elevadas

Adecuadas

Deficientes

Muy deficientes

75%

25%

Fuente: Elaboración propia. Base de datos de CEDAT, A. C. (2017).

Con la intención de conocer cuáles son las áreas de mejora en las 
jóvenes internas del COCYDEJ, se desagregaron los resultados ante-
riores en cuatro factores: empatía, respeto, sociabilidad y liderazgo.

ESCALA PARA EVALUACIÓN DESAGREGADA

Factores

Manifestaciones

Muy deficientes
Puntos

Deficientes
Puntos

Adecuadas
Puntos

Elevadas
Puntos

Empatía 16 o menos 17-35 36-53 54-72

Respeto 12 o menos 13-28 29-44 45-60

Sociabilidad 12 o menos 13-28 29-44 45-60

Liderazgo 07 o menos 08-18 19-29 30-40

Fuente: Elaboración propia.

RESULTADOS EMPATÍA
De las 4 jóvenes encuestadas, 25% tuvieron manifestaciones de em-
patía elevadas, 50% alcanzaron manifestaciones adecuadas y el 25% 
restante obtuvo manifestaciones deficientes en empatía.
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RESULTADOS RESPETO
El 50% de las jóvenes tuvieron manifestaciones de respeto elevadas, y 
el 50% alcanzaron manifestaciones adecuadas.

RESULTADOS SOCIABILIDAD
El 75% tuvieron manifestaciones adecuadas, mientras el resto, corres-
pondiente al 25%, presentó manifestaciones deficientes.

RESULTADOS LIDERAZGO
El 50% de las jóvenes obtuvieron manifestaciones adecuadas de socia-
bilidad, mientras el resto, que corresponde al 50%, presentó manifes-
taciones deficientes.

En resumen, podríamos ejemplificar estos datos en la siguiente figura: 

FIGURA 7. CONDUCTA PROSOCIAL DESAGREGADA

Elevadas Adecuadas Deficientes Muy deficientes

0.5

1

1.5

2

2.5

3

3.5

EMPATÍA RESPETO SOCIABILIDAD LIDERAZGO

Fuente: Elaboración propia. Base de datos de CEDAT, A. C.

Como se puede observar, ninguna de las jóvenes tiene manifes-
taciones muy deficientes en ninguna de las categorías evaluadas. El 
respeto y la empatía fueron las categorías con manifestaciones más 
elevadas, mientras que el liderazgo destaca por su alto porcentaje 
de manifestaciones deficientes.

Sin duda alguna, las conductas prosociales que manifestaron las 

jóvenes privadas de su libertad son producto de las circunstancias y 
contextos que han vivido en su historia personal. Es necesario con-
cientizar y fortalecer acciones prosociales para una mejor reincorpo-
ración de las jóvenes en su comunidad y en su familia. 

LA COMUNIDAD COMO PROTECCIÓN ANTE EL MUNDO HOSTIL 
La que suscribe en su artículo El concepto de comunidad ante las 
transformaciones tecnológicas del mundo globalizado refiere que el 
comprender la realidad social es un desafío a la intelectualidad de las 
personas que tratan de descifrarla, ya que las certezas y la estabilidad 
que nos ofrecía la modernidad han sido rebasadas por las condiciones 
del desorden en los procesos de construcción de conocimientos y las 
dinámicas de vida en las comunidades, y debido a esta complejidad es 
necesario abordar estas problemáticas de manera trans e interdiscipli-
nar (Pérez, 2017).

Las comunidades son grupos naturales que tiene componentes 
humanos que se interrelacionan de una manera directa y orgánica 
con componentes emocionales, organizacionales, de apoyo, de con-
senso, democracia, comunicación, seguridad y compromiso en sa-
tisfacer las necesidades psicosociales que se requieren para un nivel 
de bienestar social.

[…] la comunidad es, sobre todo, una vivencia y como tal, requie-
re un lugar y una circunstancia en que se expresa; necesita ám-
bitos de comunidad. Este hábitat requiere ser protegido y criado 
porque hoy la globalización quiere decir, en nuestros territorios, 
usurpación corporativa de los ámbitos de la comunidad con la 
anuencia de los estados nacionales y los organismos multilatera-
les.  (Esteva, 2012, p. 109)

Las comunidades fuertes ofrecen a sus miembros formas positivas 
de interacción, eventos importantes que compartir, canales para resol-
ver positivamente las crisis, oportunidades para honrar a sus miem-
bros y oportunidades para invertir en la comunidad (Berrotea, 2012, 
p. 118). Es importante resaltar que la interrelación ha estado presente 
en todos los diferentes conceptos que se han presentado para dar sen-
tido a la comunidad tradicional y actual.

La comunidad se interrelaciona con el sentimiento de pertenencia, 
amistad, el amparo y la protección del mundo hostil, donde se solven-
tan los problemas y las necesidades mediante la autogestión. Lo ideal 
es permanecer y pertenecer en la comunidad ya que de lo contrario 
estaremos hablando de una desagradable historia de insatisfacciones 
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individuales-grupales y una desintegración de lazos/redes sociales.
En este sentido, es un gran desafío trabajar con las comunidades y 

más aun con las “no comunidades” ya que se debe de coadyuvar a tejer 
sanas (inter)relaciones para conformar comunidades “ideales”, con el 
sentido de pertenencia y protección que los individuos que están en 
ella necesitan. Esta necesidad se intensifica con las personas que de 
una forma fueron obligadas a dejar su comunidad y necesitan a su 
regreso esa protección que sentían al estar en libertad, y si no fuese el 
caso, se debe buscar e intervenir en diseñar estrategias de desarrollo 
comunitario para obtener una comunidad ideal que acepte que le falló 
a esos niños que pidieron ayuda y no quiso escuchar.

CONCLUSIONES
A manera de conclusión, las jóvenes privadas de su libertad en Jalis-
co presentan escolaridad baja, con una vida familiar disfuncional con 
maltrato y abandono, perteneciente a una clase social desfavorecida, 
con exposición en tempranas edades a uso y abuso de drogas desde la 
misma comunidad-familia. A esto se le agregan familiares cercanos 
con antecedentes penales por actos ilegales y una vida sexual activa 
desde la infancia.

Las mujeres jóvenes que se encuentran recluídas (como se ha ob-
servado durante el presente capítulo) han sido víctimas de un sistema 
que las considera criminales, las clasifica, les asigna penas de acuerdo 
a la transgresión de la norma legislativa que se les imputa, y les impo-
ne las medidas consideradas cautelares que encauzan a la efectividad 
de la sentencia. 

Esta aproximación evidencia la necesidad de investigar en el con-
texto mexicano el tratamiento postpenitenciario femenino, y colocar-
lo a modo de discusión a miras de mejorar sus aspectos frágiles eva-
luando si cumple su cometido, de readaptar y reintegrar a las jóvenes 
a la vida en sociedad/comunidad. 
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RESUMEN

Se presentan algunos de los resultados obtenidos a partir de 
la Encuesta para adolescentes y jóvenes privados de la liber-
tad en Jalisco durante junio 2017, aplicada a 133 adolescen-
tes y adultos jóvenes, de los cuales 129 fueron hombres y 4 
mujeres, con edades de entre 15 y 25 años, que cometieron 
alguna conducta tipificada como delito: robo calificado, ho-
micidio y secuestro. La muestra es el total de la población 
actual en privación en libertad (2017). En colaboración con 
un equipo multidisciplinario, se realizó un ejercicio analíti-
co entre diferentes variables, de las cuales destacan algunas 
como: tipo de delitos, escolaridad, familiares en conflicto 
con la ley, consumo de sustancias, vínculos socio-afectivos 
y vinculación institucional. El presente capítulo está enfo-
cado en identificar las variables relevantes asociadas a las 
circunstancias de los adolescentes que han cometido delitos 
graves, más que asumirse como un producto terminado, la 
intención es aportar al debate datos actualizados y propo-
ner algunas recomendaciones para la generación de política 
pública. La expectativa es dar un panorama actual acerca de 
las y los adolescentes en conflicto con la ley y contribuir en 
las líneas de acción encaminadas a apoyar en sus procesos 
de reinserción a la sociedad. El trabajo de investigación fue 
realizado por la organización civil CEDAT A. C. en colabo-
ración con investigadores de la Universidad de Guadalaja-
ra, la Comisaría de Justicia para Adolescentes del estado de 
Jalisco y el apoyo financiero de la Agencia de los Estados 
Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID).

Palabras clave: adolescentes en conflicto con 
la ley, nuevo sistema de justicia, reincidencia, 
violencia juvenil. 
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INTRODUCCIÓN
En México existen alrededor de 10 millones de adolescentes de entre 
14 y 18 años de edad. De ellos, 12 mil han sido detenidos por conduc-
tas tipificadas como delito (CTD), y solo 7,785 ingresaron a centros de 
internamiento por la gravedad del delito (INEGI, 2015). Estas cifras 
nos muestran que apenas el 0.12% de la población de adolescentes se 
ha involucrado en hechos delictivos caracterizados por los agravantes 
y el uso excesivo de la violencia. 

A pesar de ser una población cautiva y plenamente identificada, 
las políticas públicas en materia de prevención de la violencia y la de-
lincuencia han desestimado la atención de este sector de población, 
manteniéndola dentro de la etiqueta de “prevención terciaria” y asig-
nándole insuficientes recursos para su seguimiento y su debida aten-
ción. Para dar un ejemplo, en el primer año de operaciones en Jalisco 
del Programa Nacional para la Prevención Social de la Violencia y 
la Delincuencia (PRONAPRED),2 se destinaron 120,407,339.16 pesos 
para el ejercicio presupuestal del 2013, dirigidos a programas que in-
cidieran en la prevención y disminución de la violencia, de los cuales 
solo el 0.05% se destinó a las acciones de reinserción social o trabajo 
con población “terciaria”. Así pues, a pesar de que la evidencia interna-
cional muestra que una de las principales claves para la disminución 
de violencia y crimen es justamente el trabajo focalizado con esta po-
blación, aún se sigue viendo al trabajo con la población penitenciaria 
(y en especial a la de adolescentes y jóvenes en conflicto con la ley) 
desde una perspectiva punitiva.

Además de lo anterior, y en parte por el difícil acceso a este perfil 
de jóvenes, muy pocos académicos han profundizado en este tema, 
por lo que carecemos de datos actuales e interpretaciones multidis-
ciplinares acerca de las circunstancias en las que se cometió la CTD 
y, más preocupante aun, de qué es lo que sucede cuando salen de los 
centros de internamiento. Prácticamente son nulos los estudios pu-
blicados que le den seguimiento a estos adolescentes y jóvenes; por el 
contrario, existe un total desconocimiento de cuál es su trayectoria de 
vida, a qué se enfrentan al salir, el grado de discriminación, incluso de 
cuál es el porcentaje de reinserción versus reincidencia. En definitiva, 
es urgente voltear a ver a este sector, no solo desde un punto de vis-
ta analítico, sino también para llevar acciones eficientes a estos ado-
lescentes y jóvenes a quienes les hemos fallado como sociedad y no 

2 El PRONAPRED fue la estrategia emblema de la administración del sexenio de Enri-
que Peña Nieto. En su primer año fueron destinados alrededor de 2 mil millones de 
pesos a estrategias de prevención de la violencia. El programa utilizaba el modelo 
ecológico como fundamento para sus líneas de acción. 

hemos garantizado un ejercicio de derechos humanos ya que, como 
se verá más adelante, la mayoría tiene antecedentes de maltrato. La 
buena noticia es que  hoy en día se puede hablar de reinserción y en 
las disposiciones de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia 
Penal para Adolescentes (LNSIJPA) se resalta como una prioridad, y 
se cuenta con evidencia de la costo-eficiencia derivada del trabajo con 
esta población. 

El objetivo de este trabajo es contribuir al entendimiento de este 
fenómeno así como a la aportación de datos novedosos para conti-
nuar con las reflexiones y, sobre todo, ser de utilidad para la propues-
ta de programas y políticas públicas en la materia. En los primeros 
apartados revisaremos brevemente las definiciones más utilizadas de 
“violencia juvenil”, posteriormente se hace un análisis acerca de la 
transición del modelo tutelar al garantista en la LNSIJPA, después 
se analiza el contexto local de los adolescentes en conflicto con la 
ley en Jalisco; para el análisis se presentan algunos de los resultados 
obtenidos a partir de la Encuesta para adolescentes y jóvenes priva-
dos de la libertad en Jalisco, realizada por CEDAT, A. C. en junio 
del 2017. Finalmente, se presentan algunas de las recomendaciones 
que hemos desarrollado en la misma organización para el diseño de 
programas de reinserción social y tratamientos para adolescentes en 
conflicto con la ley. 

APUNTES TEÓRICOS PARA EL ENTENDIMIENTO DE LA VIOLENCIA 
JUVENIL
A pesar de ser uno de los problemas más latentes y costosos para el 
país, el fenómeno de la violencia y delincuencia en adolescentes y jó-
venes ha sido poco explorado en México. Entre los estudios más re-
cientes podemos encontrar:

• Informe Especial. Adolescentes: Vulnerabilidad y violencia, 
CNDH (Azaola, E., 2017).

• Diagnóstico de las y los adolescentes que cometen delitos graves 
en México (Azaola, E., 2016, UNICEF-Secretaría de Goberna-
ción).

• Encuesta Nacional de Población Privada de la Libertad, ENPOL 
(INEGI, 2016).

• Delito y cárcel en México, deterioro social y desempeño institu-
cional (CIDE, 2014).

Estos estudios aportan la mayor parte de información accesible que 
existe acerca de la población carcelaria en México y son distingui-
dos por su aporte al entendimiento de este fenómeno. Sin embargo, 
es necesario profundizar en la identificación de las dinámicas tanto 
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contextuales como subjetivas que generan el fenómeno de la violencia 
juvenil y, más importante aun, propiciar estudios con un alcance a 
largo plazo que nos permita dar seguimiento a las trayectorias de vida 
de estos jóvenes. 

Sabemos que los esfuerzos por generar un perfil único de los y las 
adolescentes en conflicto con la ley son y serán insuficientes. El riesgo 
de tal expectativa sería reafirmar estigmas e incurrir en juicios deter-
ministas acerca de las causas de la violencia delictiva en este sector 
de población. Por ello, mi intención es proporcionar los hallazgos a 
partir de una postura analítica que nos permite hablar de diferentes 
“perfiles”, en donde podemos identificar las interacciones entre diver-
sas variables y analizar la forma en la que se concatenan hasta incurrir 
en este fenómeno. Al respecto, una de las propuestas de análisis más 
estudiadas son las denominadas Trayectorias de Vida o Life-Course 
Development (LCD), la cual “ha ganado notoriedad al aportar evi-
dencia sobre la formación de carreras criminales en el largo plazo” 
(Ramírez, 2016). Aunque aún no se cuenta con información suficiente 
para realizar una investigación a profundidad acerca de las diferentes 
trayectorias de vida de los jóvenes, sí se puede plantear como una lí-
nea base para un trabajo en el mediano plazo. Afortunadamente en 
la organización de la cual soy parte (CEDAT, A. C.) se tiene como 
objetivo dar seguimiento periódico a estos jóvenes al salir del interna-
miento, por lo que este documento constituye el primer paso para un 
estudio más amplio. 

En los siguientes apartados se podrá encontrar un panorama de 
los adolescentes en reclusión en Jalisco, mismo que es ampliamente 
ilustrado con datos valiosos para entender las circunstancias en la que 
los adolescentes han incurrido en la comisión de CTD. Espero que es-
tos datos sean útiles para la generación de reflexiones y para focalizar 
acciones estratégicas que contribuyan a disminuir la criminalidad en 
este grupo etario y, por supuesto, la reincidencia delictiva en Jalisco. 

VIOLENCIA JUVENIL 
Existen diferentes propuestas para la definición de la violencia juvenil. 
Para fines de este artículo, utilizaremos la propuesta de la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS) adaptada por parte del Banco Mun-
dial (BM) para su informe acerca deLa violencia juvenil en México:  

Involucramiento de jóvenes (entre 10 a 29 años), como vícti-
mas o agresores, en el uso intencional de la fuerza física o el 
poder, como amenaza o acción efectiva, contra sí mismo, contra 
otra persona o en contra de un grupo o comunidad, ya sea que 

produzca o tenga un alta probabilidad de producir una lesión 
(daño), la muerte, daño psicológico, mal desarrollo o la priva-
ción de las(s) persona(s) agredida(s). (Banco Mundial, 2012)

JUSTICIA PENAL PARA ADOLESCENTES 
No resulta novedoso señalar que la población de jóvenes entre 15 y 
29 años son los más afectados por la violencia, ya sea como víctimas 
o como victimarios. Según el informe La violencia juvenil en México 
del Banco Mundial (2012), la principal causa de muerte en varones de 
entre 16 a 29 años es el homicidio; así mismo, el 32.8% de la población 
que actualmente habita las cárceles del Sistema de Justicia Penal son jó-
venes de este rango de edad (ENPOL, 2016). Entre ese amplio margen 
de población que engloba a los “jóvenes” que sufren y ejercen la vio-
lencia, está el caso particular de los que comenten delitos graves antes 
de cumplir los 18 años. Para ellos existe el Sistema Integral de Justicia 
Penal para Adolescentes, diseñado para tratar a los jóvenes de entre 12 
y 18 años que hayan cometido delitos catalogados como graves: homi-
cidio, robo con violencia, secuestro, delitos sexuales.

Una de las principales características de la Ley Nacional del Sistema 
Integral de Justicia Penal para Adolescentes (LNSIJPA) publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 16 de junio del 2016, es ser una ley ga-
rantista, que se guía por el principio rector del interés superior y de pro-
tección de los derechos de niños, niñas y adolescentes (NNA), con las 
formalidades de un juicio acusatorio y oral. Cabe mencionar, que tiene 
como antecedente inmediato la reforma del artículo 18 constitucional 
(2005) aunada a la de junio del 2011 en materia de derechos humanos 
y se enmarca dentro de las reformas estructurales del Nuevo Sistema 
de Justicia Penal; se considera como uno de los principales avances que 
se ha dado en México en materia de justicia penal para adolescentes ya 
que marca una transición de un modelo tutelar a un modelo garantista 
que reconoce a las personas adolescentes como sujetos de derechos, 
capaces de responder por sus conductas. Sin desatender su condición 
de “persona en desarrollo” (Cobo, 2017). 

PRINCIPIOS RECTORES DE LA LNSIJPA
En este nuevo enfoque garantista de la LNSIJPA el objetivo principal 
es la reintegración social y familiar de los adolescentes en conflicto 
con la ley, así como medidas orientadas a la prevención social de la 
violencia y la delincuencia para evitar la reincidencia de esta pobla-
ción. En el documento publicado en 2016 de la NLSIJPA se pueden 
encontrar los principios generales del sistema, los cuales se enlistan a 
continuación de manera breve: 
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i. Interés superior de la niñez. 
 Me parece importante detenerme en este principio rector, ya 

que para efectos de esta ley, el interés superior de la niñez debe 
entenderse como derecho, principio y norma de procedimien-
to dirigido a asegurar el disfrute pleno y efectivo de todos sus 
derechos, en concordancia con la Ley General de Niños, Niñas 
y Adolescentes. Es decir, todas las disposiciones legales deben 
interpretarse en beneficio de los derechos del adolescente. Así 
mismo, la ley señala que debe quedar patente de que el  interés 
superior ha sido considerado de manera primordial, señalando 
la forma en la que se ha examinado y evaluado.

ii. Protección integral de los derechos de la persona adolescente
iii. Integralidad, invisibilidad e interdependencia 
iv. Prohibición de tortura y otros tratos o penas crueles, inhu-

manos o degradantes
v. No discriminación e igualdad sustantiva
vi. Aplicación favorable 
vii. Mínima intervención y subsidiariedad 
viii. Autonomía progresiva 
ix. Responsabilidad
x. Justicia restaurativa 
xi. Especialización 
xii. Legalidad
xiii. Ley más favorable 
xiv. Presunción de inocencia
xv. Racionalidad y proporcionalidad
xvi. Reintegración social y familiar
xvii. Reinserción social
xviii. Carácter socioeducativo de las medidas de sanción 
xix. Medidas de privación de libertad como medida extrema y 

por el menor tiempo posible 
xx. Publicidad 
xxi. Celeridad procesal
Así mismo, la NLSIJPA hace una distinción de responsabilidad de 

acuerdo con el grado de desarrollo evolutivo del adolescente y distin-
gue tres grupos etarios:

I. De doce a menos de catorce años;
II. De catorce a menos de dieciséis años, y
III. De dieciséis a menos de dieciocho años.
En suma, podemos decir que la LNSIJPA se enmarca claramente 

en un reconocimiento de los adolescentes como sujetos de derechos, 
con la capacidad de responder por sus actos, aplicando los principios 

de interés superior y según su nivel de desarrollo, en el que la medida 
privativa de libertad será utilizada como último recurso, priorizando 
medidas encaminadas a la reinserción social, la justicia restaurativa, 
la reparación del daño así como acciones para prevención social de la 
violencia y la delincuencia.

LA SITUACIÓN ACTUAL DE LOS Y LAS ADOLESCENTES EN 
RECLUSIÓN: EL CASO DE JALISCO
Jalisco ha sido uno de los estados con mayor número de adolescentes 
internados por cometer conductas tipificadas como delitos graves. En 
2015 se ubicaba en el séptimo lugar (ver tabla 1) a nivel nacional con 
un total de 586 adolescentes recluidos en alguno de los dos centros 
de internamiento. En Jalisco existen dos centros estatales, a saber: el 
Centro de Observación, Clasificación y Diagnóstico del Estado de Ja-
lisco (COCYDEJ) orientado a mantener a los jóvenes en observación 
y valorar su grado de “peligrosidad”, quienes deben permanecer máxi-
mo cinco meses y están a la espera de la sentencia por parte del juez; y 
el Centro de Atención Integral Juvenil del Estado de Jalisco (CAIJEJ) 
para los que, por la gravedad de la conducta, deben cumplir con una 
medida privativa: permanecen hasta cinco años en internamiento. 
Ambos centros son regulados y coordinados por la Comisaría de Jus-
ticia para Adolescentes del estado de Jalisco.  

TABLA 1. ADOLESCENTES EN CENTROS DE INTERNAMIENTO POR 
ESTADO DURANTE EL 2015

Entidad Total 

Distrito Federal 1,146

Nuevo León 959

Baja California 672

Sonora 642

Chihuahua 636

Tamaulipas 629

JALISCO 586

México 430

Nayarit 299

Chiapas 294
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TABLA 1. ADOLESCENTES EN CENTROS DE INTERNAMIENTO POR 
ESTADO DURANTE EL 2015

Entidad Total 

Durango 228

Coahuila de Zaragoza 174

Guanajuato 131

Morelos 95

Tlaxcala 91

San Luis Potosí 73

Aguascalientes 69

Oaxaca 68

Guerrero 63

Sinaloa 63

Michoacán de Ocampo 60

Zacatecas 59

Tabasco 48

Veracruz de Ignacio de la Llave 45

Hidalgo 43

Puebla 42

Colima 35

Querétaro 30

Yucatán 23

Quintana Roo 21

Baja California Sur 20

Campeche 11

Estados Unidos Mexicanos 7,785
Fuente: elaboración propia con datos del Censo Nacional de Gobierno, Seguridad 
Pública y Sistema Penitenciario Estatales, INEGI, 2016

En los últimos cinco años, el número de ingresos a los centros de 
detención del estado ha disminuido notablemente, en un 93% del 
2012 al 2017 (ver gráfica 1). No obstante, esto no significa que haya 
menos CTD cometidos por jóvenes adolescentes, sino que la entrada 

en vigor (en junio del 2016) de la Nueva Ley Nacional del Sistema 
Integral de Justicia Penal para Adolescentes ha brindado beneficios 
de preliberación a la mayoría de los jóvenes.3 Esta situación puede 
verse desde dos perspectivas: por un lado, se celebra que cada vez 
haya menos jóvenes en internamiento ya que las condiciones de los 
centros limitaban procesos de reeducación de conductas y garantías 
de mejora al salir de sus procesos privativos.4 Por el otro, este inusi-
tado aumento en los beneficios de preliberación responde más a un 
tema pragmático que de condiciones propicias para su liberación y 
supervisión. Es decir, el mayor número de casos de jóvenes con este 
beneficio es precisamente entre los años 2015 y 2016, como se mues-
tra en la gráfica 1, justo en los años en los que se instaura de manera 
oficial el NSIJPA. 

GRÁFICA 1. ADOLESCENTES QUE HAN INGRESADO A CENTROS DE 
DETENCIÓN EN JALISCO, SEGÚN TIPO DE CENTRO, 2012 A 2017

0

200

400

600

800

1000

 COCYDEJ (TUTELAR)

CAIJEJ (GRANJA)

805
773

656

416
288

168 151 170 204

105
43
50

Fuente: Elaboración propia con datos de la Comisaría de Justicia para Adolescentes del 
Estado de Jalisco, 2018.

3 Dicho sea de paso, esta situación ha representado un reto para los operadores de 
este nuevo sistema de justicia penal para adolescentes, ya que se plantean una 
serie de especializaciones en el trabajo con adolescentes y adultos jóvenes que 
aún no han podido ser cubiertas. 

4 Para profundizar en este tema, consultar el documento Diagnóstico e informe es-
pecial sobre menores de edad bajo medidas cautelares y de sanción privativas de 
la libertad, realizado en el 2017 por la Comisón Estatal de Derechos Humanos. En 
él se hace una descripción detallada de las condiciones generales en los centros, 
el trato que reciben por parte del personal así como los programas destinados a 
atender a los internos.
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En consecuencia, las premuras por operar las directrices del nue-
vo sistema incentiva el otorgamiento del beneficio de la prelibera-
ción pero sin tener consolidados los mecanismos de supervisión de 
medidas, ni la red de apoyo gubernamental que deberán contribuir 
a los principios de reinserción social y procurar la no reincidencia. 
Para dar un muestra de esto, se calcula que de cada 100 jóvenes con 
medida cautelar, al 60% se le dificulta cumplir con todas las medidas 
impuestas por el juez, no necesariamente porque no tenga voluntad 
sino principalmente porque no hay suficientes programas ad hoc a sus 
necesidades. En este sentido, se visibiliza la urgencia de hacer colabo-
raciones interinstitucionales para dotarle de opciones al joven y pueda 
cumplir sus medidas.

No obstante los retos, estamos muy a tiempo para realizar las ac-
ciones conjuntas entre gobierno, academia, sociedad civil y, por qué 
no, la iniciativa privada, para invertir y plantear programas que sean 
de beneficio y eviten que las trayectorias de estos jóvenes escalen y, de 
esta manera, logren la adecuada reinserción social. 

PRINCIPALES HALLAZGOS DE LA ENCUESTA PARA 
ADOLESCENTES Y JÓVENES PRIVADOS DE LA LIBERTAD EN 
JALISCO 2017 
A continuación, se presentan algunos de los hallazgos del estudio de-
nominado Encuesta para adolescentes y jóvenes privados de la libertad 
en Jalisco 2017. Dicho estudio se enfocó en los adolescentes que come-
tieron CTD, que por su gravedad fueron sujetos a medidas privativas 
de la libertad. Se trata de un censo en el que participaron un total de 
133 adolescentes y jóvenes (hombres y mujeres) que actualmente se 
encuentran en reclusión en alguno de los dos centros estatales. 

El proceso de diseño de la encuesta y su aplicación duró cinco me-
ses, del 22 de febrero al 9 de junio del 2017. Gracias al apoyo de los dos 
centros de detención logramos tener acceso a toda la población inter-
na. Todos los jóvenes fueron previamente invitados a participar en la 
investigación y se les informó acerca de los objetivos generales de la 
misma, haciendo especial énfasis en la importancia de su honesta co-
laboración, dejando en claro que era un proceso voluntario y anónimo 
del cual podrían retirarse en cualquier momento si así lo deseaban, así 
como contestar los ítems a discreción. Solo 5 jóvenes prefirieron no 
involucrarse en el proceso de la investigación.

Este trabajo es encabezado por la organización civil CEDAT, A.C., 
bajo una subvención de la Agencia de los Estados Unidos para el De-
sarrollo Internacional (USAID), y tiene como objetivo aportar infor-
mación confiable y pertinente para el diseño de políticas públicas en 

materia de prevención de reincidencia en adolescentes y jóvenes de 
entre 14 y 25 años.

ASPECTOS METODOLÓGICOS 
La Encuesta para adolescentes y jóvenes privados de la libertad en Jalis-
co 2017 se realizó de manera colaborativa a través de mesas de trabajo 
con investigadores de la Universidad de Guadalajara y autoridades lo-
cales. El cuestionario aplicado está dividido en cuatro secciones:

I. Perfil sociodemográfico. Historial familiar, grupos de apoyo, es-
colaridad y empleo.

II. Capacidad de reflexión y agencia. Historia delictiva del entre-
vistado, si era su primer CTD, en qué circunstancias lo cometió, 
qué tipo de armas utilizó. 

III. Vínculos y cohesión social. Relaciones entre pares, noviazgo, 
uso de sustancias, percepción de marginación.

IV. Vinculación institucional. Condiciones de internamiento, red 
de apoyo familiar/conyugal durante el internamiento, activida-
des, percepción de su proceso de detención, proceso de senten-
cia, planes a futuro al salir de internamiento.

En este trabajo solo abordaremos algunas variables que han sido im-
portantes y que merecen la pena discutirse en documentos más amplios.

DATOS ESTADÍSTICOS
I. Perfiles sociodemográficos. Historial familiar, grupos de apoyo, 

escolaridad y empleo.

TABLA 2 . PERFILES SOCIODEMOGRÁFICOS DE LOS JÓVENES EN 
INTERNAMIENTO 

Municipios de
procedencia

23.35% Guadalajara
20.34% Zapopan
14.53% Tlaquepaque
13.37% Tonalá
9.88% Tlajomulco
2.32% El Salto
12.7% municipios fuera del área metropolitana de Guadalajara
2.32% de otro estado del país

Sexo
97% hombres
3% mujeres

Edad

55.06% entre 18 y 20 años
30.4% entre 21 y 25 años
14.4% entre 15 y 17 años
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Estado civil
76.74% soltero
20.16% en unión libre

Escolaridad

43.08% estudiaba antes de ser detenido, de ellos el 31.78% tenía 
como grado máximo de estudios la secundaria inconclusa y el 
30.23% la primaria inconclusa.

56.15% no estaba estudiando al momento de ser detenido, de 
ellos el 29.4% abandonó sus estudios porque consideraron más 
conveniente comenzar a trabajar.

91.4% continúa estudiando dentro de la
institución de detención, porcentaje que cabe resaltar.

Empleo y 
situación 
económica de 
sus familias

94.57% de los encuestados siempre había trabajado antes de su 
detención. La mayoría (51.61%) comenzó a trabajar entre los 12 y 15 
años, en otros casos empezaron antes de los 12 años (33%).
El 60% manifiesta que ganaba entre $1,000 y $2,000 semanales.  
Y la mayoría utilizaba el dinero para apoyar al gasto familiar (60.8%).
Respecto a la percepción de marginación, la mayoría reporta tener 
suficiente comida para todos los días (93%); así como para el pago 
de medicinas y atención médica en caso de ser necesario (86%);  
y para necesidades escolares, útiles, transporte, cuotas (86%). 
50% siempre tenía dinero suficiente para darse sus “gustos”  
y el 48% algunas veces. 

Hogares

38% vivía con ambos padres
20% vivía solo con su madre
8% vivía solo con el padre
12.5% vivía con otros familiares como abuelos, tíos, primos
En suma, 78% vivía con familiares
17.2% vivía con pareja, novio(a), esposo(a)

96.1% tiene hermanos
46.8% de los casos, la madre era el familiar que estaba al 
pendiente de las actividades escolares y/o laborales de los 
jóvenes

53.9% abandonó su hogar
79.4% lo hizo entre una y tres veces
60.2% tenía entre 12 y 15 años cuando abandonó su hogar
48.4% habitó en casa de algún amigo cuando lo hizo

56.6% tiene o ha tenido un familiar o persona cercana que ha 
sido encarcelada. De ellos, el 51.6% mencionó a tíos o primos, 
mientras que el 25.8% refirió que esa persona era su padre

Grupos de 
apoyo

82.2% de los jóvenes afirmó sentir admiración por alguna 
persona. Destacan:
30% la madre
25% el padre
29% algún otro familiar como tíos, hermanos y abuelos

Las principales razones de admiración son:
44% por el apoyo que les han brindado
14.8% porque han sabido salir adelante

Hogar propio

97.2% ha tenido pareja
65.3% alguna vez ha vivido con su pareja
63.64% tenía entre 15 y 17 años la primera vez que vivieron con 
su pareja

38.7% tiene hijo o hijos
25.8% se convirtió en padre/madre a la edad de 16 años; 22.58% 
a los 17 años
En el 66.7% de los casos, sus hijos viven con familiares de ellos 
como hermanos, padres, etcétera

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta para adolescentes y jóvenes 
privados de libertad en 2017, CEDAT.

II. Capacidad de reflexión y agencia. Historia delictiva del entre-
vistado, si era su primer delito, las circunstancias en las que co-
metió la acción.

TABLA 3. PRINCIPALES RESULTADOS DE LA SECCIÓN DE CAPACIDAD 
REFLEXIVA Y AGENCIA

Actividades ilícitas

35.5% de los jóvenes refiere que algunas veces era bien visto 
hacer cosas ilegales en su grupo de amigos. En contraste,  
el 91.5% menciona que en su familia nunca sucede.
El 65.89% ha llevado consigo armas alguna vez;  
el 58.91% ha participado en peleas de grupo; 
49.61% ha agredido a alguien de forma tan fuerte  
que la persona ha tenido que buscar atención médica

Tipo de CTD

51% homicidio
42% robo con violencia
3.9% secuestro
0.79% delitos sexuales
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Homicidio 

77.78% refiere que la acción delictiva no había sido planeada 
con anticipación
58% de los casos, la víctima fue un desconocido(a); en 35% era 
algún conocido(a), destacando amigos, familiares o pareja.

En 52.3% de casos se sentenció a alguien más por el mismo 
delito; en el 58.06% la otra persona era un amigo o conocido.

En cuanto a los motivos:
30% ajuste de cuentas
23.3% en defensa propia
20% como resultado de una riña
6.7% cometido en medio de otro delito
5% porque le pagaron
3.3% por problemas familiares

Robo con 
violencia

39% (mayor porcentaje) considera que el monto robado era 
menor a $10,000
90.3% de los casos la víctima fue una persona desconocida
60% de los jóvenes menciona que junto con ellos alguien más 
resultó sentenciado por la misma acción; en el 78.1% de los 
casos esa persona era un amigo

Secuestro

90.9% de los casos se sentenció a alguien más por el 
mismo delito; en el 50%, eran conocidos del joven, así como 
familiares y amigos

Delitos sexuales

33.3% la víctima era una persona desconocida

En todos los casos se sentenció a alguien más por el mismo 
delito; en 66.7% era un familiar del joven

Circunstancias 
en las que 
cometió la CTD  

42.4% de los jóvenes mencionan haber estado bajo los 
efectos de alguna droga al momento de ser detenidos.

Reincidencia 

40% ya había cometido un delito similar al que se le acusa, 
sin haber sido detenido; el 42.11% de ellos lo había hecho 
una vez en los seis meses previos a ser apresado(a); 26.32% 
hasta tres veces, y 68.43% de 1 hasta 3 veces

13.7% estuvo recluido anteriormente en el Centro de Atención 
Integral para Juvenil del estado de Jalisco

71% comenzó con actividades delictivas
entre los 13 y 16 años

Elaboración propia con datos de la Encuesta para adolescentes y jóvenes privados de 
libertad en 2017, CEDAT.

III. Vínculos y cohesión social. Relaciones entre pares, noviazgo, 
uso de sustancias, percepción de marginación.

TABLA 4. PRINCIPALES RESULTADOS DE LA SECCIÓN DE VÍNCULOS Y 
COHESIÓN SOCIAL

Confianza en las 
instituciones

60.7% considera que no se puede ser tan confiado con otros
48.60% siente confianza en la iglesia

Pertenencia a 
pandillas

50% ha pertenecido a alguna pandilla
47.5% aún lo hacía un año antes de ingresar al Centro

Uso de 
sustancias

68.18% ha consumido marihuana
63.64% ha consumido alcohol
38.64% ha consumido cocaína
36% ha consumido cristal
31% ha consumido inhalantes
15% ha consumido “piedra”

46% tenía entre 12 y 14 años cuando empezó a consumir 
alcohol
54% conseguía las sustancias en su propia colonia
28.4% ha estado en situaciones de riesgo o peligro por 
conseguir drogas
14.3% alguna vez perdió un empleo o dejó la escuela por 
consumir drogas
37.2% alguna vez ha sido detenido por portación de drogas

Prácticas 
sexuales 

75.7% comenzó su actividad sexual entre los 11 y 14 años
16.8% lo hizo entre los 15 y 17 años

Elaboración propia con datos de la Encuesta para adolescentes y jóvenes privados de 
libertad en 2017, CEDAT.

IV. Vinculación institucional. Condiciones de internamiento, red 
de apoyo familiar/conyugal durante el internamiento, percep-
ción de su proceso de detención, proceso de sentencia, planes 
a futuro.
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TABLA 5. PRINCIPALES RESULTADOS DE LA SECCIÓN DE VINCULACIÓN 
INSTITUCIONAL

Actividades dentro del 
Centro

23.97% utiliza la mayor parte de su tiempo en trabajar
19.8% en dormir
13.2% en actividades recreativas
10.7% en ver televisión
7.4% en estudiar

Confianza en los 
operadores

49% confía más en el personal de psicología y trabajo 
social que en los custodios
Solo 15% confía en los custodios

Proceso de 
sentencias

88.9% ya conoce su sentencia
El promedio de las sentencias es de 3.7 años

48.72% considera su sentencia muy justa
51.28% poco o nada justa

Medidas cautelares

Continuar con estudios
Internamiento domiciliario
Tratamiento terapéutico
Reparación del daño
Conseguir empleo
No relacionarse con ciertas personas
Abstenerse de consumir sustancias

Red de apoyo 
durante el 
internamiento

86% recibe visitas frecuentes de familiares entre una y 
dos veces por semana. En promedio gastan alrededor de 
$500 por visita y les apoyan con objetos como zapatos, 
medicina, comida y materiales para trabajar. También les 
ayudan a realizar trámites si es necesario.

Consideran que el trato que se les da a sus familiares en 
el ingreso es entre regular y bueno.

5.4% recibe visitas de manera menos frecuente: una vez 
cada 15 días, cada mes o más, y la mayoría considera 
que el principal impedimento es porque no pueden acudir 
en los horarios permitidos, porque viven lejos y/o por 
falta de dinero.

Planes al salir de 
reclusión

98% tienen un lugar dónde vivir al salir del Centro
60% le gustaría trabajar
40% le interesa seguir estudiando
92.3% considera que haber estado internado le ha 
ayudado
60.2% percibe que los jóvenes salen del Centro
ni mal ni bien

Elaboración propia con datos de la Encuesta para adolescentes y jóvenes privados de 
libertad en 2017, CEDAT.

RECOMENDACIONES

Más sujetos de derechos y menos objetos de sanción

1. Transformar el enfoque de “mano dura” hacia uno integral 
es más eficiente en la reducción de la violencia delictiva  
Aunque la LNSIJPA contempla un enfoque garantista y protector de 
los DD. HH. Existe aún un sesgo de “mano dura” sobre las recomen-
daciones y políticas públicas que se realizan. La evidencia señala que 
en América Latina, las acciones basadas en un proceso punitivo han 
resultado en un incremento en el uso de la fuerza, en consecuencia, 
un incremento en las desapariciones, las ejecuciones y las torturas, 
además de promover la reincidencia. Por si fuera poco, la atención y 
presupuesto invertido en éste enfoque deja desatendidos los factores 
que más se relacionan con la disminución de la violencia y reinci-
dencia, tales como la socialización, la prevención del delito, los sesgos 
cognitivos, entre otros.
     

Distinguir entre correlación y causalidad

2. Invertir más en políticas con evidencia de costo-
eficiencia en la reducción de la violencia y menos en 
“factores de riesgo”

En los 7 últimos años, el presupuesto asignado para las labores de se-
guridad en el país ha crecido un 61%, sin embargo, no ha sido eficiente 
para reducir la violencia o los índices de homicidio. En buena medida 
esto se debe a una mala interpretación de los “factores de riesgo”:

• Atender las necesidades y “riesgos” de los jóvenes es un mínimo 
indispensable en una sociedad democrática. Pero no debe con-
fundirse con una política de prevención; debido a que no hay 
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evidencia que demuestre que atender los factores de riesgo en 
los jóvenes es eficiente para reducir su violencia.

• Evitar confundir correlación con causalidad. No hay un perfil 
concluyente ni información que respalde a la afirmación de que 
los factores de riesgo son la causa de la violencia en los jóvenes. 
Si bien es cierto que hay correlaciones de factores como el hecho 
de que la mayoría de las personas en prisión son pobres, sería 
irresponsable señalar que la pobreza es la causa de la violencia. 
Corremos en el riesgo de discriminar a toda la población econó-
micamente desfavorecida 

• Lo anterior es equiparable al concepto en DD. HH. de doctrina 
de situación irregular que es justo lo opuesto de la protección 
integral que señala la Ley. Mientras que en el primero se asume 
al joven como “objeto de tutela” en el segundo se le reconoce 
como “sujeto de derechos”. Los riesgos de esta confusión son 
muchos, en la doctrina de situación irregular se asume que los 
jóvenes que no cuentan con los “esquemas tradicionales” (fa-
milia tradicional, salud, empleo) son los que generan los pro-
blemas sociales (desviaciones de la norma). Se ha demostrado 
que los modelos centrados únicamente en mejorar las “condi-
ciones del adolescente”, a mediano plazo, generan más proble-
mas que soluciones; puesto que criminalizan al joven en riesgo 
y proponen un solo modelo hegemónico de bienestar o “estilo 
de vida”. Por lo tanto, la atención de los factores de riesgo, no 
es suficiente para prevenir la violencia. 

Dos botones de muestra:
a) El 38% de los jóvenes en detención en Jalisco tiene hijos; el 

75% comenzó su actividad sexual entre los 11 y 14 años. Am-
bos son factores de riesgo en materia de salud, desigualdad, 
etc. Pero asumir que eso es causa de la comisión del delito es 
incoherente.

b) 42% de los sujetos cometió el delito bajo los efectos de una droga. 
Si bien es un factor de riesgo, con este dato también podríamos 
argumentar: “es más probable que se cometa un delito sobrio”.

3. Invertir más en programas basados en evidencia 
científica y menos en justificados en buenas intenciones
Los programas basados en evidencia resultan ser los de mejor y mayor 
impacto, además de ser costo-eficientes. Así mismo, el término basa-
do en evidencia cuenta con gradientes o niveles de calidad respecto 
a la confiabilidad de los resultados. Los programas e intervenciones 

deben abogar por una intervención enfocada mayoritariamente en el 
adolescente y no solo en el medio ambiente, así como contar con un 
método y el mayor rigor científico posible, como mínimo. Además de 
contar idealmente con información diversa, horizontal, sistematizada, 
rigurosa, contrastable con la realidad, cuantitativa y cualitativa, con 
mecanismos de evaluación validados y estandarizados.

En el caso de la reducción de la violencia, algunos de los tipos de 
intervenciones que cuentan con evidencia de impacto son: 

a) Terapia cognitivo-conductual o atención plena basada en tera-
pia cognitivo-conductual (como la intervención ejecutada en 
centros de internamiento de la AMG, por CEDAT, A. C.)

b) Prevención comunitaria de reincidencia
c) Disuasión focalizada 
d) Mediación de conflictos 

Relativo al proceso de sentencia

4. Reducir el abuso contra los adolescentes y jóvenes en 
conflicto con la ley por parte de la autoridad judicial
El trato que la mayoría de los adolescentes reciben del sistema de justi-
cia es bastante observable, sin embargo, no existe una solución simple. 
De acuerdo a información del Informe especial: adolescentes, vulnera-
bilidad y violencia, de la CNDH y CIESAS, 75% de los adolescentes 
con medidas de internamiento que abordaron en Jalisco mencionaron 
haber sido golpeados por policías durante su detención. En los datos 
obtenidos directamente por CEDAT, A. C. (2017), 33.9% de los jóvenes 
participantes se ha sentido amenazado y ha sido agredido por la policía 
preventiva, mientras que por la policía judicial el 52% ha sido amenaza-
do y 57.4% agredido. Asimismo 74.8% no confía en la policía, y 65.3% 
considera que esa institución no actúa igual para todas las personas.

Si bien, la LNSIJPA contempla en su artículo 73 que todas las au-
toridades auxiliares relacionadas a la seguridad pública que interven-
gan en procesos de justicia para adolescentes cuenten con personal 
capacitado en materia de derechos de niños, niñas y adolescentes. La 
capacitación no es suficiente; es necesario articular programas espe-
cializados para el desarrollo de programas ad hoc.

5. Identificar a los primeros respondientes como 
protagónicos en el diseño de estrategias de prevención
Establecer mecanismos para que se generen espacios donde los fun-
cionarios de primera línea, es decir, aquellos que tienen contacto di-



169168

recto y cotidiano con los adolescentes, tengan capacidad de expresar 
sus necesidades y propuestas; asimismo para asegurar su papel como 
actores clave en el diseño de políticas públicas.

En un sistema de justicia restaurativa y de protección integral de 
la infancia, todos los involucrados necesitan ser escuchados, no solo 
las víctimas. La evidencia muestra que la actitud y trato del sistema 
de justicia sobre los adolescentes genera cambio significativo en su 
proceso de sentencia (ver el capítulo 2 de este libro, escrito por la Dra. 
Áurea Grijalva).

Del mismo modo, el estado actual y condiciones laborales de custo-
dios, policías de proximidad, y otros agentes de primera línea cuentan 
con enormes carencias que obstaculizan el desarrollo de estrategias 
de prevención. Para tener en cuenta: el 45% del personal de los cen-
tros de internamiento son custodios que están en contacto cotidiano 
y permanente con los adolescentes; no obstante, hemos encontrado 
que es extremadamente rara la participación de estos en el diseño de 
programas y políticas. 

Relativos al proceso de prevención de violencia

6.  Considerar y atender la inmadurez neurológica como una 
causa fundamental de la violencia
En la práctica se observa que la mayoría de los delitos cometidos por 
jóvenes son reacciones desproporcionadas y que fallan en medir las 
consecuencias de sus actos. Existe una amplia y sólida evidencia cien-
tífica  que establece que dicha violencia se genera por dos razones: 

a) Una falta de madurez neurológica en la regulación de sus res-
puestas impulsivas, el manejo de la ira o la valoración del 
riesgo-beneficio.

b) La exposición sistemática de los jóvenes a la violencia como 
víctimas, la cual genera patrones neuronales de comporta-
miento automáticos.

En concreto, la mayoría de los adolescentes (y un buen porcentaje 
de los jóvenes) sentenciados por delitos violentos no contaban con 
la madurez neurológica suficiente para ser capaces de reaccionar de 
maneras apropiadas. Por lo tanto, resulta urgente, no solo hacerlos 
responsables de sus actos, sino atender esta falta de educación neuro-
lógica-emocional con estrategias basadas en evidencia científica. De 
lo contrario, difícilmente veremos la reducción de la violencia en los 
adolescentes.

Ejemplos de estos datos son:

• En el estado de Jalisco el 79% de los jóvenes sentenciados por 
homicidio declaran que no planearon el acto sino que este suce-
dió como resultado de otra circunstancia.

• Las investigaciones sobre trayectoria criminal en los adolescen-
tes en el mundo muestran una reducción general de la violencia 
en los adolescentes al llegar a los 21 años, lo cual coincide con 
la maduración neurológica de áreas específicas relacionadas a 
la violencia. 

• La investigación realizada por USAID, CEDAT, A. C. y la Uni-
versidad de Guadalajara muestra una mejora en el 44% de las 
respuestas impulsivas y una mejora del 15% en el funciona-
miento ejecutivo neurológico general, en particular en habilida-
des relacionadas a la evaluación de riesgos, toma de decisiones, 
planteamiento de metas y adaptación. Esto mediante un pro-
tocolo específico de 10 sesiones semanales de atención plena 
basada en terapia cognitivo-conductual.

7. Considerar y atender los sesgos cognitivos como 
detonante fundamental de la conducta violenta
El ejercicio de la violencia en la mayoría de los adolescentes está más 
cerca de la repetición de un hábito inculcado en su educación tempra-
na y menos a una decisión consciente de las consecuencias. La enor-
me mayoría de los jóvenes sentenciados por delitos violentos han sido 
víctimas repetidas de violencia en su entorno. En el estado de Jalisco el 
54% de los adolescentes sentenciados se fue de sus casas a los 14 años. 
Así mismo, se muestra que los perfiles de los adolescentes que generan 
delitos violentos durante más años, son también aquellos que tuvieron 
un inicio temprano en la violencia, previo a los 14 años. 

Estas circunstancias generan creencias, patrones y hábitos que ha-
cen que la violencia ejercida se normalice. Así mismo, que haya menor 
capacidad para asumir la tolerancia a la frustración, la responsabili-
dad, la empatía, entre otros. 

Para reducir la violencia de los adolescentes y jóvenes resulta fun-
damental ofrecer programas basados en evidencia científica que re-
duzcan los sesgos cognitivos sobre la violencia. 

8. Generar espacios de sociabilización y agencia
Generar espacios, actividades y programas en los que se reconozca y 
fortalezca la capacidad de los adolescentes para crear nuevos estilos de 
vida, significados y relaciones con sus pares y la autoridad.

Con respecto a lo anterior, algunas alternativas posibles son: 
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1. El desarrollo de acuerdos de colaboración con empresas que 
tradicionalmente se identifican como “la parte acusatoria” por 
ejemplo: tiendas de conveniencia, departamentales, etc. Para 
invitarlas como actores para el desarrollo de modelos de pre-
vención. En el artículo 68 del mismo documento legal, se esta-
blecen las atribuciones de los órganos de mecanismos alterna-
tivos, entre las que figura la facultad de celebrar convenios de 
colaboración para establecer redes de apoyo y coordinación con 
instituciones ya sea públicas o privadas. El involucramiento de 
la comunidad, por ejemplo las empresas, son recursos a los que 
se debe dar prioridad como generación de espacios de diálogo. 
El empleo en sí mismo, como ya vimos anteriormente, no es un 
factor de protección suficiente para asegurar la reducción de la 
reincidencia. 

2. Los acuerdos reparatorios son recursos a los que se les debe dar 
mayor prioridad. Son una oportunidad para que todos los in-
volucrados en el proceso puedan dialogar. En el caso de la sus-
pensión de un proceso se incluye la participación de la víctima 
para elaborar el plan de reparación y proponer condiciones a 
cumplir.

3. El desarrollo de espacios de diálogo permanente y sistematiza-
do con instituciones y personas. La desigualdad genera esferas 
donde los jóvenes se ven influenciados por culturas de violen-
cia. Es de especial interés generar alternativas para el desarrollo 
de nuevas identidades.

9. El Estado y los derechos de los hijos de los jóvenes y 
adolescentes en detención
El 30% de los adolescentes en detención tiene hijos, la LNSIJPA re-
conoce el carácter preventivo de la familia, así como la reintegración 
familiar del adolescente como un punto de especial importancia. El 
Estado, al ejercer la sanción, afecta de forma secundaria a los niños, 
niñas y adolescentes (NNA) hijos de los jóvenes sancionados. Esta 
afectación es económica, social, emocional, entre otras; pudiendo lle-
gar a dejar en estado de indefensión a nuevos NNA, lo cual promueve 
condiciones vulnerabilidad para los nuevos adolescentes.

Es importante generar estrategias de intervención relacionadas al 
contacto y el bienestar de las familias de los adolescentes procesados. 
Asegurar que sus hijos reciban la atención, en servicios y recursos, 
para fortalecer la comunicación y el vínculo familiar, y que los efectos 
poco convenientes del procesamiento de uno de sus padres o madres 
causen el menor impacto posible.

En la Encuesta para adolescentes y jóvenes privados de la libertad 
en Jalisco de CEDAT, A. C. se encontró que de los adolescentes entre-
vistados un 38.7% menciona que tiene hijo o hijos, 25.8% refiere que 
se convirtieron en padres a la edad de 16 años, y en el 66.7% de los ca-
sos, sus hijos viven con familiares como hermanos y padres. En 17.9% 
refirió que al momento de ser detenidos vivían con pareja.

En el Diagnóstico de las y los adolescentes que comenten delitos gra-
ves en México (autoría de Elena Azaola, 2015) se menciona que 13% de 
los adolescentes consultados para el estudio refirieron tener hijos y que 
vivían con su pareja antes de ingresar a la institución de internamiento. 
Mientras que un 94% mencionó haber tenido varios empleos a lo largo 
de su vida, y 64% de ellos aportaban para cubrir los gastos de sus hogares. 

En un estudio de Child Trends (2012) fue posible encontrar siete 
intervenciones exitosas en su eficacia a la hora de reducir la probabili-
dad de que los jóvenes se involucren en conductas delictivas, y en seis 
de ellas la participación de las familias era un componente principal.

Para el caso de madres adolescentes que deban cumplir con medi-
das de internamiento en centros especializados, la LNSIJPA establece 
una serie de derechos especiales orientados a esa población. Como 
por ejemplo mantener la custodia de los hijos hasta los tres años de 
edad. En este punto es de interés mencionar que la población feme-
nina en centros de internamiento es muy baja en comparación con 
la masculina. Tan solo en el 2017, cuando CEDAT, A. C. levantó su 
encuesta en dos centros de internamiento, fue posible abordar a 129 
varones y solamente a 4 mujeres.

10. Las condiciones de los jóvenes en internamiento no 
cumplen los criterios mínimos de DD. HH. 
Asegurar un ambiente óptimo para el desarrollo del adolescente en 
todas las áreas de la vida, a través de programas y estrategias que ase-
guren las condiciones óptimas para cumplir con los criterios mínimos 
en materia de derechos humanos que la LNSIJPA contempla. Este 
punto toma una mayor relevancia sabiendo que la ley tiene como uno 
de sus objetos garantizar los derechos humanos de las personas.

La LNSIJPA actúa en concordancia con la Ley General de los Niños, 
Niñas y Adolescentes (LGNNA), contemplando en su artículo 12 el inte-
rés superior de la niñez, en el que se deben apreciar integralmente:

1. El reconocimiento de niños, niñas y adolescentes como titulares 
de derechos.

2. La opinión de la persona adolescente.
3. Las condiciones sociales, familiares e individuales de la persona 

adolescente.
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4. Los derechos y garantías de la persona adolescente y su respon-
sabilidad.

5. El interés público, los derechos de las personas y de la persona 
adolescente.

6. Los efectos o consecuencias que la decisión que se adopte pueda 
tener en el futuro de la persona adolescente.

7. La colaboración de las partes intervinientes para garantizar su 
desarrollo integral e integridad personal.
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Los problemas sociales, como en este caso la violencia ejercida 
por adolescentes y jóvenes, son de dimensiones colosales para la 
capacidad exclusiva de un individuo. Al final, son problemas cuyas 
causas se ge neraron en el colectivo y es así que el colectivo resulta 
esencial para su solución. En consecuencia, para los que nos resulta 
deseable resolver —o al menos mitigar— los problemas sociales, la 

colaboración, más que una estrategia, es una necesidad.
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